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œPor qué paramos?œPor qué paramos?

Documento 8M

El espacio Ni Una Menos convocó a un paro nacional y movilización que se
llevó a cabo el 8 de marzo último, Día Internacional de la Mujer, fecha  en
que se  recuerda un hecho emblemático como fue la muerte de obreras texti-
les en Nueva York y  por el que se conmemora mundialmente la lucha de las
mujeres por sus derechos sociales y  laborales.

En la Argentina  Ni Una Menos es un colectivo que se caracteriza por su diver-
sidad y transversalidad de género,  que ha crecido significativamente en los
dos últimos años, y se ha constituido en uno de los movimientos más diná-
micos y participativos. El  27 de noviembre de 2016 convocó a una jornada
que se expresó en numerosas movilizaciones en varias ciudades de nuestro
país, también fueron  multitudinarias en los continentes americano y europeo
con el objeto de hacer visible la creciente violencia de género que viene ele-
vando  los índices de femicidios, el negocio de la trata de personas y otras for-
mas de violencias patriarcales y capitalistas, de allí surgió la consigna Vivas
nos Queremos. El espacio continuó trabajando asambleariamente  decidien-
do  el  paro del  día 8 de marzo, propuesta que trascendió las fronteras de la
Argentina hacia el movimiento internacional de mujeres.  

Realidad Económica publica en este número el documento del 8M que cons-
ta de ocho ejes y sintetiza los motivos y reclamos que aúnan el movimiento y
que fue leído en la Plaza de Mayo por el comité organizador.

Palabras clave: Ni Una Menos – 8M – Patriarcado – Movimiento Nacional e
Internacional de Mujeres 

Why do we go on strike?

realidad económica 306 (2016)  pp. 6-15  ISSN 0325-1926



 78M / ¿Por qué paramos?

The Ni una menos ("Not one less") movement called for a national strike and
demonstration which was carried out the past 8th March, International Women's
Day, date of commemoration of an emblematic event as was the death of female
textile workers in New York and the reason why women's fights for their social and
work rights are internationally recognized. In Argentina, Ni una Menos is a collec-
tive characterized by its gender diversity and mainstreaming which has grown sig-
nificantly in the past two years and has taken up the place of one of the most
dynamic movements in our country. 27th November 2016 was a day of numerous
mobilizations in several cities of our country, they were also massive in the
American and European continents and had the aim of making the increasing gen-
der violence that is elevating femicide rates, human trafficking and other forms of
patriarchal, capitalistic violence visible; this is where the Vivas nos Queremos ("We
Want Ourselves Alive") slogan comes from. The movement continued to work
through assemblies deciding on the 8th March strike, a proposal which went fur-
ther than the Argentine borders towards the women's international movement.
Realidad Económica publishes, in this issue, the 8M document which comprises
eight core ideas and summarizes the reasons and demands that brings the move-
ment together, which was read at Plaza de Mayo by the organizing committee.

Keywords: Ni una menos ("Not one less") - 8M - Patriarchy - National and
International Women's Movement

Fecha de recepción: marzo de 2017 

Fecha de aceptación:  marzo de 2017
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1 Paramos porque somos parte de una historia colectiva e
internacional#Toda lucha feminista es la que nos tiene a las mujeres organizadas contrael patriarcado en las calles, en las plazas, en las casas y en las camas- Tenemos una genealogía que nos conecta con el 8 de marzo como luchahistórica. Hoy somos millones las mujeres movilizadas en todo el mundoy salimos a las calles en defensa de nuestras vidas y por nuestros derechoscomo mujeres y como trabajadoras.- Hoy estamos acá y traemos con nosotras, en cada una de nuestras luchas,a las 15.000 obreras textiles neoyorkinas que marcharon por la jornada de8 horas a principio del siglo XX, a las inglesas y francesas sufragistas, a lasrusas que comenzaron la revolución de 1917 contra el zar, a las feministasnegras de los ‘60, a las que abrieron camino por nuestros derechos sexua-les, a las grandes figuras y a las heroínas anónimas; a las desaparecidas yasesinadas en este camino de lucha.- Estamos acá porque nos abrieron camino también las luchas protagoniza-das por las Madres y Abuelas de Plaza de Mayo en esta misma plaza.- Estamos acá porque cuando las mujeres del mundo nos organizamos latierra tiembla: las movilizaciones del 3 de junio en Argentina, el paro demujeres en Polonia y Argentina, la Women´s march y las marchas y accio-nes en muchísimos otros lugares de todo el planeta.- Estamos acá porque también traemos con nosotras las experiencias y dis-cusiones y lazos que hemos construido entre todas en los 31 EncuentrosNacionales de Mujeres- Y porque nos reconocemos en las luchas latinoamericanas y afrodescen-dientes: remarcamos el protagonismo de las mujeres en las luchas comu-nitarias por la vida y los territorios.Homenajeamos a las asesinadas: Bety Cariño en México (2010), BertaCáceres en Honduras (2016), Laura Leonor Vásquez Pineda (2017) enGuatemala.

2 Paramos porque hacemos visible el mapa del trabajo en
clave feminista.# Paramos las ocupadas y desocupadas, las asalariadas y las que cobramossubsidios, las cuentapropistas y las que realizamos tareas domésticas y decuidado- Contra el ajuste que hoy encara en nuestro país el gobierno de Macri y laAlianza Cambiemos, con la connivencia de los gobiernos provinciales, quepesa más sobre nosotras, las mujeres, precarizando nuestras vidas.
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- Por el cese de los despidos y la flexibilización laboral que intentan discipli-nar a la clase trabajadora. Apoyamos las luchas de AGR-Clarín, de lxsdocentes y de Textil Neuquén.- Rechazamos todas las formas de violencia laboral contra las mujeres.- Pedimos la reincorporación inmediata de todas las despedidas y todos losdespedidos.- Como mujeres, lesbianas, travestis y trans reclamamos el acceso a todaslas categorías en igualdad de condiciones que los varones: no a la brechasalarial que nos relega, en promedio, a cobrar un 27 por ciento menos.Basta de trabajos precarios y de discriminación laboral.- Exigimos que el trabajo doméstico y reproductivo que realizamos lasmujeres de forma gratuita sea   reconocido en su aporte como valor econó-mico.- Exigimos que se realice en forma urgente un relevamiento de las mujerestrabajadoras en empresas recuperadas, cantidad, condiciones y participa-ción en la toma de decisiones.- Reclamamos reconocimiento institucional y políticas públicas para lastrabajadoras de empresas recuperadas, autogestionadas, de la economíapopular, social y solidaria.- Reclamamos la aplicación de la ley de Emergencia Social y la eliminacióndel IVA de la canasta familiar. Aumento del salario igual al aumento de lacanasta familiar.- Exigimos: Licencias por violencia de género / Licencias más amplias depaternidad y maternidad / Asignación para mujeres en situación de vio-lencia de género igual a la canasta familiar.- Implementación y ampliación en todo el país de la ley de Cupo Laboralpara personas trans.- Más presupuesto para políticas públicas que garanticen tareas de cuida-do: escuelas infantiles y jardines comunitarios para trabajadoras, convacantes suficientes.- Apertura de moratoria previsional para las amas de casa. 82 por cientomóvil para todas las jubiladas y jubilados.- No a la suba de la edad jubilatoria para las mujeres.- Inclusión de las demandas de las mujeres en las paritarias.- Representación de mujeres en las cúpulas sindicales.- Paridad en la representación gremial.- Apertura de paritarias y sin techo, rechazo al 18 por ciento en cuotas quepretenden imponer el gobierno y los empresarios. Apoyamos la huelga delos y las docentes.
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3 Paramos porque exigimos aborto legal, seguro y gratuito.#Aborto legal, seguro y gratuito- Paramos para que el Congreso Nacional apruebe el proyecto de ley deInterrupción Voluntaria del Embarazo, presentado en 2016 por sexta vez,por la Campaña Nacional por el Derecho al Aborto Legal Seguro yGratuito.- Porque el aborto clandestino es la principal causa de muerte de mujeresgestantes. Porque es vulnerando un derecho humano básico que el abor-to ilegal es femicidio en manos del Estado, y una deuda de nuestra demo-cracia.- Defendemos el acceso a la interrupción legal del embarazo sea por la cau-sal que sea. Exigimos el acceso a los abortos no punibles en cumplimien-to del fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Gritamos: Justiciapor Juana, niña perteneciente a una comunidad wichí de la provincia deSalta, abusada por siete hombres y violentada luego por un Estado que laprivó de su derecho a acceder a un aborto no punible.- En este paro internacional de mujeres que nos hermana, denunciamospública e internacionalmente a los estados femicidas de El Salvador,Honduras, Nicaragua, República Dominicana, Haíti y Surinam: ya que alser los únicos seis países en América latina con prohibición absoluta delaborto, son responsables de las muertes y graves violaciones al derecho ala salud de cientos de niñas y mujeres en sus territorios.- Exigimos #AbsoluciónParaBelén, criminalizada por asistir a un hospitalpúblico tucumano con un aborto espontáneo en curso. ¡Ninguna mujerpresa ni muerta por abortar!¡Basta de criminalizar nuestros cuerpos ydecisiones! ¡Vivas y Libres Nos Queremos!- “Educación sexual para decidir, anticonceptivos para no abortar, abortolegal para no morir”.
4 Paramos para defender nuestras disidencias sexuales y de
género.#Basta de violencia a las cuerpas disidentes- Basta de criminalizarnos por defendernos: Exigimos la libertad para Higui,atacada por lesbiana. Presa por defenderse. Presa política del patriarcado.- Exigimos el sobreseimiento de nuestras seis compañeras, activistas dediversas organizaciones, entre ellas el Colectivo Ni Una Menos, detenidasy encarceladas en la jornada de ayer, día de la visibilidad Lésbica. Ellas seencontraban realizando actividades de difusión relacionadas al ParoInternacional de Mujeres del 8 de marzo. La causa fue caratulada comodaño agravado. Exigimos el sobreseimiento de las seis compañeras y que
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se investigue el accionar de las fuerzas de seguridad en alianza con ungrupo de presuntos civiles que las hostigaron y persiguieron. ¡Vivas yLibres nos queremos!- Reclamamos la implementación plena de la ley de Identidad de Género:acceso real al derecho a la salud integral, a las rectificaciones registralesexpeditas, al respeto a la propia identidad.- Por la protección de las infancias trans para una vida libre de violencias, depatologización, de acoso en las escuelas y los centros de salud.- Por la integridad y el respeto de los cuerpos intersex, le decimos ¡no! a lascirugías compulsivas que buscan una normalidad que es sólo opresión yrepresión.- Exigimos la aprobación de la ley de Reparación Histórica de las compañe-ras trans-travestis perseguidas, criminalizadas y torturadas por el Estadoa través de los códigos contravencionales que siguen vigentes.- Queremos que nuestros deseos vitales estén presentes en las escuelas, enlos barrios, en las fábricas, en las plazas, las oficinas y todos lados.Queremos representación en los libros de texto y en los medios de comu-nicación. La heterosexualidad obligatoria también es violencia.

5 Paramos para decir basta a las violencias.#Basta de femicidios- Basta de femicidios: el machismo, la misoginia y el odio hacia lesbianasmujeres bisexuales y trans nos matan.- ¡Justicia por Diana Sacayán! ¡Pepa Gaitán y Lohana Berkins, presentes!- Justicia por Melina Romero y Laura Iglesias y todas las mujeres asesina-das y violentadas.- Exigimos que se reglamente y se cumpla la ley de Patrocinio jurídico gra-tuito para mujeres victimizadas por la violencia machista. Denunciamos ala Justicia machista y exigimos más acceso a la Justicia y Paridad en laCorte.- Contra la violencia obstétrica: exigimos el no desmantelamiento de laMaternidad Estela de Carlotto y el cumplimiento efectivo de la ley de PartoHumanizado en todos los establecimientos de salud. Nosotras elegimoscuándo, cómo, dónde y con quién parir.- Denunciamos la violencia económica que empobrece principalmente a lasmujeres, marchamos por las mujeres en situación de calle y decimos queésta también es violencia de género.- Repudiamos que las mujeres seamos encarceladas por delitos menores
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que criminalizan formas de supervivencia, mientras los crímenes de lascorporaciones y el narcotráfico quedan impunes porque benefician alcapital.- Repudiamos y exigimos la anulación del DNU 70/2017 que modifica laLey de Migraciones 25.871 por racista, xenófobo, discriminatorio y crimi-nalizador hacia la comunidad migrante. Esta reforma por decreto de la leyde migraciones no sólo vulnera derechos y estigmatiza, sino que buscadividirnos violentando nuestros históricos lazos de hermandad.- Exigimos también la eliminación del Centro de Detención de Migrantes.- Nos pronunciamos contra la violencia simbólica que ejercen los medios decomunicación, la cristalización de los estereotipos de género, la estigmati-zación de nuestras decisiones, la invisibilización de nuestras luchas. ¡Nosomos adornos! Queremos más voces feministas en todos los debates polí-ticos, económicos, sociales, culturales, somos productoras de sentidos yluchas en todos los ámbitos ¡Dejen de hablar por nosotras!- Paramos contra el despojo violento de tierras de comunidades indígenas ycampesinas, contra la intoxicación por agrotóxicos que nos envenena ynos mata. Paramos por la defensa de las semillas y la diversidad de nues-tros recursos naturales.- Paramos contra el racismo, la discriminación y xenofobia hacia las muje-res indígenas, negras afrodescendientes y afroindígenas. Paramos contrael genocidio y femicidio de mujeres que tiene su origen en la trata escla-vista y en la violencia colonial. Paramos por el buen vivir de nosotras ynuestras comunidades.

6 Paramos para denunciar que el Estado es responsable.#El Estado y los gobiernos son responsables- En nuestro país, en 2017 es asesinada una mujer cada 18 horas.¡Exigimos una justicia que no ampare el poder patriarcal!- No a la disminución del presupuesto del Consejo Nacional de Mujeres: con57 mujeres asesinadas en menos de dos meses, necesitamos mayor pre-vención y más presupuesto estatal. El que tenemos es una miseria.- Exigimos la reapertura y financiamiento de los espacios de atención porviolencia de género en las municipalidades, en las Universidades y en cadaespacio común donde la ley 26.485 prevé que se atienda a las que son vic-timizadas.- Desmantelamiento de las redes de trata y las fuerzas represoras del Estadocómplices. Creación de políticas públicas (acceso a la vivienda, al trabajo,y a la salud) que acompañen a la ley de Trata, así como todos los instru-mentos tendientes al acompañamiento jurídico y de protección integral a
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las víctimas de trata y a sus familias.- Basta de represión, persecución, abuso y extorsión policial a las trabaja-doras sexuales y a las personas en situación de prostitución. Exigimos laderogación de los artículos contravencionales que permiten mantenerdetenidas sin orden judicial a cualquier persona y que criminalizan el ejer-cicio de la prostitución en 18 provincias.- Sostenimiento de los Programas de Educación Sexual y de Salud Sexual yProcreación Responsable: sin educación sexual, sin acceso a la saludreproductiva y no reproductiva, es imposible decir ni una menos.Cumplimiento de la ley de Educación Sexual Integral. Exigimos más presu-puesto para salud y educación.- Exigimos que se entregue la medicación y los reactivos sin demora paralas personas viviendo con VIH.- Desprocesamiento y libertad de todas/os las/os luchadoras/es populares.Derogación de todas las leyes represivas.- Libertad a Milagro Sala, Gladys Díaz, Mirta Guerrero, Mirta Aizama yGraciela López.- Nos pronunciamos contra el abuso sexual infantil: basta de justiciapatriarcal, el Síndrome de Alienación Parental no existe, es discriminato-rio y no permite el acceso a la justicia.- Por la desmilitarización de nuestros territorios y contra las nuevas formasde guerra. Subrayamos especialmente la situación de desprotección y pre-cariedad de muchas mujeres en el actual escenario de acuerdos en losacuerdos por la paz en Colombia.

7 Paramos porque exigimos un Estado laico.#Separación del Estado y la Iglesia- Somos un movimiento anticlerical y exigimos el cese de subsidios a laIglesia Católica y la educación religiosa.- Repudiamos la intervención de la Iglesia Católica y de todas las iglesiasevangelistas sobre nuestros cuerpos.- Repudiamos su ofensiva en toda América latina contra lo que llama “ideo-logía de género”, mientras protege a los curas abusadores.
8 Paramos y construimos el movimiento de mujeres como
sujeto político.

#Nos mueve el deseo- Por un movimiento internacional feminista que revolucione nuestro lugar
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en el mundo.- Por un feminismo inclusivo y de intersección que nos invite a todas, atodos, a todes a unirnos a la resistencia al racismo, a la islamofobia, al anti-semitismo, a la misoginia, a la explotación capitalista” (como le escucha-mos decir a Angela Davis)- Porque el movimiento de mujeres es hijo e hija de esta historia antipa-triarcal y anticapitalista, y emerge como alternativa en todo el mundo fren-te al avance represivo, racista y conservador. Por eso con orgullo hoy deci-mos: ¡Viva el Día Internacional de las mujeres trabajadoras! ¡Viva el parointernacional de mujeres!Contra toda forma de explotación y opresión, llamamos a nuestras herma-nas de todo el mundo a seguir luchando de manera independiente de losgobiernos.
#Ni Una Menos #Vivas nos queremos!
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Pensamiento y obra de Pensamiento y obra de 
Arturo E. SampayArturo E. Sampay

Fundamentos conceptuales

* Presidente del Instituto Arturo E. Sampay

Del pensamiento y obra de Sampay surge que el anhelo de Justicia es inhe-
rente a la índole humana, pese a la terca resistencia de los derechos adquiri-
dos, y que en la infraestructura sociológica de la Constitución subyace la
lucha por el predominio político y pugnan los ideales que surgen del pueblo
por una Constitución mejor contra el empeño oligárquico en resistir su trans-
formación. Estaba firmemente persuadido de que finalmente el proceso
sociopolítico llevaría a que la Argentina consagre un avanzado texto consti-
tucional.

El pensamiento de Sampay adquiere actualidad en nuestro tiempo contem-
poráneo y habrá de potenciar el accionar mayoritario de los sectores popula-
res en su pugna por lograr transformar la Constitución real que aún predo-
mina en el país. Ese marco posibilitará el necesario y elevado debate que per-
mita efectivizar en esta segunda década del siglo XXI, con la más amplia par-
ticipación popular, una futura Asamblea Constituyente que sancione una
nueva Constitución escrita para hacer efectivo el anhelado objetivo de la
Justicia Social, o sea el „buen vivir‰ de nuestro pueblo.                                   

Palabras clave: Constitución – Ciencia Política – Justicia Social – Desarrollo
político y económico.  
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Thinking and work of Arturo E. Sampay 
From the thinking and work of Sampay it stems that the desire for Justice is

inherent to human nature, in spite of the stubborn resistance of the achieved
rights, and that the sociological infrastructure of the Constitution is where the fight
for political predominance lies and where the ideals stemming from the people for
a better Constitution struggle against the oligarchic will to resist its transforma-
tion. He was firmly convinced that the socio-political process would finally lead
Argentina to establish an advanced constitutional text. 

Sampay's thinking acquires validity in our contemporary times and shall poten-
tiate most actions of the popular sectors in their struggle to achieve a real trans-
formation of the Constitution that still prevails in this country. This work frame
will enable the necessary, in-depth debate that allows to create, in this second
decade of the 21st century and with the broadest popular participation, a future
Constituent Assembly to rule a new Constitution written in order to realise the
long-awaited aim of Social Justice, that is, the "well-being" of our people.

Keywords: Constitution - Political Science - Social Justice - Political and
Economic development 
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1. Arturo E. Sampay evidenció una singular formación jurídica y filosófico-política, con amplios conocimientos del derecho público, europeo, america-no y argentino; contaba, además, con profundos conocimientos de la culturaclásica y moderna. Se lo puede calificar como político, economista, historia-dor, constitucionalista y jurista. Dotado de una sólida formación intelectual, elpensamiento y las ideas de Sampay son el resultado de un saber concreto ypositivo. Los hechos, los acontecimientos y las instituciones los ubican en eltiempo histórico en que se originaron, y tomando en cuenta el desarrolloque las ciencias experimentaron, encuentra los vínculos entre unos y otros.En sus ideas se advierte una constante afirmación del aporte del cristianis-mo, y del papel evangelizador de la Iglesia en su misión de proteger y elevara los pobres y oprimidos. En el pensamiento de Sampay se advierte unaconstante defensa a los derechos de la persona que hacen a su plena dignidadhumana. Sus ideas básicas sobre la Constitución y la Ciencia Política, como su pen-samiento y práctica constituyente, parten de una acabada conceptuación dela ciencia política y de la respectiva técnica aplicada que encuentran base enSócrates y sus epígonos Platón y Aristóteles. Tanto es así -decía Sampay-, quetoda la genuina ciencia política de nuestra civilización, incluida la más avan-zada de nuestro tiempo, es una reproducción, acompañada de necesariasanotaciones y explanaciones, de la ciencia y la técnica política de Sócrates,Platón y Aristóteles, especialmente de este último que fue el genio sistemati-zador del alto pensamiento griego. Como lo demuestran las notas bibliográficas de sus trabajos, las ideas deSampay eran la síntesis de sus profundos estudios y amplias lecturas de lasobras que escribieron los pensadores más brillantes desde la antigüedadhasta su tiempo contemporáneo: Aristóteles, Platón, San Agustín, SanAlberto Magno, Cicerón, Santo Tomás de Aquino, Carlos Marx, F. C. Savigni,Ferdinando Lassalle y una larga lista de filósofos, sociólogos, historiadores,economistas y juristas.Recorrer su densa producción bibliográfica permitirá comprender la tras-cendencia y vigencia de su pensamiento, y nos ofrecerá un sólido funda-mento conceptual frente a nuestra realidad contemporánea. 
1.1 Arturo Enrique Sampay nació en Concordia, provincia de Entre Ríos,hijo de Fernando Sampay y Antonia Berterame. Realizó sus estudios secun-darios entre 1925 y 1929 en el histórico Colegio Nacional de Concepción delUruguay y sus estudios universitarios en la Facultad de Ciencias Jurídicas ySociales de la Universidad Nacional de La Plata, donde egresó como abogadoen 1932 con brillantes calificaciones. Su formación escolar fue completadapor la influencia que ejerció su tío abuelo sacerdote, Carlos Sampay, tanto enel ámbito de las ciencias filosóficas como en el conocimiento de las lenguas
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muertas, latín y griego. Él fue quien puso a su alcance la “Summa” de SantoTomás y otras obras que incidieron en la cultura del joven estudiante.Realizó diversos estudios de posgrado en Zurich-Suiza, y un curso sobreDerecho público realizado por Dietrich Schindler, discípulo de HermanHeller, donde  conceptualizó filosóficamente las constituciones de los paísessiempre condicionadas a la realidad social y que por tanto, su estudio obli-ga a conocer el sustrato sociológico de las mismas; luego en Milán tomó cla-ses de filosofía del derecho con el renombrado monseñor Olgiati, y concurrióa un curso sobre los orígenes del capitalismo dictado por Amintore Fanfani;en París asistió en la Sorbona a disertaciones de Louis Le Fur sobre derechonatural, y a las que daba en su domicilio el filósofo católico Jacques Maritain.Fue miembro del Instituto Internacional de Philosophie du Droit et deSociologie Juridique, del Instituto Argentino de Filosofía Jurídica y Social, y dela Fundación Victoria-Suárez para el Estudio del Derecho Internacional. Después de sus estudios en Europa, volvió Sampay a su provincia natal,donde tenía simpatías con el radicalismo. Después de ser depuesto el presi-dente Yrigoyen por el golpe de Estado del 6 de septiembre de 1930, la pro-vincia de Entre Ríos volvió a tener gobiernos radicales. Así fue como duran-te la gobernación del Dr. Luis Etchevehere, en 1933 se sancionó unaConstitución de concepciones modernas a la que Sampay dedicó su primerestudio jurídico y también fue su obra inicial, plena de orgullo provinciano yde “visible y legítimo amor a la tradición y a los valores de Entre Ríos”, al decirde Faustino Legón al prologarla. En dicha obra publicada en 1936 Sampayya tomaba posición frente a la evolución del Derecho Constitucional, pues enaquellos tiempos algunas provincias sancionaban constituciones de “transi-ción”, e introducían tímidos principios sociales que significaban cierta supe-ración del clásico “constitucionalismo liberal”. En 1944 se instala en La Plata, provincia de Buenos Aires, e ingresa asi-mismo como docente en la cátedra de Derecho Político en la UniversidadNacional de la misma ciudad, en la que habría de ejercer la docencia hasta1952. Daba comienzo así esa faz de su vida intelectual, que lo encontrará enla cátedra de institutos y universidades argentinas, como también de otrospaíses. En ese tiempo Sampay se incorporó al movimiento político de rai-gambre social que llevaría a la presidencia del país al entonces coronel JuanDomingo Perón. Así, fue uno de los radicales que adhirieron al peronismo.Sampay y Perón se conocieron en 1944 cuando éste, desde la Secretaría deTrabajo y Previsión, ya había realizado importantes aportes a la legislaciónlaboral. Como señala González Arzac, desde ese momento tuvieron una rela-ción estrecha, puesto que éste abrazó la causa de aquel, convirtiéndose enuno de sus principales asesores, asistiendo también a Evita en algunas opor-tunidades. Por ese tiempo Sampay se vincula con jóvenes radicales de FORJA a través
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del entrerriano Carlos Maya, el platense René Orsi y otros amigos, con quie-nes compartía inquietudes políticas, así como a dos intelectuales que lidera-ban aquella generación: Arturo Jauretche y Raúl Scalabrini Ortiz1.El Interventor federal en la provincia de Buenos Aires, Atilio Bramuglia,nombró a Sampay Subasesor de Gobierno en 1945, y luego por breve tiem-po asumió la Asesoría. Ese mismo año fue designado Fiscal de Estado de laprovincia, función desde la cual inició conocidas acciones contra el grupoBemberg y la C.A.D.E. por cuantiosas evasiones impositivas. Otra de susacciones destacadas desde la Fiscalía de Estado fue la colaboración con elpresidente del Banco de la Provincia de Buenos Aires, Dr. Arturo Jauretche,para lograr la total provincialización de esa importante institución. 
1.2 Católico militante y afiliado al radicalismo entrerriano, en la mitad dela década de los ´40 realiza un giro al nacionalismo, enrolándose poco des-pués en las filas peronistas. Fue después del triunfo de Perón en las eleccio-nes del 24 de febrero de 1946, que Sampay se convirtió en uno de los prin-cipales expositores de lo que se dio en llamar “doctrina justicialista”. Elgobernador de la provincia de Buenos Aires surgido de aquellas elecciones,coronel Domingo A. Mercante, ratificó en su cargo a Sampay y el Senado dela provincia, que tenía mayoría radical, le prestó acuerdo por unanimidad. Afines de 1948 Sampay fue electo Convencional Constituyente de la Asambleaque sancionó la Constitución Argentina de 1949. El informe que realizó eldoctor Arturo Enrique Sampay sobre cómo se procedía a adecuar los artícu-los en la reforma constitucional y que define la novel arquitectura de laConstitución Nacional, propone una original ordenación con una subdivi-sión de la primera parte en cuatro capítulos, en vez del único que contenía eltexto de 1853. A diferencia de ésta, la Constitución de 1949 implicó unamoderna concepción que en el plano económico, además de la actividad pri-vada facultaba la intervención del Estado en pos del bien común de la pobla-ción. El proyecto de Sampay invocó al “sistema democrático”, lo que luegoquedó incorporado expresamente en el artículo 15 de la Constitución del 49.Así fue como, por primera vez desde 1853, la Constitución argentina expli-citaba que estaba inspirada en el sistema democrático. Luego de su destacada intervención en la Asamblea Constituyente de 19492Sampay profundiza sus estudios y publicaciones, como después veremos.

1 Alberto González Arzac, “Arturo E. Sampay y la Constitución de 1949”, Quinque Editores,Buenos Aires, 2009, p., 17.2 Los pensamientos que Sampay sostuvo durante la Asamblea Nacional Constituyente de1949, los hemos desarrollado ampliamente en nuestra obra “La Constitución y otros temas(dilemas del constitucionalismo argentino)”, Tomo I, capítulo 11, “Sampay y la etapaJusticialista en la Constitución”; Capítulo 12, “Sampay y la formación constitucional argenti-na”; Tomo  II, Capítulo 11, “Sampay la Constitución y la Justicia Social”; Tomo III, “La refor-ma constitucional y su convocatoria”, El Cid Editor, Buenos Aires, 2013.  
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En 1952 continúa desempeñándose como Fiscal de Estado de la provincia deBuenos Aires, en tiempo que el mayor Carlos Aloé había sustituido en lagobernación al coronel Domingo Mercante. Pero, una atmósfera de intole-rancia política de la interna del peronismo había invadido entonces al primerestado argentino, y ocasionó que el redactor de las reformas constituciona-les de 1949 debiera partir al exilio en Paraguay. Después se traslada aBolivia, donde fue designado miembro del Instituto de Derecho Político de laUniversidad de La Paz, asume distintas funciones académicas y se publicanalgunos estudios de su autoría. En 1954 Sampay logró radicarse enMontevideo-Uruguay. La caída del gobierno peronista en 1955 no hizo variarla situación de Sampay, que siguió siendo un proscripto. Recién pudo volvera la Argentina en 1958 luego de que asumiera el presidente Arturo Frondizi,aunque no se le permitió retomar sus cargos docentes en la Universidad.Como señala González Arzac mientras en la Argentina los oficialismos deturno lo ignoraban, en 1967 Sampay viajó a Montevideo y Santiago de Chile,invitado para sendas conferencias, con motivo de las reformas constitucio-nales que afrontaban la República Oriental del Uruguay y Chile, respectiva-mente. Su reputación como constitucionalista, sus criterios para la expropia-ción de bienes y su participación en la redacción del recordado artículo 40 dela Constitución argentina de 1949, eran el principal motivo de esas invitacio-nes desde el exterior, así como fueron causa del deliberado olvido en nues-tros claustros universitarios. La Constitución uruguaya de 1967 y la reformaconstitucional chilena de ese mismo año sancionaron cláusulas que teníanpor antecedente a la Constitución argentina de 1949 en materia de expropia-ciones e indemnizaciones. Desde 1969 presidió el Instituto Argentino para el Desarrollo Económico(IADE), y en esa condición dirigió la revista “Realidad Económica”, editadapor esa entidad que se publica desde entonces y que se convirtió en una delas más importantes del  país en su género. Pero la Argentina de los gobier-nos de facto continuaba silenciando a Sampay. En 1971 el gobierno del gene-ral Lanusse conformó una Comisión Asesora para el Estudio de la ReformaConstitucional, designando como integrantes a los “constitucionalistas” porentonces reconocidos: Germán Bidart Campos, Carlos M. Bidegain, NatalioBotana, Carlos Adolfo Rouzat, Alberto Spota, Jorge R. Vanossi. Llegaron inclu-so a incorporar a un peronista: Pablo Ramella. Pero omitieron a Sampay. Erala etapa final de ese período de facto y ello sería un eslabón más tendiente adar permanencia a la supraconstitucionalidad de facto, instalada por los gol-pes de Estado, la que logró su máxima expresión en el último proceso cívico-militar que sufrió la Argentina. Sampay seguía bregando por sus ideas yavanzaba con sus estudios y acciones personales. En 1972, en breves pági-nas definió el “Régimen Jurídico que debe regir la Nacionalización de bienes”,que en su nombre tuve el honor de presentar en la reunión de las NacionesUnidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD IV), que se realizó en la ciu-
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dad de Santiago de Chile, y que luego incorporó en su obra “Constitución y
Pueblo”.  En esos años Sampay sostuvo que el país se viene desenvolviendo al mar-gen de una Constitución escrita, políticamente legitimada por la voluntadexpresa de la Nación; porque la que el pueblo se dio, mediante genuinosrepresentantes fue derogada por el decreto de un gobierno de facto, el 27 deabril de 1956, ratificado después por una Convención Constituyente que,para poder hacerlo eligió sus miembros previa proscripción del movimien-to político de los grandes sectores populares, por lo que propuso “que elCongreso debe convocar a un plebiscito nacional, al poder constituyente ori-ginario, para que decida cuál es la Constitución que debe regir”3. Era la par-ticipación protagónica del pueblo en tan importante cuestión.
1.3 El año 1973 saludó la vuelta del peronismo al poder, aunque Sampayno ocupó cargos oficiales en el gobierno. Sin embargo, se reincorporó a lavida universitaria al ser convocado para ejercer la cátedra de DerechoConstitucional y también la Dirección del Instituto de Derecho Público de laFacultad de Derecho, en la Universidad Nacional de Buenos Aires, cargo quemantuvo en forma continuada hasta el 24 de marzo de 1976. Pero, duranteese período no se retribuyó su capacidad con las altas funciones que hubie-ra merecido. Se lo designó conjuez de la Corte Suprema de Justicia de laNación y sólo así actuó en algunas causas donde quedó expresado su voto enel máximo tribunal. Señala González Arzac que Perón deseó conocer la opi-nión de Sampay sobre el Tratado del Río de la Plata, que en 1973 negociaronlas cancillerías de la Argentina y el Uruguay, esbozando éste la posibilidad deacordar un estatuto para la utilización de las aguas que no significara fija-ción de límites. Luego Sampay preparó para Perón un proyecto de ley cre-ando la figura de primer ministro sin atender precedentes de corte “parla-mentarista”.Sampay sostuvo con énfasis que el art. 1°, apartado 2°, de la Carta de lasNaciones Unidas establece que las relaciones entre los países deben basarsesobre el “respeto al principio de la igualdad de derechos y al de la libre deter-minación de los pueblos”, con lo que se ha ilegitimado -decía-, tanto cualquiergénero de colonialismo como los instrumentos jurídicos y los procedimien-tos políticos que lo imponen de modo franco o encubierto4. Es sabido que laAsamblea General de las Naciones Unidas había proclamado el 10 de diciem-bre de 1948 la “Declaración Universal de Derechos Humanos” como idealcomún por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, y Sampayelevaba su voz para sostener  que la Declaración es un acto reglamentario delo que al respecto dispone la Carta de dicha organización mundial, la “que

3 Arturo E. Sampay, “Constitución y Pueblo”, 2ª edición, p. 246.4 Arturo E. Sampay, “Constitución y Pueblo”, 2ª edición, Cuenca Ediciones, p. 220.
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integra nuestro derecho positivo, pues esta Carta reviste ese carácter en vir-tud de una resolución expresa del gobierno argentino”, desde que fue san-cionado el decreto Nº 21.195/45 y la Ley 12.8385. Dadas las cualidadesmorales e intelectuales de Sampay, como asimismo su constante acción porla efectiva vigencia de la Justicia Social de los pueblos, en 1975 el gobiernoargentino lo propuso para integrar la “Comisión de las Naciones Unidas
Contra la Discriminación Racial”, donde ocupó la vicepresidencia, y fue ellugar desde  el cual se encontró en condiciones de aportar iniciativas e ideas,hasta el momento en que se produce en la Argentina el golpe de Estado de1976.En el ejercicio de esas funciones tuvo los primeros síntomas de su fatalenfermedad. Producido el golpe de Estado del 24 de marzo de 1976 Sampayfue despojado de su cargo y cesanteado en la Universidad de Buenos Aires,pero siguió escribiendo mientras se lo permitió la salud. Falleció en la ciudadde La Plata el 14 de febrero de 1977. Consciente de los dramáticos momen-tos que vivía el pueblo argentino y las graves consecuencias en que el golpede Estado dejaría al país, sin embargo Sampay estaba persuadido que el pro-greso de la Justicia es el designio inexorable del desarrollo histórico e impul-sa la lucha de los pueblos por un mundo mejor; y que finalmente un día ven-turoso amanecerá en la Argentina.Su pensamiento y férrea decisión en favor de los principios y valores quesostuvo por consolidar un nacionalismo político y económico como únicomedio para liberar a la nación de la dependencia extranjera y su confianzaen el juicio del pueblo como sujeto del poder constituyente de la Nación, quetuvieron un lugar principal tanto en sus discursos en el seno de la AsambleaConstituyente de 1949, como en sus libros y clases magistrales que expusodurante su vida con fervor, nos señalan el camino a seguir por la futuraConstitución que Sampay propiciaba para nuestra realidad contemporáneay nos aporta las razones para que los argentinos la alcancemos al fin, en estesiglo XXI. La nacionalización de los servicios públicos -que para Sampay es lo mismoque estatización de dichos servicios- como así la nacionalización de lasriquezas básicas de la colectividad, las aconsejaba no sólo por razones polí-ticas, de seguridad del Estado y por consideraciones económicas, sino tam-bién por la necesidad de convertirlos en instrumentos de la reforma social.Es importante destacar que las principales obras del maestro Sampay en laactualidad se encuentran reeditadas y al alcance de todos. Ello fue posiblepues a fines del año 2012, se logró la necesaria reimpresión facsimilar de las“Obras Selectas” de Arturo Enrique Sampay, que con la dirección del profe-sor Eugenio Gómez de Miers publicó la Editorial Docencia en 18 volúmenes,
5 Conf., Arturo E. Sampay, “Constitución y Pueblo”, 2ª edición, p. 242.
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y que, declarada de interés cultural, contó con el auspicio de la Secretaría deCultura de la Nación.  
2.  Estas palabras sobre la obra de Sampay solamente deberán ser elumbral para ingresar a ella, y buscan motivar en el lector la atención y atrac-ción necesaria para la lectura y estudio de los distintos temas y documentosque la componen. No tienen el alcance ni las pretensiones de una cronologíaa los textos que la integran, lo que por sí le daría demasiada extensión. Nitampoco, por ello, abarcará a todas sus publicaciones.
2.1 En su primer libro “La Constitución de Entre Ríos, ante la moderna

ciencia constitucional”6 que Sampay escribió cuando contaba 25 años deedad,  claramente aborda el núcleo central del novel constitucionalismosocial. Los textos constitucionales a través de un proceso de expansión, yaexperimentaban un profundo cambio. Las declaraciones insertas en lasconstituciones -señaló Sampay-, que en un principio ofrecían una faz sim-plemente negativa y ponían a resguardo al individuo de la arbitrariedad delos poderes públicos, “formaban un islote autónomo en donde el Estado nopodía penetrar; pero eso no bastaba en la complejidad de la vida moderna,nada hace el hombre con los derechos políticos, había que asegurarle los‘Derechos Económicos’ (…) Así en el Derecho Constitucional de la posgue-rra, al lado de las declaraciones clásicas, aparecen los derechos sociales,como una obligación positiva del Estado hacia el individuo”, y recurriendo ala opinión de Merkine Guetzevitch señala que “los textos constitucionalescomienzan a reconocer no solamente al hombre abstracto, sino también alciudadano social”7.Así es que Sampay ya había advertido hace años el problema que nosocupa en la actualidad y nos anunciaba su joven pensamiento social, cuan-do expresó que “a tiempos nuevos corresponde un nuevo ordenamientojurídico. El derecho público surgido en el siglo XIX -al que pertenece nuestraConstitución Nacional y casi todas las provinciales-, está construido sobreprincipios económicos y filosóficos en franco tren de liquidación: la idea ato-mista de la sociedad de Rousseau, y la economía individualista asentadasobre los cimientos jurídico-económicos del derecho romano, el derechoabsoluto de propiedad y la libertad de contratar”8. Repara en que la nuevaConstitución entrerriana de 1933, “en cuanto le es permitido por la órbita desu autonomía constitucional”, se orienta decididamente hacia el camposocial9. Abandona al hombre aislado del siglo XIX. Por tanto, “en su parte
6 Ed. Pedrassi, Paraná, 1936.7 Arturo E. Sampay, “La Constitución de Entre Ríos, ante la moderna ciencia constitucional”,Ed. Pedrassi, Paraná, 1936, p. 43.8 Arturo E. Sampay, ob. cit., p. 33.
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dogmática tiene en cuenta los derechos sociales del hombre, y traza unamplio plan de legislación obrera, dando cauce al más enérgico factor de lahistoria universal contemporánea, el magnífico movimiento ascensional delas clases obreras”.“La nueva Constitución de Entre Ríos -dice- ha sido sancionada en una época en quelos problemas económicos y sociales, no pueden ser silenciados; y en la que elEstado interviene activamente para allanar situaciones de desigualdades. La apari-ción de las fuerzas proletarias en los escenarios políticos, da tono y colorido a nues-tra actual cultura y transforma en su concepto y contenido al derecho público y pri-vado”. De acuerdo con Merkinne Guetzevitch señala Sampay que “las nuevasConstituciones han sido redactadas en una época, en que ningún partido políticopuede ignorar la cuestión social. En el siglo XX, el sentido social del derecho, no esya una doctrina, ni una escuela jurídica, es la vida misma (Merkinne Guetzevitch,“Les nouvelles tendances du droits Constitutionell”, p. 40)”10. En sus comienzos por la senda de jurista impulsor del progreso de laJusticia, Sampay fija la atención en que la “protección al Arte, protección a laJuventud contra el abandono moral, espiritual y corporal, a la educación, alos hijos habidos fuera del matrimonio, todo lo comprende los derechossociales en las modernas constituciones. La transposición de los derechos delhombre desde el dominio del derecho público interno, hacia el internacional,es la evolución más moderna de las declaraciones de los derechos y sintetizanideal bello y humanitario. El hombre tiene derechos inalienables, e interna-cionales, concernientes a su condición de miembro de la colectividad huma-na”11. En una concluyente remisión conceptual fija la atención en que recien-tes Constituciones “observan nuevas ideas sobre la misión del Estado. Segúnla vieja concepción, el Estado tenía una misión puramente jurídica, su deberinterno consistía en asegurar el orden y la paz entre los particulares, delimi-tando los derechos individuales y manteniéndolo en los límites prescritos. Departicular manera estaba fuera de sus atribuciones las relaciones económi-cas sociales entre los individuos, y reservado a la iniciativa privada. En laanteguerra reinaba de manera absoluta el principio de la libertad individual.Las viejas constituciones eran sobre todo Constituciones jurídicas. Las nue-vas constituciones van más lejos, se ocupan también de las relaciones econó-mico-sociales”12.Dado que en el art. 36 de la Constitución de Entre Ríos se estableció que elEstado mediante su legislación promoverá el bienestar económico y socialde la colectividad, entiende Sampay que si bien ello “sintetiza el tono moder-no de la Constitución de Entre Ríos, al consagrar un Estado potencialmente
9 “societario”, dice Sampay.10 Arturo E. Sampay, “La nueva Constitución de Entre Ríos ante la moderna ciencia constitu-cional”,  p. 33, 34 y 47.11 Arturo E. Sampay, ob. cit., p. 45.12 Arturo E. Sampay, ob. cit., p. 48.
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integral”, sin embargo -previene- que “todos los preceptos de derecho socialson puramente aspiraciones, que deberán ser concretadas por la legislacióncomún. Forman ellas un programa a realizar”; y lanza su aguda advertencia:“Pero los pueblos deben temer a estos derechos, en que son entregados sintraba a la reglamentación de la legislación pues ellos so pretexto de hacer talcosa, pueden desnaturalizarlo y más aún, abolirlos”13.    
2.2 En 1938 Sampay comenzó a escribir su primera obra de largo alien-to, que apareció en 1942, “La crisis del Estado de Derecho Liberal-Burgués”,donde estudió críticamente las nuevas formas de Estado surgidas en el sigloXX: el fascista italiano, el nacional-socialista alemán, el soviético, el corpora-tivo portugués, y el irlandés, y en consecuencia privilegiando “el esfuerzopor superar la crisis del Estado de Derecho Liberal-burgués sin recurrir a laabsorción de la persona por entidades colectivas hipostasiadas”. En el con-texto de esta obra señaló que el Estado de Derecho Liberal-burgués traza unaseparación absoluta del dominio económico, preservando las libres iniciati-vas individuales del dominio político, y queda reducido a las funciones estric-tamente indispensables para el mantenimiento de la libertad en seguridad.La neutralidad y abstención del Estado frente a la libertad económica de lasociedad, quedaba invariablemente asegurada por las Constituciones libera-les, con una serie de precisas garantías legales. En primer término con elreconocimiento del derecho de propiedad comprendido en su uso, usufruc-to y abuso de acuerdo con la ternaria cualificación del dominium. En elmismo sentido, dicho esquema postula el aseguramiento de la libertad detrabajo, de contrato, de industria, de comercio y de tránsito terrestre y fluvial.Como una exigencia visceral del Estado de Derecho y entrañablemente unidoal concepto formal de libertad, fue consagrado el derecho a la “igualdad antela ley”, que representó una reacción contra la existencia de los privilegios yde los impedimentos a la actividad individual, que caracterizaba a la estruc-tura del Estado absoluto, y contra cuyos muros se venía estrellando la ambi-ción de la naciente clase social. Sin embargo, advierte Sampay, “lo que en su comienzo fue exigencia deigualdad material, contra las clases que gozaban de prerrogativas de naci-miento, una vez que la sociedad burguesa asciende, temerosa de las conse-cuencias radicales de los propios fundamentos de su triunfo, reduce su aspi-ración a la mera igualdad formal ante la ley14. Con estas garantías, diceSampay, logra la burguesía su más cara aspiración de un ordenamientoconstitucional que pusiera el menor número posible de trabas -éticas y polí-ticas- a la actividad individual, creándole a su favor un infranqueable reduc-

13 Arturo E. Sampay, ob. cit., p. 51.14 Arturo E. Sampay, “La crisis del Estado de Derecho Liberal-Burgués”, en “Obras Selectas”,tomo 2, Reimpresión Facsimilar, Editorial Docencia, Buenos Aires, 2011, p. 65.
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to jurídico, que conocemos con el nombre genérico de libertad económica.Otro elemento estructural del Estado de Derecho liberal-burgués, que tra-sunta el espíritu asaz cauteloso de sus fautores y su obsesionante desvelo porla legalidad formal, es la división orgánica y funcional de los poderes estata-les, como medio técnico de garantizar la seguridad del derecho positivo15.Sostiene Sampay que la novedad se encuentra en la sanción de una leyconstitucional escrita, en el sentido de una decisión política total, que ordenede manera duradera los futuros procederes estatales. De tal modo, el Estadode Derecho liberal-burgués adviene el status político de occidente, colocandoen la dogmática de sus constituciones formales, a guisa de pórtico y defini-ción, una tabla de los derechos del hombre calcadas sobre el modelo francés.Así, el liberalismo-burgués, en la exacerbación de su individualismo desa-tiende y aniquila el todo social; y con ello imposibilita el necesario presu-puesto de la realización de la democracia. Observa que “las controversias enel Parlamento, las exposiciones de sus desencontradas ideas, no tienen porobjeto convencer con argumentos al contrincante, sino levantar frente aladversario una barrera de hechos y opiniones sobre los cuales no pueda dis-cutir sin perjudicarse ante la opinión pública”. La exposición y refutaciónteórica se transformó en un ataque fundamental a la totalidad de la situaciónvital del adversario, con el propósito de socavarle su posición en la socie-dad16.                           Podemos percibir de tal modo, claramente que la libertad de lasDeclaraciones y Garantías de los derechos del hombre son medios de técni-
cas constitucionales elaboradas para su cuidado y salvaguardia. Sobre estatecnización y operando en un mundo de las libres competencias de los egoís-mos y lucros, empieza a actuar la ley económica de la concentración. Elpequeño propietario, el pequeño comerciante, el pequeño industrial, a quie-nes el liberalismo burgués había hecho sujetos de los derechos de la libertad,desaparecen, y junto con los campesinos que el mismo fenómeno de la tec-
nización arranca de la tierra, los van mudando a ser empleados, y obreros yasalariados, en la población urbana de los centros industriales. En cambio, ental situación adviene el alto capitalismo, que es financiero, monopolizador eimperialista. Concluye Sampay que “en esta etapa histórica no son válidas -ano ser para el alto capitalismo que tras ellas parapeta sus intereses- las liber-tades de propiedad, trabajo, comercio e industria, contrato, de la concurren-cia, del juego de la oferta y la demanda”17. Y así, la técnica del maquinismomotriz puesto al servicio del espíritu de lucro y acumulación del hombremoderno, la garantía de la actividad económica y de la libre concurrenciaestablecida por el ordenamiento jurídico del Estado liberal, conforma la gran
15 Arturo E. Sampay, ob. cit., p. 71.16 Conf., Arturo E. Sampay, ob. cit., pp. 89 y 245.17 Arturo E. Sampay, ob. cit., p. 196.
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industria capitalista de explotación cada vez más concentrada.
2.3 En 1943 publicó otro estudio sobre la influencia de la filosofía ilumi-nista en la Constitución de 1853, en la revista católica “Ortodoxia” y en unaedición de “Estudios sobre la Constitución Nacional Argentina” realizada enel 90° aniversario de su sanción, por el Instituto de Investigaciones Jurídico-Políticas de la Universidad del Litoral. En 1944, “La Filosofía del Iluminismo

y la Constitución Argentina de 1853”, fue publicada por la Editorial Depalma.Es un estudio de historia de las ideas constitucionales y políticas que buscaexponer el trasfondo ideológico del texto sancionado en Santa Fe en 1853,para demostrar su caducidad un siglo más tarde18. En dicha obra, comienza Sampay diciendo que para desentrañar el aprio-rismo filosófico que informa a la Constitución Argentina de 1853, es necesa-rio dar, aunque sea brevitatis studio, el concepto de Constitución jurídica-
formal. Es decir, esclarecer, especificando estrictamente, el sentido con queusamos en este ensayo el equívoco término: Constitución. Para ello comien-za por señalar que la Constitución política no puede ser creada y escrita a-
priori. Y que la significación sociológica de Constitución resulta de señalar, enuna determinada circunstancia histórico-política, el modo y la forma dedominio y sujeción social, la organización real de gobierno, la estructurabásica de poder del Estado, legitimada socialmente por el sistema de creen-cias esenciales que la comunidad gobernada tiene en ese momento cultural.Señala que la Constitución jurídica material, comprende la totalidad de lasnormas constitucionales y el critérium de precepto constitucional lo da suobjeto; es decir, se considera que hay un dominio constitucional ratione
materiae, que comprende la organización y relaciones de los poderes públi-cos y las garantías de los derechos personales. De tal modo, el concepto res-tringido de Constitución jurídica expresa la totalidad sistematizada de lospreceptos fijados por escrito en un solo cuerpo de leyes. En virtud de estaespecificidad la Constitución se define por su modo técnico de sanción: laautoridad de donde emana y el procedimiento de elaboración. Por consi-guiente, el criterium de norma constitucional radica en el hecho de habersido sancionada por el órgano estatal facultado para la función constituyen-te, según un procedimiento especial preestablecido y con recaudos más difi-cultosos que en el procedimiento legislativo ordinario. De esta manera,surge claramente que la Constitución jurídica-formal es la lex scripta devigencia y consistencia reforzada que asegura técnicamente la superlegali-dad constitucional por el sistema de la rigidez. La Constitución establece la
18 Conf., Juan F. Segovia, “Introducción al pensamiento jurídico-político de Arturo E. Sampay”,Palabras Liminares a “La crisis del Estado de Derecho Liberal-Burgués”, en “Obras Selectas”de Arturo E. Sampay, Reimpresión Facsimilar, Editorial Docencia, Buenos Aires, 2011, p.XIX.
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organización jurídica de las instituciones que actualizan el poder político,mensura y coordina sus funciones; traza las finalidades del Estado, a las quehabrá de acomodarse la acción futura, llevando al texto constitucional lasposiciones culturales que requieren afirmación dogmática contra toda posi-ble contradicción. La Constitución, por tanto, es la premisa lógica-jurídica detodo el derecho positivo: condiciona el contenido y la forma de la textura jurí-dica del Estado19.La filosofía del Iluminismo -dice Sampay- infunde el espíritu a laConstitución de 1853; claro está, morigerados sus principios por fuerzasmorales relapsas del tradicionalismo hispano y que a la sazón encontraronun clima favorable en el sentimentalismo teísta del Romanticismo. Los hom-bres de la Revolución de Mayo fundamentaron su acción en la concepcióniluminista de la Historia. La generación romántica, que realizó la ordenaciónjurídica del país, y especialmente Alberdi, coautor decisivo de la Constituciónde 1853, concibieron una técnica historicista para el ideal iluminista de laRevolución de Mayo. De aquí viene el condicionamiento cultural de nuestraConstitución, con una marcada tendencia al economicismo burgués, que fuelo típico de la fase conclusiva de la Ilustración. “La idea básica, que subyaceen todas las tendencias del Iluminismo, es la convicción de que la razónhumana resulta capaz, por su propio alcance y sin ninguna asistencia sobre-natural, de comprender el mundo, y que este nuevo modo de comprenderloconduciría a un estilo moderno de dominio sobre él. Y el Iluminismo consi-guió el reconocimiento universal de esta idea en las ciencias naturales yespirituales, en física y en ética, en la filosofía de la religión, en la historia, elderecho y la política”. La neutralidad cultural del Estado, que en realidad noes tal sino una toma de posición agnóstica, consagrada por la Constituciónargentina de 1853, es la piedra de toque de su filiación iluminista20. Aconsejaba Alberdi en las Bases para la Constitución que “deben preocu-parnos especialmente los fines económicos”. Para Sampay, resulta evidenteque las máximas peculiaridades de la modernidad: el racionalismo y el eco-nomicismo burgués, determinan las afirmaciones culturales de laConstitución de 1853. Y agrega que el pensamiento determinante del capítu-lo de las Declaraciones, Derechos y Garantías de la Constitución argentina, enla parte que importa una definición de las relaciones esenciales del hombrecon el Estado corresponde a la antropología filosófica de la modernidad, y laslibertades fundamentales que allí se reconocen, están informadas por elDerecho natural del Iluminismo. La teoría de las libertades económicas, con-sideradas también como derechos innatos y eternos del hombre, halla su clá-
19 Conf., Arturo E. Sampay, “Obras Selectas”, en tomo 3 “Iluminismo y Ciencia Jurídica”, véase“La Filosofía del Iluminismo y la Constitución Argentina de 1853”, Reimpresión Facsimilar,Editorial Docencia, Buenos Aires, 2001, pp. 4/5.20 Arturo E. Sampay, ob. cit., pp. 9/10.
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sica expresión iluminista en la filosofía económica de John Locke. La exigen-cia de la libertad económica se expresa claramente en el célebre principioenunciado por Quesnay: laissez faire, laissez passer, le monde va de lui méme.Finalmente, las teorías de las libertades económicas fundamentadas en elderecho natural racionalista llegan a la dogmatización científica en 1776 enla obra de Adam Smith, titulada “Sobre la naturaleza y las causas de la rique-za de las naciones” (An inquiry to into the nature and causes of the wealth of
nation), de tan decisiva influencia en el desarrollo del liberalismo decimonó-nico. La concepción de los derechos naturales del Iluminismo adquiere emi-nente significación política por el influjo que ejerce sobre la Declaración dela Independencia de los Estados Unidos y la Revolución francesa. De aquí,pues, que el reconocimiento legal de ellos, hecho por la Asamblea constitu-yente francesa de 1789, está informado por la cosmovisión antropocéntricadel Iluminismo, aunque su inmediato modelo constitucional fueron los Billsde derechos del Estado de Virginia.  En la Argentina, la teoría del derecho natural, racionalmente concebido tuvotemprano reconocimiento temático. En lo que a la praxis legislativa se refie-re, a partir del Acta Capitular del 25 de mayo de 1810, en todos los estatutosconstitucionales, ya se trate de nacionales o provinciales, se fijaron garantíaspara la libertad individual y límites para la potestad del Estado. De aquí resul-ta, entonces, que el Capítulo de las Declaraciones, Derechos y Garantías de laConstitución de 1853 significó la recepción del jusnaturalismo de laIlustración como forma o categoría lógica a-priori, o logos, de todos los dere-chos individuales. Concluye Sampay que el Iluminismo fue el orbe mental, elpatrón de todas las formulaciones culturales de una clase social que, en unadeterminada circunstancia histórica logra imponer sus títulos a un francopredominio y a universalizar el ethos que le era propio. Como resultado desu estudio señala “que al filiar el sustrato filosófico, in-expreso pero deter-minante, de la Constitución argentina de 1853, hemos dado la clave de bóve-da para su exacta comprensión. Recién, en rigor de verdad, se podrá pulsarsi los valores del Iluminismo que informan a la Constitución de 1853 tienenvida o pertenecen a un orbe de Cultura ya periclitado. Si hay adecuaciónentre ese sistema ideal y la realidad política actual o si es un mero artilugiosostenido por la inercia de la Historia”21.En el pensamiento de Sampay, después de describir dicha idea del régimenjurídico de la economía argentina, se observa claramente el giro producidohacia un Estado económico potencialmente total, y por consiguiente, la alte-ración operada con respecto del Estado liberal del siglo XIX, interdicto deintervenir en las relaciones económicas. De tal modo -decía-, hay necesidadde hacer la repristinación de las leyes económicas como principios políticosy por lo tanto éticos, para entonces deducir el verdadero orden económico,
21 Conf., Arturo E. Sampay, ob. cit., pp. 43/44.
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la auténtica racionalización de la economía requerida por nuestra época yque no puede ser sino una ordenación práctica humana (norma agendi) definalidad moral. Consecuentemente, entiende que la economía es un sistema
de medios, es decir, no tiene un fin propio, sino que sirve para actuar los finesdel hombre. La relación económica es un hecho humano sub specie societa-
tis, que, por lo mismo, está ordenado por imperium politicum que rige laspersonas y las actividades libres. La Economía humana es, necesariamente,en el sentido estricto de la locución, Economía Política; pues siendo laPolítica un plexo de normas y principios éticos que proyecta dirigir la socie-dad hacia el fin natural de la misma, la Economía es una de sus ramas quetrata de la riqueza; o lo que es lo mismo, es la Ética en una determinada rea-lización. En resumen: puede decirse que en el pensamiento de Sampay la Economíaes una realización de la Ética a través de la Política. Puesto que, en el ordenpráctico, la inseparabilidad de Economía y de la Ética, y más aún la subordi-nación de la Economía a la Ética y a la Política deriva de la indivisibilidad delacto humano, que tiende siempre y necesariamente, a consumar la perfec-ción del hombre, que es la noción verdadera del fin último de la vida. Surgecabalmente, entonces, que el orden económico es un orden práctico huma-no cuyos primeros principios los da la doctrina moral; y surge también,como consecuencia de ello, que el Estado, en su carácter de institución quesirve a la aplicación y efectividad de los principios éticos por medio del dere-cho, le es natural la función reguladora de las cuestiones económicas, Pero,entendido queda, “que se trata de una ordenación condicionada por criterioséticos -por la Justicia Social-, que salvaguardando la acción libre y respon-sable de los hombres, persigue el Bien Común, para que la persona humanapueda realizar su destino específico”22.
2.4 En 1951 publicó el libro “Introducción a la Teoría del Estado”, que seríareeditada posteriormente en 1961, 1994 y 1996. Su elaboración le llevóvarios años y tuvo reconocimiento internacional como uno de los estudios dederecho político más destacados en el mundo. En un real elogio, el profesorde la Universidad de París, André Hauriou expresó que dicha obra tenía lajerarquía intelectual y académica de autores de la talla de Hans Kelsen yJellinek. Expresa González Arzac que cuando Sampay comenzó a prepararesta principal obra científica sobre Teoría del Estado, a esa altura de su laborestaban ya conformadas las tres constantes de su pensamiento: “1) su teís-mo metafísico-religioso y -consecuentemente- la aceptación de un orden

22 Conf., Arturo E. Sampay, “Obras Selectas”, en tomo 3 “Iluminismo y Ciencia Jurídica”, AnexoII, “El concepto de libertad económica en la Constitución de 1853 y la evolución de la legali-dad económica argentina”, Reimpresión Facsimilar, Editorial Docencia, Buenos Aires, 2001,p. 83.



 32 realidad económica 306 (16.02/31.03.2017) ISSN 0325-1926
moral objetivo, salvaguarda de la dignidad y libertad humanas, y a la par,sostén de una concepción realista del Estado, que da preeminencia al biencomún sobre el bien del individuo; 2) su nacionalismo y dirigismo econó-micos, como medio de liberar al país de la dependencia extranjera y de esemodo posibilitar el desarrollo pleno y armónico de sus recursos; 3) su con-fianza en el juicio estimativo del pueblo23.En la primera parte estudió especialmente el pensamiento de Jellinek,Kelsen, Dugüit, Sorel, Marx, Pareto, Mannheim, Max Weber, Scheler, Heller,etcétera, y en la misma evidenciaba mediante un método histórico crítico, laligazón existente entre los diversos autores y el progreso de las ideas a travésdel “proceso de desrealización del Estado”, el “intento fenomenológico derecuperar el objeto real de la teoría del Estado”; y, por fin, el estudio de la“gnoseología ideológica del Estado”. En la segunda parte Sampay expuso suconcepción de la Teoría del Estado y de las ciencias conexas. Expresa que laTeoría del Estado tiene por materia de conocimiento la realidad estatal a laque pertenecemos, el Estado tal como existe, en cuanto unidad concreta ydinámica que se da en nuestro tiempo y espacio históricos; o sea, el investi-gador se propone conocer el Estado concreto histórico que le es coexisten-te, en su estructura y función actual, que es el enlace entre el repliegue de undesarrollo histórico consumado y la línea ortal de una realidad política quese despliega hacia el futuro. En esta obra expone el trascendente principiosobre que la Constitución “fija los medios preferidos por un Estado concretopara alcanzar su fin, siempre concatenados a los fines provenientes de suvocación nacida de la raíz histórica de donde brotó; adapta esta organizacióna los factores extrínsecos procedentes de las características propias de lapoblación y del territorio; preceptúa la manera de distribuir el poder delEstado y el procedimiento instrumental para la determinación de los sujetosde este poder, con lo que caracteriza la individualidad del Estado concreto,informa su realización actual, o sea, le imprime una existencia cualificada”24.Poco tiempo después en una conferencia sobre “La Teoría del Estado, fun-damento del Derecho Constitucional”, que Sampay pronunció en laUniversidad de la Paz-Bolivia, volvió sobre el tema diciendo que “la Teoríadel Estado tiene por objeto el conocimiento de la concreta realidad políticapresente, que comprende al propio investigador con su ser y obrar”, y queasí comprendida “constituye una nueva disciplina que sistematiza el conoci-miento de una realidad que escapa a la temática clásica de la Ciencia Políticay del Derecho Público”25.
23 Alberto González Arzac, “Arturo E. Sampay y la Constitución de 1949”, Quinque editores,Buenos Aires, 2009, p. 18.24 Cónf., Arturo E. Sampay, “Introducción a la Teoría del Estado”, Bibliográfica Omeba, BuenosAires, 1961, pp. 373 y 412.
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2.5 También en 1951 en La Plata se editó su “Derecho Fiscal

Internacional”; y en febrero de 1952 el diario “La Prensa”, publicó un impor-tante artículo de Sampay sobre “Los principios constitucionales de un nuevo
Código Civil argentino”. En 1963, “Ediciones Relevo”, con el título “La
Constitución Argentina de 1949”, publicó los discursos que Sampay expusodurante su intervención activa en la Asamblea Nacional Constituyente de1949. En esta obra se encuentran los antecedentes y elementos que incidie-ron en la gestación y posterior vigencia de la Constitución Argentina de1949, que ponía en manos de la Nación los elementos sociales del sistema depropiedad y del régimen de producción y de cambio, para que gobiernos decontenido nacional orientaran el país hacia un desarrollo independiente. Losprincipios del art. 40, redactado por Sampay, se aprecian como históricohito en la senda hacia alcanzar la soberanía del país. En sus páginas encon-tramos un pedazo de nuestra historia jurídica, que por cierto no es sólorecuerdo, porque a la vez tienen sentido de futuro26.
2.6 En 1964 pronunció una conferencia en la sede del sindicato de traba-jadores petroleros (SUPE), auspiciada por el Centro de Estudios de laJuventud Trabajadora Argentina, que luego publicó la editorial “Pampa yCielo” con el nombre de “La Argentina en la Revolución de nuestro tiempo”.Después de aquella conferencia Sampay siguió explicando ideas sobre elprogreso social27 que más tarde incluyó en el libro que tituló “IDEAS, para la

revolución de nuestro tiempo en la Argentina”, que publicó “Juárez Editor” en1968. En dicho libro reunió la  mencionada conferencia con otras como lapronunciada en la CGT el mismo año 1964, con el título la “Justicia Social yPoder Político en la revolución social de nuestro tiempo”; la que expuso en1966 en el Sindicato de Personal de Gas del Estado, sobre “Los SindicatosObreros en la revolución de nuestro tiempo”; la del Centro de InvestigacionesSociales, también en 1966 sobre “La Educación en la revolución de nuestrotiempo”; la realizada en la Fotia, Tucumán, en 1968, titulada “Los estudian-tes universitarios en la revolución de nuestro tiempo”; la realizada en laBiblioteca D. Álvarez de Roux, en Tucumán, también en 1968, sobre“Filosofía de las empresas estatales instrumentos de la revolución de nuestrotiempo”; y, por último, la que expuso en la Facultad de Ciencias Jurídicas ySociales de la Universidad de La Plata, en 1966, sobre “El Concilio Vaticano
25 Conf., Alberto González Arzac, “Arturo E. Sampay y la Constitución de 1949”, Quinque edi-tores, Buenos Aires, 2009, p. 41.26 Véase, Arturo Enrique Sampay, “La Constitución Argentina de 1949”, Ediciones Relevo,Buenos Aires, 1963, en “Obras Selectas” de Arturo Enrique Sampay, tomo 4, ReimpresiónFacsimilar, Editorial Docencia, Buenos Aires, 2011.27 Conf., Felipe A. González Arzac, “Arturo Enrique Sampay: Constitución y Pueblo”, PalabrasLiminares a “Constitución y Pueblo”, en “Obras Selectas” de Arturo E. Sampay, ReimpresiónFacsimilar, Editorial Docencia, Buenos Aires, 2011, p. XVIII. 
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II y los regímenes económicos socialistas”. Como expresa Sampay, en la “Advertencias” a la edición, las disertacionesque publica, casi todas inéditas, “esbozan aportaciones a un programa deacción para cuando el país haya conquistado la libertad de realizar una polí-tica autónoma, vale decir, cuando los sectores populares, ejerciendo el poderpolítico, puedan ordenar su capacidad de trabajo y los recursos naturales yfinancieros nacionales, a fin de lograr una producción suficiente para quetodo el pueblo participe de los bienes de la civilización”. También nos expre-sa que hay que poner en claro otras constantes de la filosofía del progresosocial, que son constantes de la conducta moderna de todos los pueblos. “Lossectores populares orientan naturalmente su acción hacia la instauración dela justicia; o sea, a obtener lo que necesitan para vivir lo más felizmente posi-ble. Pero a medida que amplían su cultura intelectual -y los medios moder-nos de difusión de noticias e ideas facilitan este hecho-, aumentan su madu-rez política, la cual consiste en descubrir quienes se oponen, con qué mediosy por qué motivos al progreso de la justicia”. Por ello, a continuación nos daal respecto este preciso concepto sobre que “la oligarquía en los paísesdependientes está constituida por personas arraigadas o trashumantes, per-tenecientes a cualquier sector social inclusive a sectores obreros, que al par-ticipar de los beneficios de la explotación extranjera sobre la gran masa de lossectores populares y al moverse a guisa exclusiva de sus intereses indivi-duales, se hacen adictos francos o vergonzantes del statu quo inicuo, y par-tidarios del ostracismo político de esos sectores populares”28.Por cierto, cabe expresar aquí que Sampay en sus textos -y en este tam-bién- ponía además en guardia contra las denominadas “ayudas extranjeras”e “inversiones extranjeras” que, con mucha propaganda de los países impe-rialistas, se propugna como panacea de los males sociales que aquejan a lospaíses atrasados.
2.7 En 1969, Juárez Editor publica la obra de Pedro Ferré con el título “La

Constitución de la Nación bajo el Sistema Federativo”, de la cual Sampay escri-bió el Prefacio. Por la Imprenta del Estado de Corrientes en el año 1833,Pedro Ferré había publicado ese libro con el título de “Cuestiones
Nacionales”, que fueron páginas escritas en polémica con artículos del diario“El Lucero” de Buenos Aires, dirigido por Pedro de Angelis. Los artículos fue-ron firmados por Editor (Pedro de Angelis), Cosmopolita (Feliciano deCavia) y Porteño (José María Roxas y Patrón), y con los mismos se compusoun folleto titulado “Colección de documentos relativos a las especies vertidascontra la benemérita Provincia de Buenos Aires y su gobierno, por los
28 Arturo E. Sampay, “Ideas, para la revolución de nuestro tiempo en la Argentina”, JuárezEditor, Buenos Aires, 1968, pp. 7/9.
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Señores Ferré, Marín y Leiva” (Imprenta de la Independencia, 1832) que,señala Sampay es una ortodoxa defensa de la posición de Buenos Aires y delos privilegios que en exclusiva deseaba usufructuar. Entonces “Cuestiones
Nacionales”, con el prefacio de Sampay, fue publicado con la denominaciónantes mencionada, porque como señaló tan excelso prologuista, “tal nombrees más apropiado a su contenido”, relativo al  sistema federativo de laConstitución. Y allí Sampay sintetizó las cuestiones nacionales desenvueltas por Ferré, yseñala que esta discusión reveló como ninguna otra controversia del perío-do, el irreprimible conflicto que existía entre Buenos Aires y las provincias,conflicto que hacía infructuosos todos los esfuerzos intentados para resol-ver el problema constitucional. Puso, además, en descubierto -dice Sampay-el carácter específico del federalismo porteño, su naturaleza esencialmenteaislacionista y su propensión a la dominación política de las provincias her-manas, pues entendía que esa política “era un artificio para dejar a la oli-garquía de Buenos Aires el manejo exclusivo del único puerto habilitado alcomercio ultramarino; artificio que le dejaba, consecuentemente, la renta dela Aduana, único recurso fiscal de la época; que le dejaba, también conse-cuentemente, la facultad de reglar el comercio exterior de todo el país”. Ydeterminó igualmente el alcance de la lucha entablada entre Buenos Aires ylas provincias, así como los términos en que se pudo asegurar una paz sufri-da y duradera unos treinta años más tarde29. Sostuvo Sampay que los argumentos expuestos por Ferré en el libro“Cuestiones Nacionales” ponen en evidencia que nadie como este eminentecorrentino esbozó en dicha época una política de desarrollo capitalista másacorde para la coyuntura. Pero Sampay nos dejó una reflexión más sobreesta encrucijada de hombres e ideas políticas, que observó con su lucidezcaracterística. El encono que pusieron Ferré y Rosas en esta lucha, desvióaños después al federal correntino hacia la alianza con los unitarios y lasfuerzas invasoras de las potencias europeas. “Entonces, la causa nacional,cuyo notable defensor había sido Ferré, tuvo en Juan Manuel de Rosas suínclito defensor. Así suele pasar: un mismo político impulsa, unas veces, eldesarrollo orgánico de una gran masa de la comunidad, y otras veces, per-turbado por sus pasiones o por errores de apreciación, lo entorpece o retro-grada. Lo cual no significa desconocer que el héroe cabal, ese hombre comodivino que decía Platón, con absoluto dominio de sí mismo, con absolutaabnegación y con absoluta clarividencia, siempre promueve el bien de sucomunidad, esto es el bien de todos y cada uno de sus miembros”30.
29 Miron Burgin, “Aspectos Económicos del Federalismo Argentino”, Solar/Hachette, BuenosAires, 1969, p. 290.
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2.8 “El auge de la ciencia política”, es una magistral exposición que recogeel texto de una Conferencia que pronunció el 8 de octubre de 1970, bajo elpatrocinio de la “Asociación Argentina de Ciencias Políticas” que se habíaformado el año anterior e invitó a Sampay a dar una conferencia sobre eltema.En dicha publicación31 sólo agregó notas bibliográficas sobre las opinionesajenas vertidas en la exposición, casi todas pertenecientes a renombradospensadores clásicos que evoca; en contraposición con la formación livianade ciertos politólogos contemporáneos. Allí Sampay desarrolla su pensa-miento sobre la Ciencia Política, a la que identifica como “ciencia de la justi-cia”, y a la Constitución como su “objeto”. Esta obra se ilustró con un dibujodel rostro de Sampay realizado por el maestro Antonio Berni, que comoseñala Alberto González Arzac, los años le habían dado el aire de un filósofoclásico y bajo sus tupidas cejas de sesentón, una mirada soñadora denuncia-ba la presencia de un idealista.Al comienzo del libro nos alienta a comprobar “la eterna verdad de la cien-cia de la justicia, cuál es la ciencia política. Se comprobará, además, -dice-que el progreso de la civilización lo causa el anhelo humano de alcanzardicho bien. Por último, se comprobará que cuando la justicia se encarna enluchas políticas de fondo, es la idea a la cual las oligarquías declaran subver-siva”. En esencia, las ideas de esta obra conformaban su pensamiento muchoantes y nutrieron sus exposiciones en otras oportunidades, con particularénfasis en la Asamblea Nacional Constituyente de 1949; pero aquí desarro-lla en plenitud su designio al respecto, al que luego le diera mayor amplitudy detalle en “Constitución y Pueblo”.
2.9 En 1972 Sampay publica “Las Ideas Políticas de Juan Manuel de Rosas”,donde analizó con prolijidad su formación y actuación, así como sus  nume-rosos escritos y documentos. Esta obra incorpora como apéndices no sólodocumentos inéditos de Rosas, sino también algunos éditos que Sampayentiende indispensables para conocer su pensamiento político. Pero advier-te que se abstuvo de confrontar sus conclusiones con las de otros autoresque han estudiado a Rosas, para que el trabajo no revista el carácter polémi-co de casi toda la literatura referente al Jefe de la Confederación Argentina.Aunque, dice, “es claro que tratándose de actos humanos políticos, la objeti-vidad no implica dejar de valorar tales actos. La objetividad, esto es conocer

30 Arturo E. Sampay, en el prefacio a la obra de Pedro Ferré, “La Constitución de la Nación bajoel sistema federativo”, Juárez Editor S.A., Buenos Aires, 1969, p. 12.31 Arturo Enrique Sampay, “El auge de la Ciencia Política”, Asociación Argentina de CienciasPolíticas, Buenos Aires, 1971. 
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la verdad de los actos humanos políticos, es posible y, aún más necesariacuando se recompone el pasado; mientras que omitir la valoración de actoshumanos políticos es casi imposible e inconducente, porque entonces ¿paraqué investigar la realidad histórica? La historia no sería el modo de ganartiempo enriqueciendo la experiencia para actuar acertadamente en el pre-sente”. Señala Alberto González Arzac que a su criterio este libro es “el estudiomás erudito sobre el pensamiento de Rosas”32. Puede leerse en la obra deSampay que “Rosas con firme vocación para la política, conformó tempra-namente su ideal, tras afanosos estudios y hondas reflexiones. En plenajuventud, en planes de gobierno que concibió, expuso por escrito su ideal, notanto, seguramente, para difundirlo, sino -como acontece a los hombres deauténtica vocación política-, para esclarecerse a sí mismo”33. La Confederación fue la gran obra de Rosas, y habría de imponer su crite-rio globalizador para comenzar la definitiva organización del país medianteel Pacto Federal de 1831. Esa fue su principal obra constitucional. El realis-mo socio-político del pensamiento de Rosas fundado sobre los “factores depoder” -tanto internos como externos- le permitió considerar que para ir delPacto de Confederación a la Constitución federal, era necesario que ello estu-viera garantizado por condiciones que la realidad argentina entonces noreunía. En tal sentido, menciona Sampay la carta de Juan Manuel de Rosas aEstanislao López, que le envió desde Buenos Aires el 6 de marzo de 1836, enla cual expresa que para organizar la República se debe “guardar el ordenlento, progresivo, y gradual con que obra la naturaleza ciñéndose para cadacosa a las oportunidades que presentan las diversas estaciones del tiempo, yel concurso más o menos eficaz de las demás causas influyentes”34.También la nutrida correspondencia que mantuvieron Rosas y Quiroga,evidencia esa idea en relación con la organización del país35. La primera defecha 3 de febrero de 1831 publicada en “La Gaceta Mercantil”, Nº 2301, deBuenos Aires, el miércoles 5 de octubre de 1831, con la cual Rosas le acom-pañó a Quiroga copia del tratado entre Buenos Aires y las provincias litora-les de Santa Fe y Entre Ríos, y donde le expresa que el mismo instruye “laconducta política de Buenos Aires y sus aliados”. En la misma Rosas ya sos-tenía:
32 Alberto González Arzac, Palabras Liminares a “Las ideas políticas de Juan Manuel de Rosas”,en “Obras Selectas” de Arturo E. Sampay, Reimpresión Facsimilar, Editorial Docencia,Buenos Aires, 2011, p. XVI.33 Arturo E. Sampay, “Las ideas políticas de Juan Manuel de Rosas”, Juárez Editor, Buenos Aires,1972, p. 31.34 Arturo E. Sampay, ób. cit., p. 52.35 Véase, Enrique M. Barba, “Correspondencia entre Rosas, Quiroga y López”, Hyspamérica,Buenos Aires, 1986, p. 21.
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“no conviene precipitarnos en pensar en Congreso. Primero es saber conservar lapaz y afianzar el reposo; esperar la calma e inspirar recíprocas confianzas antes deaventurar la quietud pública. Negociando por medio de tratados el acomodamientosobre lo que importe al interés de las provincias todas, fijaría gradualmente nues-tra suerte; lo que no sucedería por medio de un Congreso, en el que al fin prevale-cería en las circunstancias la obra de las intrigas á que son expuestos. El bien seríamás gradual, es verdad; pero más seguro. Las materias por el arbitrio de negocia-ciones, se discutirán con serenidad; y el resultado sería el más análogo al voto de lospueblos y nos precavería del terrible azote de la división y las turbulencias que hastaahora han traído los Congresos por haber sido formados antes de tiempo. El mismoprogreso de los negocios así manejados, enseñaría cuando fuese el tiempo de reu-nir el Congreso; y para entonces ya las bases y lo principal estaría convenido, ypacíficamente nos veríamos constituidos”36.Es lo que se llamó la “idea de organizar el país empíricamente”37. En la cartaque le envía a Quiroga desde la Villa del Rosario, el 3 de noviembre de 1831,insiste en que “no me cansaré de repetir que la organización general debepredisponerla la particular de cada provincia”. En la que le envía el 16 dediciembre de 1832, insiste en manifestarle que “cree el gobierno de BuenosAires, que sería funesto a los intereses de todos empeñarse en la reunión deun Congreso Federativo”38. Y en la carta del 20 de diciembre de 1834, “cono-cida como la de la Hacienda de Figueroa, explica sus puntos de vista acercade la futura Constitución”39, antes de que Quiroga parta en su función media-dora en el conflicto entre las provincias de Tucumán y Salta.En dicha carta del 20 de diciembre de 1834, debemos recordar que Rosasrealiza una síntesis de lo conversado en la hacienda de Figueroa, que no esotra cosa que la posición que sostuvo frente al problema de la organizacióndel país. Y lo que trasmite Rosas a Quiroga en esta ocasión, es que utilice suinfluencia para difundir su opinión sobre la inconveniencia de sancionaruna Constitución mientras no se aplaquen las luchas y las provincias no ten-gan una organización apropiada. Consideraba prioritario determinar “elmodo como pueda cada Estado federado crearse sus rentas particulares sinperjudicar los intereses generales de la República”, y después “es cuandorecién se procederá al nombramiento del Jefe (Presidente) de la República,

36 Enrique M. Barba, “Correspondencia entre Rosas, Quiroga y López”, Hyspamérica, BuenosAires, 1986, carta de Rosas a Quiroga de fecha 4 de octubre de 1831, pág., 47. Véase. JulioIrazusta, “Vida política de Juan Manuel de Rosas a través de su correspondencia”, tomo I, “Eladvenimiento de Rosas, 1793-1831”, Trivium, Buenos Aires, 1970, pág. 331. ArturoEnrique Sampay, “Las Constituciones de la Argentina, 1810/1972”, Eudeba, Buenos Aires,1974, p. 330.37 Julio Irazusta, “Urquiza, su pronunciamiento contra Rosas”, 1975, Editorial Docencia,Buenos Aires, 2012, pp. 13, 14 y 63.38 Véase, Enrique M. Barba, “Correspondencia entre Rosas, Quiroga y López”, Hyspamérica,Buenos Aires, 1986, pp. 58 y 86.39 Jaime Gálvez, “Rosas y el proceso constitucional”, Huemul, Buenos Aires, 1961, p. 95.



 39J. CHOLVIS / Pensamiento y Obra de Arturo E. Sampay
y erección del Gobierno General (…) No habiendo hasta ahora entre noso-tros, como no hay, unión y tranquilidad, menos mal es que no exista (esaConstitución) que sufrir los estragos de su disolución”40. Su concepto políti-co respecto de las provincias y a su plan para una futura organización cons-titucional, Rosas ya lo tenía manifestado muy claramente, y en esta carta loratifica, poco tiempo antes de asumir su segundo gobierno. Ahí están suspuntos de vista acerca de la Constitución; esas cartas reflejan “el pensa-miento de Rosas en materia constitucional”41. En esencia, no admitía quefuera posible sancionarla sin antes organizar las instituciones provinciales.“Hay que reconstruirlo todo en fracciones -decía- para establecer despuésun sistema general que lo abrace todo”42. En el punto 8° de las Instrucciones dadas a Quiroga en 1834 -en su carác-ter de mediador en el conflicto entre Tucumán y Salta- dadas durante lagobernación de Manuel Vicente Maza y que contaron con el consentimientode Rosas, expresamente se le señala:  “Últimamente el señor Quiroga aprovechará la oportunidad de hacer entender portodos los pueblos de su tránsito que el Congreso es de desearse por cuanto másantes pueda celebrarse; pero que el presente es en vano clamar por el Congreso ypor Constitución bajo el sistema federal, mientras cada Estado no se arregle inte-riormente y no dé bajo un orden estable y permanente pruebas prácticas y positi-vas de su aptitud, para formar federación con los demás”43.González Arzac expresa que la importancia otorgada por Sampay a la per-sonalidad de Rosas y su influencia en la Organización nacional, lo llevó aestudiarlo muy preferentemente. Pero, señala que Sampay no fue “rosista”,sino un estudioso del pensamiento político de Rosas con sentido crítico, alpunto de calificar como “reaccionarias” sus ideas, término que utilizó “conel exacto significado que le da al vocablo la ciencia política, a saber, la doc-trina que propugna o el político que pretende restaurar no decaídos princi-pios de conducta social objetivamente valiosos, sino formas jerárquicas devida colectiva allanadas por el progreso social”44.Sin embargo, al tratar particularmente el Pacto de Confederación del 4 deenero de 1831 Sampay señaló que “Rosas consiguió, después de algunosaños de guerras civiles y de negociaciones, que todas las provincias adhirie-sen al Pacto, con lo cual éste se convirtió en la Constitución vigente hasta que
40 Véase, Enrique M. Barba, “Correspondencia entre Rosas, Quiroga y López”, Hyspamérica,Buenos Aires, 1986, pp. 102/103.41 Conf., Jaime Gálvez, “Rosas y el proceso constitucional”, Librería Huemul, Buenos Aires,1961, pp. 95 y 192.42 Conf., Carlos Ibarguren, “Juan Manuel de Rosas. Su vida, su drama, su tiempo”, 12ª edición,Ediciones Frontispicio,  Buenos Aires, 1955, p. 267.43 Véase, Enrique M. Barba, “Correspondencia entre Rosas, Quiroga y López”, Hyspamérica,Buenos Aires, 1986, p. 93.
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se sancionó la Carta Federal de 1853”45. Arturo Sampay ha dado su interpre-tación sociopolítica46, por ello, a pesar del análisis crítico sintetizó su juiciosobre Rosas al afirmar que “impuso la unificación política de las provinciasbajo la hegemonía de la provincia de Buenos Aires y ello comportó siquieraparcialmente un progreso de la Nación; como lo fue la unión política de losEstados alemanes que bajo la subordinación a la Prusia feudal impusoBismarck”47.Por ello, no se puede dejar de mencionar que al dictarse la ley de repatria-ción de los restos de Rosas en 1974 Sampay expuso su criterio para el diario“Mayoría”48, donde expresó que “la ley de la Legislatura de la Provincia deBuenos Aires que condenó sin juicio previo a Juan Manuel de Rosas, fue unabsurdo jurídico”, y que “la madurez política del pueblo argentino ha obliga-do a que esta reparación histórica -la revocación de una sentencia arbitrariarecaída sobre Rosas y la repatriación de sus restos-, se realice sin abrir deba-te pormenorizado acerca de los aciertos y concepciones políticas de Rosas ysus rivales”. En dicha publicación Sampay finaliza su pensamiento y expre-sa que “por otra parte, la conducta de Rosas respecto de la soberanía nacio-nal, de la cual fue un aguerrido defensor, es un modelo de suma actualidad. Enefecto, el principal instrumento para lograr la liberación del país es unadefensa cerrada de la soberanía nacional. Comprendida ésta como la potes-tad suprema e incontrastable de la comunidad política para reglar la utiliza-ción de todos los recursos que posee a fin de hacerlos servir a la conduccióndel bienestar moderno del pueblo argentino”49.
2.10 Expresó Felipe González Arzac que “en la década del 60 el MaestroSampay observó que los cambios en los modos de producción debían traerconsigo, necesariamente, una aceleración en las transformaciones sociales yuna factibilidad de lograr la Justicia, mayor que las existentes en 1949 cuan-do explicó los fundamentos de la Constitución Peronista”. La tiranía ideológi-ca juspositivista que después del golpe de Estado de 1955 sacralizaba la cons-titución de 1853/60, hacía necesario explicar que la Constitución escrita esuna emanación de la Constitución real, que es la estructura social. A su vez,había que explicar que el Derecho Positivo es un conjunto de reglas condu-centes al bien común, y que su interpretación debe ser orientada siempre ala consecución de ese bien superior50. 

44 Alberto González Arzac, “La Época de Rosas”, Quinque, Buenos Aires, 2011, p. 56.45 Arturo E. Sampay, “Las ideas políticas de Juan Manuel de Rosas”. Juárez Editor, Buenos Aires,1972, p. 33.46 Alberto González Arzac, “La Época de Rosas”, Quinque, Buenos Aires, 2011, p. 87.47 Arturo E. Sampay, ob. cit., p. 38.48 20 de noviembre de 1974.49 Alberto González Arzac, “La Época de Rosas”, Quinque, Buenos Aires, 2011, p. 213.
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Entonces en 1973, Sampay publica su obra “Constitución y Pueblo”51, quegozó de las preferencias de la juventud estudiosa. En la primera edición deese libro reunió diversas lecciones de Derecho Constitucional, que expusoen las universidades de Córdoba, Tucumán, Bahía Blanca (“UniversidadTecnológica del Sur”), y una ponencia suscripta para el Primer CongresoNacional en defensa de las empresas del Estado Argentino. La primera edi-ción comienza con las Advertencias Preliminares donde señala que “laConstitución tiene por finalidad efectuar la justicia, lo que es decir el bienes-tar del pueblo”. Y que ella, debe ser positivamente valorizada según cómologra, conforme a las circunstancias históricas, el bien del pueblo”, y que “ensu aplicación jurídica debe ser interpretada en el sentido de obtener ese biendel pueblo”; y la cierra su notable confesión de “que a estas lecciones las ani-man mi embanderamiento a favor de la actual y de por sí legítima solicitudde los pueblos por una Constitución real que sea justa. Pues estoy obligado aasumir esta actitud, ya que el fin último de las ciencias que versan sobre lascosas naturalmente predispuestas para la práctica no es conocerlas y con-templarlas, sino hacerlas. No basta, entonces, con teorizar sobre la justicia,sino que hay que luchar para realizarla”. En distintos capítulos trata a “La Constitución como objeto de ciencia”;“¿Qué constitución tiene la Argentina y cuál debe tener?; “Gobiernos de factoy conversión de bienes nacionalizados en bienes privados”; “La reforma dela Constitución de Chile y el artículo 40 de la Constitución Argentina de 1949”,con dos Anexos que se refieren a dicho texto. La segunda edición que se rea-lizó en 1974, incorpora “El cambio de estructuras económicas y laConstitución Argentina”; y, un capítulo sobre “Concepto y tipología del desa-rrollo político”; y también publica como tercer Anexo el texto resolutivo de“El Primer Congreso de Unidad Latinoamericana”, donde establece “los ver-daderos principios que deben regir la Nacionalización de Bienes”. Un tema abordado por Sampay -y que también incorporó a este libro- fueprecisamente la cuestión de los gobiernos de facto. Afirmó que son justos losactos de un gobierno de facto dirigidos a lograr los bienes suficientes paratodos los miembros de la colectividad, e injustos los que, por defender o res-tablecer privilegios del sector poseyente de los medios de producción, obsta-culizan la realización de ese designio humano primordial. Por ende, resultannulas las desnacionalizaciones ejecutadas por un gobierno de facto cuyapolítica sobre esta cuestión no ha sido objeto de una legitimación democrá-tica, porque el administrador de esos bienes, que es el gobierno, ha aliena-do un bien ajeno sin tener para ello mandato del propietario, que es el pue-

50 Felipe A. González Arzac, Palabras Liminares a la Reimpresión Facsimilar de “Constitucióny Pueblo”, en “Obras Selectas”, de Arturo E. Sampay, Editorial Docencia, Bs. As, 2011, p. XVII.51 Arturo E. Sampay, “Constitución y Pueblo”, Cuenca Ediciones, Buenos Aires, 1ª edición 1973y 2ª edición, 1974.
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blo. Y los particulares que los adquieren proceden <mala fides>, ya que sonpúblicamente conocidas las circunstancias que hacen que el enajenantecarezca de poderes para transmitir el dominio de tales bienes ajenos.Concluye en consecuencia que la reivindicación por el pueblo de los bienesasí desnacionalizados no da derecho, a esos adquirentes, a percibir indemni-zación alguna.  Bien señala Alberto González Arzac que en “Constitución y Pueblo”,Sampay “expuso con maestría las conclusiones a que había llegado en unadécada de búsqueda, estudio y superación de sus enormes conocimientospolíticos, jurídicos, históricos y sociológicos en materia constitucional”52.En su exposición sobre “La constitución como objeto de ciencia”, nos brin-da esta eminente conclusión:“En esta larga exposición hemos mostrado la realidad integral de la Constitución ysus diversos aspectos que son objetos de una ciencia o de una técnica. Quedó enevidencia, asimismo, que cuando uno de los aspectos está en el primer plano comomateria de estudio, los conocimientos de los otros aspectos de la realidad de laConstitución, por el momento, funcionan como disciplinas auxiliares. Por ende, siel constitucionalista, que es un jurista especializado en la interpretación y aplica-ción de la Constitución escrita, desconoce esa entera realidad de la Constitución, nopuede cumplir debidamente su cometido, porque la idea de justicia política -segúnya lo enseñaba el insigne Saleilles- es la estrella directriz que debe orientar la inter-pretación y valorización de las normas de derecho público, como la idea de justiciaconmutativa -piensa él- lo es para el derecho privado. Además, a causa de semejan-te desconocimiento y de la consecuente incapacidad para valorizar científicamentea la Constitución, el constitucionalista quedaría adherido, tal vez sin quererlo, a lasestructuras establecidas por más inicuas que sean. Únicamente, pues, poseyendo laCiencia Política y los conocimientos empíricos sistematizados que integran la téc-nica política, el constitucionalista está en situación de promover el progreso de lajusticia, por cuya plena efectuación clama la voz de los pueblos, de nuestro pueblo,ya que la universalización de la conciencia de la justicia, gracias a la difusión de lacultura que trajo la revolución científico-técnica de nuestra época es el hecho quecaracteriza al mundo actual y lo distingue de todos los anteriores”53.En el capítulo donde expone ¿Qué Constitución tiene la Argentina y cuáldebe tener?, vaticina con la mayor exactitud que “a pesar de la violencia quehan desatado las fuerzas que por salvar sus privilegios se oponen al irremi-sible progreso de la  justicia, y a pesar de los planes destinados a conseguirque los sectores populares actúen en contra de sus propios intereses -planesfraguados por politólogos, sociólogos, economistas y juristas al servicio deaquellas fuerzas-, fácil es prever, si se atiende al sentido que lleva el ritmovertiginosos de la historia y al largo proceso de concientización política del
52 Alberto González Arzac, “Arturo E. Sampay y la Constitución de 1949”, Quinque editores,Buenos Aires, 2009, p. 72.53 Arturo E. Sampay, “Constitución y Pueblo”,  Cuenca Ediciones, Buenos Aires, 1973, pp.86/87.
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pueblo argentino que remata en su reflexiva combatividad actual, que nues-tro país está en vísperas de realizar la revolución social que necesita,mediante el acceso de los sectores populares al gobierno. Esto es, que pron-to ha de cambiar su Constitución real y, por ende, ha de dictarse una nuevaConstitución escrita que estructure el predominio político de los sectorespopulares y ordene la actividad y el uso de los bienes sociales con miras aestablecer la justicia54.  
2.11 La última obra de Sampay publicada en vida, es del año 1975 y fueeditada por Eudeba, con el título “Las Constituciones de la Argentina

(1810.1972)”. En la misma incorpora como Estudio Preliminar, “La evolu-
ción constitucional argentina”, al que lo siguen diversos capítulos que con-tienen precisos documentos de la historia constitucional de nuestro país,comenzando desde los que forman parte de la “Semana de Mayo” de 1810,hasta la “Enmienda Constitucional y Bases para la legislación electoral (26de octubre de 1971), y la “Reforma de la Constitución Nacional sancionadapor la Junta de Comandantes en Jefe” de dicho período de facto. Esta obra conel completo soporte documental que contiene y las enseñanzas que dejóSampay en el estudio preliminar, y las notas bibliográficas y explicativas quecontienen los documentos de la misma, nos permiten conocer aconteci-mientos y comprender documentos con los que se fue elaborando el marcoconstitucional de nuestro país durante las diferentes etapas de su acontecerhistórico. Describe entonces cual fue el desarrollo político e institucional dela Argentina a partir de la Semana de Mayo de 1810. Pero asimismo, brindalos conceptos necesarios para sostener el debate constitucional que seráimprescindible efectuar en nuestra realidad contemporánea a fin de diseñaruna Constitución escrita acorde a los requerimientos del pueblo argentino eneste siglo que comenzamos a transitar hace más de una década. Por ende, esun texto de consulta obligada.Sampay fue un pensador en constante evolución porque sus ideas perma-nentemente eran cotejadas con la cambiante realidad de la Argentina y delmundo. Con el conjunto de ideas que sostenía, Sampay penetra al análisis delproceso histórico-institucional de la República Argentina, encara sagazmen-te su desarrollo y llega a las causas que tuvieron acontecimientos, documen-tos y Constituciones. Por cierto, que cada concepto que abarca o cada textodocumental que incluye, tiene el agudo examen que le otorga certeza a supensamiento. Al ingresar en él se puede apreciar claramente cómo laConstitución real vigente en las distintas etapas de nuestro devenir histórico,tuvo respuesta escrita en normas de materia constitucional que fueron san-cionadas en los mismos -ya fuere Estatutos, Reglamentos o Constituciones-,acorde con las intenciones e intereses de quienes contaban con la primacía
54 Arturo E. Sampay, ob. cit., p. 128.
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política en las distintas etapas de la vida nacional, dado el sostén que le otor-gaban los factores internos y externos predominantes. Es que durante lasprimeras décadas del siglo XIX en Sudamérica, habían aparecido también las
Constituciones escritas con la intención de sustituir a los antiguos regímenespolíticos, y sabemos que se las llamó así porque a tales estructuras legales selas codificaba en una sola y solemne acta legislativa.    
2.12 Así llegamos a una obra de Sampay que fue publicada después de sufallecimiento, en la cual remarca la presencia inglesa en los acontecimientosde la Semana de Mayo y la incidencia que ello tuvo en los mismos. Se trata de“La influencia británica en Mayo de 1810”, que fue publicada en el año 2010,con el aporte de textos inéditos que Sampay le había facilitado a AlbertoGonzález Arzac, que fue quien efectuó el proemio de presentación55. Estaobra inédita hasta ese tiempo, nos muestra una vez más su  capacidad inte-lectual, y su actitud de responsable, inteligente y respetuoso investigador dela realidad histórica, en este caso de los inicios de nuestro proceso de la inde-pendencia. A través de las páginas de esa obra y de los documentos facsimi-lares que incorpora, se podrá observar y comprender más acabadamente laconducta imperial británica en las primeras décadas del siglo XIX. Comoseñala el editor, si bien la investigación ha quedado inconclusa su valor esdestacable y servirá de puerta y escalón avanzado para proseguir el caminoabierto por Sampay.En esta obra se observan con precisión los sucesos acaecidos en el Río dela Plata en Mayo de 1810, y sus repercusiones posteriores, que sintieron lainfluencia de la situación internacional reinante y la actuación en BuenosAires del Comité de Comerciantes británicos, erigido al comenzar ese año.Según el designio de los hombres de Mayo, el libre comercio concedido a losingleses, además de asegurar la salida de los productos ganaderos del país,procuraba la protección de los barcos ingleses para que ese comercio pudie-ra practicarse y de este modo al inmovilizar a la marina española, se afian-zaba la independencia de las Provincias del Río de la Plata, que de hecho sehabía implantado. Por ello, cabe recordar que “el aliento político inglés a losmovimientos independientes en Sudamérica iba a verse recompensadocomo nunca había ocurrido con las aventuras militares”56. 
3. Así fue que Sampay durante muchos años expuso sus ideas en la cátedrauniversitaria y con la misma claridad expositiva también las volcó en nume-rosas conferencias y textos, algunos de los cuales hemos mencionado.La obra de Sampay rescata la actitud y razones de quienes bregaron por

55 Véase. Arturo E. Sampay, “La influencia británica en Mayo de 1810”, Quinqué Editores,Buenos Aires, 2010, con nota de presentación de Alberto González Arzac.56 Conf. Andrew Graham-Yooll, “Pequeñas guerras británicas en América Latina”, EditorialLegasa, Buenos Aires, 1985, pp. 52/53.
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una respuesta a los problemas nacionales que contemple aspiraciones eintereses de los sectores postergados, en su lucha por conformar un proyec-to político e institucional superador, y que finalmente concluya con la san-ción de una Constitución escrita que coloque al país en la senda de un desa-rrollo económico y político, que abarque a las distintas regiones y sus pobla-ciones.   El pensamiento de Sampay adquiere actualidad en nuestro tiempo con-temporáneo y habrá de potenciar el accionar mayoritario de los sectorespopulares en su pugna por lograr transformar la Constitución real que aúnpredomina en el país. De tal modo, ese marco posibilitará el necesario y ele-vado debate que permita efectivizar en esta segunda década del siglo XXI -que con la más amplia participación popular- que una AsambleaConstituyente sancione una nueva Constitución escrita que haga efectivo elanhelado “buen vivir” de nuestro pueblo.  Cabe recordar asimismo, que en “Ideas para la revolución de nuestro tiem-po”, sostuvo que las revoluciones violentas advienen cuando las oligarquías,enquistadas en el poder para conservar sus privilegios al precio de impedirel mejoramiento existencial del resto de la población, obturan los pases quenaturalmente llevarían a la clase social progresista al gobierno de la comu-nidad. Al concluir esta breve reseña sobre el pensamiento y la obra de Arturo E.Sampay, sobre la base de sus enseñanzas, poseemos las razones para soste-ner que a la Constitución no se la debe enfocar sólo como un instrumentojurídico, sino que se la debe entender como un elevado documento políticoque institucionaliza un Proyecto de Nación. Cabe también remarcar que eltema constitucional no pasa sólo por la Constitución escrita, que está sujetaférreamente por la Constitución real, ni es exclusivamente un tema jurídico,sino que principalmente se encuentra en el ámbito del poder político y de unproyecto de nación compartido por un pueblo organizado y partícipe direc-to de su institucionalización al más alto rango normativo. Sin duda, la LeyFundamental es, lisa y llanamente, un proyecto de Nación, sustentado sobreuna ideología y en determinadas relaciones de fuerza. Una Constitución no essino su consecuencia, y el poder encarna la única instancia capaz de trans-formar la política en historia. Como expresaba Sampay, “el fin natural de laConstitución es efectuar la justicia”. Pero, como señaló en las AdvertenciasPreliminares en Constitución y Pueblo, no basta “con teorizar sobre la justi-cia, sino que hay que luchar para realizarla”.    Por consiguiente, para lograr tan esencial objetivo corresponde ingresardecididamente a un debate abierto e inteligible en que los más amplios sec-tores de la población participen activamente. El pueblo no puede estarausente de esta problemática. Estamos en el siglo XXI cuando debe tenerplena vigencia la democracia social y participativa. En materia constitucio-
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nal no caben procedimientos y métodos del siglo XIX para lo que fue unasociedad simple y no participativa. Con una visión popular se podrán pen-sar nuevos caminos que al más elevado rango normativo consoliden y posi-biliten la vigencia plena a principios y derechos humanos básicos de nues-tra realidad contemporánea. 
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El objetivo de la presente investigación consiste en examinar el impacto distribu-
tivo del proceso inflacionario generado por el cambio de paradigma macroe-
conómico en la Argentina. Desde fines de septiembre de 2015 a febrero de 2016
se han combinado: 1) expectativas devaluatorias (que generaron remarcaciones
incluso antes del cambio de régimen), 2) devaluación efectiva de la moneda, 3)
eliminación o reducción de derechos de exportación (según el producto), 4) libe-
ración de cupos de exportación para ciertos bienes clave de la canasta básica
(como la carne bovina), 5) desarticulación de facto -aun manteniendo de jure-
del programa Precios Cuidados, y 6) aumento de tarifas de servicios públicos.
Todo ello no sólo ha generado una de las tasas de inflación más elevadas desde
2002 sino que también ha transformado sensiblemente la dinámica de los precios
relativos, en desmedro del poder adquisitivo de la población con menores recur-
sos y con un impacto sólo marginal sobre la capacidad de compra de empresarios
y trabajadores de altos ingresos.
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The asymmetric impact of inflationary acceleration in
Argentina (2015-2016)

The depth and duration of the global crisis of the 1930's ultimately caused the
reaction of the Argentine Government, which tested measures of State interven-
tion and comprehensive economic regulation. But depression and the Second
World War also interpellated the provincial governments, who had to navigate a
complex situation with very precarious theoretical and factual instruments. This
article discusses how the Entre Ríos government faced this problem, especially its
management of the contradiction that occurs in all major crises: the weakening of
the fiscal position of the State in a context of growing needs and demands by the
various social sectors. This involves making policy decisions about the distribution
of the costs of the crisis and the beneficiaries of state intervention. 'Who pays for
the crisis?' is the question that the State should respond. The way in which it was
done in Entre Ríos in the 1930's is the subject of this article, based on the mem-
oirs of the Ministry of Finance, Justice and Public Instruction of the time as a main
source of analysis.

Key words: Inflation – Inequality - Purchasing power - Asymmetric impact
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1. Introducción

El 10 de septiembre de 2015, en medio de la campaña electoral para laselecciones presidenciales de octubre del mismo año, se hacen públicas lasdeclaraciones de uno de los referentes económicos del principal partido de la(entonces) oposición (ahora gobierno), quien afirmaba que, con un cambiode gobierno, el tipo de cambio oficial se “sinceraría” con una devaluación del60por ciento.1 A partir de allí, y sobre todo luego del escrutinio del 25 deoctubre -que anoticiaba a la población acerca de la necesidad de una segun-da vuelta en el mes de noviembre-, se desencadena en la Argentina una nota-ble aceleración inflacionaria, producto de las expectativas de devaluacióngeneradas por la -ya entonces muy factible- posibilidad de que quienesanunciaban la necesidad de depreciar la moneda en campaña accedierandesde el 10 de diciembre al Poder Ejecutivo Nacional.Tomando los datos oficiales del Índice de Precios al Consumidor (IPC) de laprovincia de San Luis (debido a que desde diciembre de 2015 -y al menoshasta luego de las paritarias- no se publican más estadísticas oficiales paratodo el país por la suspensión de las mismas por parte de las nuevas autori-dades del INDEC) se observa que:1. La tasa de inflación interanual enero 2015 - enero 2016 (último datopublicado por la Dirección Provincial de Estadística de San Luis) ascien-de al 35% (pero no incluye el impacto inflacionario de febrero de 2016ni el aumento adicional de precios por la eliminación de subsidios, queafectará principalmente a los habitantes del AMBA).2. Hasta septiembre de 2015 la tasa de inflación interanual era inferior al24% (23,5%), con una inflación mensual promedio del 1,8 por ciento.3. Desde entonces, la tasa de inflación mensual promedio se ha más queduplicado (3,7%), con un incremento general acumulado (hasta enero de2016) del 15,7% (lo que debe tomarse como un piso respecto de la diná-mica actual, debido a que no incluye ni el ulterior incremento cambiario-de $14 en enero a $16 a comienzos de marzo de 2016-, ni el ya anun-ciado aumento de tarifas -aunque esto no afectará tanto a San Luis comoal AMBA-).4. De persistir la dinámica de los últimos meses, la tasa de inflación intera-nual hacia octubre de 2016 llegaría al 55%. Incluso desacelerando sensi-blemente, parecería prácticamente imposible que la tasa de inflaciónagregada para 2016 termine por debajo de la prevaleciente hasta octubrede 2015, a menos que se utilice intensamente a las paritarias salarialescomo ancla nominal (es decir, a menos que los trabajadores acepten una
1 Carlos Melconian, actualmente Presidente del Banco Nación.fuente: http://www.telam.com.ar/notas/201509/119487-melconian-dolar-macri.html
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reducción del poder adquisitivo del orden de los 2 dígitos).5. Al interior de la canasta de bienes y servicios se observa, adicionalmen-te, una sensible aceleración relativa de la inflación en alimentos y uncomportamiento antagónico en el caso de algunos servicios (comoesparcimiento, educación, etc.).Este panorama general, de aceleración inflacionaria y radical transforma-ción de los precios relativos, suele generar notables asimetrías respecto delimpacto final sobre el poder adquisitivo de distintos estratos sociales.Desde la contribución seminal de Prais (1959), es ampliamente aceptadoque, por construcción, la enorme mayoría de los índices de precios al con-sumidor que reportan los distintos institutos de estadística alrededor delmundo presentan un sensible sesgo plutocrático. Las estadísticas oficialesde inflación se establecen sobre la base de un promedio ponderado de lasdistintas realidades individuales, que refleja mucho más fielmente lo quesucede con la canasta de consumo de los sectores de altos ingresos que loque acontece con el poder adquisitivo de los sectores más vulnerables (dife-rencia que se acentúa tanto con el nivel promedio de inflación como con ladesigualdad en la distribución del ingreso, aspectos distintivos de las eco-nomías latinoamericanas).Como regla general tendremos entonces que no existe una única tasa deinflación representativa para el conjunto de la sociedad. Los procesos infla-cionarios afectan de manera asimétrica a los distintos subgrupos poblacio-nales dependiendo críticamente de la dinámica de los precios relativos.Tradicionalmente, las familias de mayores recursos poseen un patrón deconsumo intensivo en servicios (personales, esparcimiento, turismo) y bie-nes durables. Por lo contrario, en los hogares de menores ingresos las ero-gaciones se concentran principalmente en alimentos, transporte, alquileresy servicios públicos (luz, gas y teléfono) (Baldini, 2005). De lo expuesto sedesprende que, a igual tasa de inflación promedio, i) cuando el motor infla-cionario es de raíz cambiaria (devaluación, eliminación de retenciones, etc.)o tarifaria, los principales perjudicados estarán entre los más pobres de lasociedad; mientras que ii) cuando el motor inflacionario es la puja distribu-tiva (paritarias-remarcaciones) el aumento de precios resultante tiende aincrementar en mayor medida al valor de la canasta de consumo de las fami-lias más acaudaladas (ya que la participación de los salarios en la estructurade costos de los servicios es mucho mayor que en la de bienes de consumomasivo2). Es por ello que, para el análisis distributivo no sólo importa la tasa

2 Según estudios específicos en la temática, puede observarse que: “En el sector de bienes, losincrementos en tasa de compensación no parecen conducir a aumentos en la inflación[pero] encontramos que si la compensación sube en el sector de servicios, tal crecimientoes probable que se vea directamente reflejado en una rápida inflación en los precios de losservicios.” Brauer (1997, pp. 4 y 5).
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de inflación general, sino también (y más aún) la evolución de los preciosrelativos al interior del índice de precios al consumidor.Desde febrero de 2014 a octubre de 2015 la tasa de inflación oficial delgobierno de la Ciudad de Buenos Aires se redujo a menos de la mitad (conuna dinámica en 2 etapas: 66% de reducción hasta febrero de 2015 y esta-bilización posterior en torno del 2% de inflación mensual con oscilacionescíclicas), con un subperíodo inicial de mayor incremento de la canasta deconsumo de los sectores populares y una segunda instancia, que dura hastalas elecciones presidenciales, en donde la situación se revierte y la inflaciónafecta principalmente al poder adquisitivo de los sectores de ingresosmedios/altos. Desde entonces, el cambio de política económica del nuevogobierno de la República Argentina ha generado una escalada inflacionariaque no sólo marca un quiebre general de tendencia con lo observado desdefebrero de 2014 a octubre de 2015, sino que también involucra una sensiblemodificación en la dinámica de los precios relativos, con un aumento sinprecedentes (desde la megadevaluación de 2002) en ciertos rubros específi-cos como alimentos y bebidas, alquileres y tarifas de servicios públicos.Lamentablemente, parte de esta dinámica ya no puede observarse condatos fidedignos para la CABA. Desde el cambio de gobierno en diciembre de2015, el INDEC dejó de difundir estadísticas de inflación3 (entre otras), unanueva directora técnica fue designada en el organismo e inmediatamentedespedida -con la desafectada denunciando públicamente presiones paraobtener números sin consistencia metodológica- y el IPCBA (del gobierno dela CABA) parecería haber comenzado a subestimar la tasa de inflación (encomparación tanto con lo publicado por otras Direcciones Provinciales deEstadística, como la de San Luis4, como a lo que registran consultoras priva-das especializadas). Todo ello ha profundizando las controversias preexis-tentes en la materia y ha conllevado la utilización de relevamientos de pre-cios alternativos de múltiples fuentes complementarias.Como veremos en el análisis siguiente, esta evolución tan particular de losprecios relativos en la Argentina poselecciones de 2015 involucra no sola-mente una significativa transferencia de ingresos hacia determinados secto-res (productores primarios, empresas de energía, propietarios de inmue-
3 El IPC-GBA volvería en junio de 2016 (el mes siguiente al cierre de la mayor parte de lasparitarias), reemplazando al IPC-Nu, vigente hasta diciembre de 2015.4 Comparar los siguientes documentos: https://www.estadisticaciudad.gob.ar/eyc/wp-con-tent/uploads/2016/01/ir_2015_958.pdf vs.http://www.estadistica.sanluis.gov.ar/estadisticaWeb/Contenido/Pagina76/File/diciem-bre%202015/comunicado%20diciembre2015%20(va).pdf. La diferencia más importantese verifica justamente en el rubro más significativo para los sectores populares. Mientrasque según el IPC de la CABA los alimentos aumentaron menos del 5% en diciembre de 2015,según el IPC de San Luis, dicho incremento superó el 10 por ciento.
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bles, etc.), sino también un impacto muy asimétrico de la inflación sobre elpoder adquisitivo entre distintos subgrupos poblacionales, generando asíuna segunda ronda de aumento de la desigualdad (i.e. nominal -por transfe-rencia de ingresos- y real -por impacto inflacionario asimétrico sobrecanastas heterogéneas-).Con el objetivo general de contribuir con el análisis distributivo del proce-so inflacionario generado por el cambio de paradigma macroeconómico enla Argentina (y el objetivo específico de cuantificar el impacto relativo sobredistintos grupos sociales del reciente aumento de precios en alimentos,alquileres y energía eléctrica), la investigación se estructura de la siguientemanera. Luego de la introducción se presenta el marco teórico donde se exa-mina la literatura existente en torno de dos conceptos clave (“Sesgo plu-tocrático” y “Desigualdad inflacionaria”), para evaluar el impacto asimétricodel aumento de precios entre distintos estratos sociales. Posteriormentedesarrollaremos la metodología a utilizar en el análisis empírico, incluyendola presentación de las herramientas que se tomarán para desarrollar lasmicrosimulaciones. A continuación se presentan los resultados concretos delanálisis para el caso de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Se analizará elimpacto de primera ronda de los aumentos de precios sobre distintos sub-grupos poblacionales. El trabajo finaliza con las conclusiones generalesdonde se discuten los resultados obtenidos a la luz de las distintas medidas depolítica económica implementadas en los últimos meses.

Gráfico 1. Esquema de análisis para el cambio de tendencia y composición de la
dinámica inflacionaria en la Argentina a partir de octubre de 2015

Fuente: Elaboración propia sobre datos del IPCBA, Consumidores Libres y relevamientos pro-
pios.
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2. Marco teórico

2.1.- Indicadores agregados: sesgo plutocrático y sus efectos
sobre la representatividad de los índices de inflaciónLa indispensable necesidad de construir índices de precios al consumidorcada vez más representativos, principalmente a los fines de un apropiadodiseño de las políticas económicas y sociales, ha devenido en el surgimientode una amplia gama de discusiones. Dicho de otro modo, el debate respectode la capacidad de los IPC de suministrar una medida apropiada de los cam-bios en el costo de vida de los diversos grupos poblacionales5, ha propiciadola aparición de una abundante literatura enfocada a deliberar sobre los ses-gos derivados de la aplicación de las metodologías convencionales de medi-ción. En lo que a ello respecta, algunas de las principales controversias que apa-recen en torno de la medición que habitualmente realizan las oficinas deestadística están vinculadas con: i) la desconsideración del efecto sustituciónen el consumo de los bienes de la canasta como resultado del cambio en losprecios relativos, ii)  la no incorporación de nuevos bienes en la canasta uti-lizada, iii) la falta de atención hacia la variación en la calidad de los produc-tos y servicios de referencia, iv) el impacto que generan los cambios en loslugares de compra, v) los agregados elementales6 (Boskin et al., 1996).7Sin embargo, de todos los sesgos potenciales que pueden surgir en el pro-ceso de medición de los índices tradicionales, el más grave que puede enfren-tar el hacedor de política económica es el sesgo plutocrático. La presenciadel mismo genera una severa dificultad para obtener información fidedignarespecto de los cambios acontecidos en la canasta de bienes que consumenhabitualmente los sectores más vulnerables. En épocas de fuertes cambiosde precios relativos, y por consiguiente, de evolución asimétrica en el costode vida de los distintos grupos sociales, la existencia del sesgo plutocráticodeja de ser un problema estadístico para convertirse en un problema de polí-tica económica y social.  En atención con la problemática expuesta, Prais (1959) señala que el sesgoplutocrático se presenta en aquellos índices en los cuales cada familia con-tribuye al sistema de ponderadores de la canasta de consumo en proporción

5 Véase, e.g., Konüs (1939).6 Con referencia a ello, puede señalarse: “Un tipo posible de sesgo es el que puede surgir enel cálculo de los agregados elementales. Recordemos que un agregado elemental es la menorcategoría de bien o servicio cuyos precios serán promediados sin ponderación, en generalpor ausencia de información sobre las cantidades consumidas de cada uno de ellos.” Edwin(2014, pp.25).7 Véase también: Boskin et al. (1997); Baker (1998); Norwood (1997); Abraham, Greenleesy Moulton (1998).
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a su gasto, como ocurre con los métodos convencionales. En efecto, los hoga-res que más consumen, que son habitualmente los de mayores ingresos, ter-minan obteniendo un peso superior en el índice, determinando que la canas-ta subyacente al índice plutocrático represente en mejor medida su patrónde consumo que el de los sectores de menores ingresos. En consecuencia, losbienes de lujo, asociados con el consumo de los hogares más ricos, cobranuna mayor importancia que aquellos de primera necesidad. En relación con estas implicancias, una gran parte de la literatura coincideen la necesidad de construir índices de precios en los cuales todas las fami-lias reciban igual ponderación (ello implica que su peso resulta indepen-diente del nivel de gasto de consumo), a fin de evitar que la canasta de con-sumo subyacente resulte más representativa de los sectores de mayoresingresos. Estos métodos estadísticos se conocen como “índices democráti-cos” (Nicholson, 1975). A partir de esta configuración se puede definir elconcepto de “brecha plutocrática”, entendido como la diferencia entre lainflación medida a través del índice plutocrático y aquella determinada porel democrático (Ley, 2005). Atendiendo a esta estructura, la brecha serápositiva cuando la canasta de bienes que usualmente consumen los hogaresde mayores ingresos registre aumentos de precios por encima de la inflaciónrepresentativa del conjunto de la sociedad, indicando así que la variación delíndice plutocrático resulta superior a la del democrático. Contrariamente,será negativa cuando los precios de la canasta de consumo subyacente alpromedio de la sociedad se incrementen por encima de la inflación de loshogares ricos (Izquierdo et al., 2003).En el marco de estas consideraciones, resulta claro que, por el papel cen-tral que ocupan los índices de precios para las políticas económicas y socia-les, la utilización de los métodos convencionales (los que se utilizan para cal-cular los IPC de las estadísticas oficiales) no se presenta como el camino másapropiado para solucionar los problemas que aquejan a los grupos socialesmás vulnerables (Pollak, 1980 y Deaton y Muellbauer, 1980). En este senti-do, cuando la inflación agregada es elevada y la brecha plutocrática es nega-tiva8, el uso de índices ponderados por el gasto podría implicar, por ejemplo,que los beneficios sociales se ajusten muy por debajo de lo necesario paramantener el poder adquisitivo de la prestación. Por otra parte, este panora-ma resulta aún más desalentador cuanto mayor sea la desigualdad en la dis-tribución del ingreso (y con ella la diferencia entre los patrones de consumode los hogares más ricos y los más pobres).Es importante destacar en esta problemática que, a diferencia de lo que ocu-rre en los sectores de mayores ingresos, el deterioro -incluso transitorio- enel poder adquisitivo de los grupos más vulnerables (e.g. el asociado con una
8 Hobijn y Lagakos (2002) analizan algunas de las posibles causas por las cuales los hogarespueden enfrentar una inflación mayor o menor a la del promedio de la sociedad. 
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subindexación de la Asignación Universal por Hijo derivada de la no utiliza-ción de índices de precios representativos del patrón de consumo de los sec-tores de menores recursos) conduce a cambios en el comportamiento quesuelen tener efectos irreversibles -fenómeno de histéresis-, generandodaños irreparables en el seno de los hogares (e.g. las decisiones laborales-educativas de los trabajadores secundarios en las familias) (Panigo, Pérez yFéliz, 2004). De manera aún más enfática, Barry y Hannan (1997) argu-mentan que los efectos negativos de la reducción de ingresos (incluso tran-sitoria) en las familias más vulnerables suelen tener consecuencias de largoplazo sobre las oportunidades laborales de los miembros más jóvenes delhogar.Es por ello que el problema del sesgo plutocrático implícito en la mediciónde precios oficiales excede la dimensión meramente estadística para consti-tuirse en un grave problema de política económica. La inexistencia de índi-ces de precios representativos del patrón de consumo de los sectores vulne-rables de la sociedad puede conllevar no solamente a errores de cálculo res-pecto de dimensiones sociales clave (e.g. indicadores de pobreza, indigenciay desigualdad), sino también -y principalmente- a decisiones inapropiadasde política económica y social que luego tendrán efectos irreversibles, espe-cialmente sobre los niños y jóvenes de menores recursos.Ante la necesidad de abordar las problemáticas expuestas en los párrafosprecedentes, se vuelve necesaria la utilización de índices de precios alterna-tivos al plutocrático, entre los cuales se distingue el ya mencionado “índicedemocrático”. Empero, existen otras clases de métodos, algunos de las cualespueden resultar más (o menos) apropiados a la hora de calcular los cambiosen el costo de vida de diversos grupos poblacionales, especialmente de aque-llos que más requieren del apoyo gubernamental.Dentro de este marco, una alternativa interesante consiste en la incorpora-ción de algún tipo de componente social al cálculo convencional del índice deprecios. Dado que en los índices plutocráticos no se distingue si un peso esgastado por una familia rica o un hogar pobre, no hay forma de diferenciarla procedencia del gasto en un determinado bien. En efecto, Liberati (2012)propone que a fin de poder medir el impacto que implica una distribucióndesigual en el consumo, se requiere incorporar al sistema de ponderacióndel índice de precios plutocrático un componente de distribución de consu-mo entre hogares que otorgue un peso superior a los bienes cuyo consumose concentra en mayor medida en las familias de menores ingresos. De estamanera, este método busca una mejor representación de los cambios en elcosto de vida de los sectores más vulnerables. Sin embargo, el principal pro-blema radica fundamentalmente en la validez del sistema de ponderación9. 
9 Para que resulte apropiado, se debería realizar un relevamiento sumamente exhaustivo y perió-dico de los patrones de consumo de los hogares -lo cual parece prácticamente imposible- o, por lo
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De igual modo, también pueden distinguirse otros índices alternativoscomo, por ejemplo, aquellos que utilizan sistemas de ponderación basadossobre el enfoque de escalas de equivalencia. En este sentido, algunos de estosmétodos utilizan mecanismos de ponderación sujetos al esquema de gastosequivalentes, mientras que otros sugieren que cada hogar contribuya al sis-tema de ponderadores de la canasta de consumo en proporción al número deadultos equivalentes que posee (Ley, 2005). Además de estas posibilidades,existe -tal como indica Prais- otro tipo de índice (alternativo al plutocrático)conocido como el método de la mediana. En este tipo de índice de precios, lacanasta de referencia en el nivel agregado será representativa del patrón degasto del consumidor mediano (aquellos hogares que se ubican en la media-na de la distribución de gastos). Si bien su resultado pretende aproximarse aldel índice democrático, algunos estudios empíricos revelan que esto sólosucede cuando la canasta de bienes subyacente está compuesta por produc-tos de categorías intermedias (ni de lujo, ni de primera necesidad, tales comovestimenta, ver Prais, 1959).El problema común a todas las alternativas examinadas (sean estas plu-tocráticas, democráticas, o democráticas reponderadas) radica en que ensociedades desiguales, donde los patrones de consumo de diferentes estratossociales presentan diferencias significativas, el índice resultante de cualquiermetodología de agregación será, por definición, no representativo de lascanastas de consumo de la mayor parte de la población (Crawford y Smith,2002). Es por ello que la construcción de índices de precios por subgrupospoblacionales se presenta como el camino más apropiado para hacer frentea las exigencias de política económica y derechos sociales. Esto se debe a quelos índices por grupos, al restringir el universo de hogares a aquellos decaracterísticas similares bien definidas (e.g, en los patrones de consumo, loslugares de compra, calidad y precio de los bienes que adquieren) logranobtener una representación más cabal de los cambios acontecidos en el senode cada familia. Para este tipo de metodología resultará crucial establecer cri-terios de agrupamiento adecuados, al doble efecto de minimizar la heteroge-neidad intragrupal de los patrones de consumo y, complementariamente,establecer grupos de referencia con relevancia social (Biggeri y Leoni,2010). Sobre la base de este análisis, en la siguiente subsección del marco teóricose analizarán los resultados de una gran cantidad de estudios asociados conel prolífico concepto de “inflation inequality” (o desigualdad inflacionaria),que agrupa a la investigaciones abocadas a identificar el impacto asimétricode la inflación sobre distintos grupos sociales, a partir de las diferencias exis-tentes en sus patrones de consumo.contrario, utilizar funciones de bienestar individual, en cuyo caso la estimación resulta noto-riamente subjetiva e imprecisa.
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2.2. El impacto desigual de la inflación asociado con las 

canastas heterogéneas de distintos subgrupos poblacionalesHemos visto en la subsección anterior que los indicadores sintéticos deinflación adolecen de diferentes debilidades, entre las cuales el sesgo plu-tocrático es una de las más dramáticas para las economías latinoamericanas(caracterizadas por elevados niveles de inflación y desigualdad).Si carece de sentido pensar que los cambios de precios afectan de manerahomogénea al conjunto de la sociedad, resulta luego alarmante que las auto-ridades de política económica en la región sigan definiendo sus estrategiasfiscales, monetarias y redistributivas sobre la base de estadísticas inflaciona-rias agregadas que no representan sino a un pequeño (y habitualmenteacaudalado) segmento de la población (Fritzer y Fessler, 2013).En el plano académico, sin embargo, existe una abundante cantidad deestudios que abordan esta problemática y, combinando enfoques metodoló-gicos alternativos, ofrecen una muestra fehaciente de las significativas dife-rencias inflacionarias que enfrentan los distintos subgrupos poblacionales,en múltiples países y para diversos períodos de tiempo (y, por lo tanto, de lainocultable necesidad de producir estadísticas inflacionarias específicaspara diversos estratos de la sociedad -Arrow, 1958-). Los principales resul-tados se resumen en la tabla 1.Pobres, ricos, ancianos, jóvenes, parejas sin hijos, familias numerosas. Losresultados de los textos examinados en la tabla 1 no parecerían establecer unpatrón definido acerca de qué grupo poblacional enfrenta una mayor tasa deinflación en diversos contextos. A primera vista, parecería que cualquierresultado es posible, pero sólo porque lo esencial suele ser invisible a losanálisis superficiales.Si se reordena la tabla 1 según el período de análisis, desde los más antiguosa los más recientes, podrá observarse un patrón emergente mucho másclaro y preciso, con tres subperíodos bien diferenciados. Hasta comienzos delos años ´80, la enorme mayoría de los trabajos relevados muestra que losgrupos sociales más vulnerables (pobres, ancianos, pensionados, trabajado-res de bajo nivel educativo, etc.) sufrieron una tasa de inflación significativa-mente superior a la del resto de la sociedad. Por lo contrario, durante las dosdécadas siguientes la tasa de inflación de las familias de altos ingresos, pare-jas sin hijos y, en general, sectores acomodados de la sociedad, ha sido unpoco más elevada que la de los restantes grupos poblacionales. Finalmente,con el arribo del nuevo milenio la canasta de consumo de los sectores popu-lares vuelve a mostrar un mayor aumento de precios que el que se reportapara las canastas de consumo de las familias más acaudaladas.Si bien los factores domésticos resultan importantes para explicar las espe-
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Tabla 1.- Meta-Análisis del impacto diferencial de la inflación sobre distintos sub-
grupos poblacionales

Fuente: Elaboración propia

Autor País Período Método Grupo con mayor inflación especí-
fica

Allen (1958) Reino Unido 1953-1957 Inflación por grupos Ancianos/pensionados
Arndt y otros (2015) Mozambique 2002-2009 Inflación por hogar Pobres
Baldini (2005) Italia 1986-2004 Inflación por grupos Ricos y no propietarios
Carruthers y otros (1980) Reino Unido 1975-1978 Brecha plutocrática Pobres

Cepparulo y otros (2009) Italia 1997-2007 Inflación por grupos Familias numerosas. Cuando es
alta pobres y cuando es baja ricos

Chiru (2005) Canadá 1992-2004 Inflación por grupos Pobres
Colavecchio y otros (2011) 15 países de Europa 1997-2008 Inflación por grupos Pobres
Crawford (1994) Reino Unido 1979-1992 Inflación por grupos Ricos
Crawford (1996) Reino Unido 1979-1992 Brecha plutocrática Ricos
Crawford y Smith (2002) Reino Unido 1976-2000 Inflación por grupos Ricos
Deaton y Muellbauer (1980) Reino Unido 1975-1976 Brecha plutocrática Pobres
Erbas y Sayers (1998) Estados Unidos 1986-1995 Brecha plutocrática Pobres

Fritzer y Fessler (2013) Austria 2010-2012 Inflación por grupos Pobres, bajo nivel educativo, jóve-
nes y ancianos

Finkel y Roshal (2007) Israel 1991-2005 Brecha plutocrática e
inflación por grupos Pobres, ancianos y desocupados

Fritzer y Glatzer (2007) Austria 2001-2006 Brecha plutocrática e
inflación por grupos Pobres y bajo nivel educativo

Goñi, y otros (2006) Brasil, Colombia,
México y Ecuador 1988-2003 Inflación por grupos Ricos

Guerrero de Lizardi (2010) México 2003-2009 Brecha plutocrática e
inflación por grupos Pobres

Hagemann (1982) Estados Unidos 1972-1982 Inflación por grupos Pobres

Hait y Janský (2014) República Checa 1995-2010 Brecha plutocrática e
inflación por grupos Pobres y pensionados

Hobijn y Lagakos (2003) Estados Unidos 1987-2002 Inflación por grupos Indefinido

Hobijn y otros (2009) Estados Unidos 1984-2004 Brecha plutocrática e
inflación por grupos

Indefinido hasta 2000, luego
pobres

Idson and Miller (1997) Estados Unidos 1970s Inflación por grupos Bajo nivel educativo
Izquierdo y otros (2003) España 1973-1998 Brecha plutocrática Indefinido
Livada (1990) Grecia 1981-1987 Inflación por grupos Ricos, solteros y parejas sin hijos

Lódola y otros (2000) Argentina 1989-1998 Brecha plutocrática Hasta 1991 ricos,91-93 pobres,
luego indefinido

Loughrey y O’Donoghue
(2012) Irlanda 1999-2011 Inflación y bienestar por

grupos Indefinido

Mena y Hernani-Limarino
(2013) Bolivia 2005-2011 Inflación por grupos Pobres entre 2005 y 2009, luego

ricos hasta 2011

Michael (1979) Estados Unidos 1967-1974 Inflación por grupos Pobres, ancianos y bajo nivel edu-
cativo

Moulton y Stewart (1999) Estados Unidos 1984-1994 Inflación por grupos Indefinido
Muellbauer (1974) Reino Unido 1964-1970 Inflación por grupo Pobres
Newbery (1995) Hungría 1980s Brecha plutocrática Ricos
Okidi y Nsubuga (2010) Uganda 1997-2007 Inflación por grupos Hasta 2004 ricos, luego pobres
Oosthuizen (2013) Sudáfrica 1998-2008 Inflación por grupos Pobres y desocupados

Rigobon (2008) México y América
Central 2003-2008 Brecha plutocrática e

inflación por grupos
Pobres en todos los países salvo
Honduras

Rippin (2006) Alemania 1998-2003 Inflación por grupos Pobres, solteros y adultos/ancianos
Tipping (1970) Reino Unido 1956-1966 Inflación por grupos Pobres
Yahav y Yitzhaki (1991) Israel 1960-1986 Brecha plutocrática Indefinido
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cificidades de cada caso, la dinámica de los precios relativos internacionalesjuega un papel determinante para dar cuenta de los patrones transversales.El primer subperíodo, contiene brotes inflacionarios globales de commodi-
ties que participan intensamente (directa o indirectamente) en la canasta deconsumo de los primeros deciles de ingreso (ciertos alimentos y petróleo).Desde mediados de la década de 1980 hasta comienzo de los ‘2000 esta diná-mica se revierte, para volver a resurgir desde 2002 hasta la crisis financierainternacional (ver Jacks, 2013). Se aprecia entonces que la primera claveradica en la dinámica de los precios internacionales de alimentos y energía.Cuando diversos factores reales (e.g. cartelización de productores de petró-leo) y/o monetarios (expansión monetaria en Estados Unidos) se combinanpara generar burbujas especulativas en los precios de estos commodities, latasa de inflación resultante en el nivel global termina afectando más intensa-mente al poder adquisitivo de las familias más vulnerables (porque tienenuna mayor ponderación de alimentos y energía en sus canastas de consu-mo). Lo inverso ocurre en períodos de contracción monetaria internacionaly ruptura de carteles de comercialización.Estos patrones transversales pueden potenciarse o compensarse con laspolíticas que se implementen en el nivel doméstico. Si en períodos de infla-ción internacional de alimentos y energía los países devalúan su moneda oincrementan tarifas de los servicios públicos, los efectos nocivos de la infla-ción internacional sobre la canasta de consumo de los sectores de menoresingresos serán amplificados. Por lo contrario, si aprecian su moneda,aumentan derechos de exportación o reducen sus aranceles de importación,los efectos de la inflación internacional sobre alimentos y energía puedenverse compensados con un menor impacto sobre la canasta de consumo delos sectores más vulnerables. Finalmente, todo lo anterior se combina, en el nivel local, con el efecto quetiene sobre los precios relativos la puja distributiva entre trabajadores yempresarios. En términos generales, la puja distributiva incrementa el pre-cio relativo de servicios no esenciales. Este tipo de productos suele ser con-sumido más intensamente por las familias de mayores recursos, bajo laforma de turismo, esparcimiento, prepagas y educación privada. Es por elloque este tipo de inflación particular (la derivada de la puja distributiva) incre-menta en mayor medida la canasta de consumo de familias ricas.Tomando los tres aspectos en forma conjunta (precios internacionales,políticas domésticas y puja distributiva) tendremos que la posición másnociva para el poder adquisitivo de los pobres es la combinación de agflation(inflación en productos agrícolas), devaluación, eliminación de retencionesy aumento de tarifas. Por su parte, la posición menos favorable para la capa-cidad de compra de los sectores de altos ingresos es básicamente la que invo-lucra un proceso inflacionario explicado por la espiralización de disputas
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entre salarios y beneficios. Más sintéticamente (y con muchas excepciones,por supuesto), la inflación de transables perjudica a los pobres, mientras quela inflación en no transables afecta principalmente a los ricos.En definitiva, de la literatura examinada se desprende que, salvo en casosmuy puntuales, el impacto de la inflación sobre el poder adquisitivo de dis-tintos subgrupos poblacionales es notoriamente asimétrico, con ciertasregularidades históricas que alertan acerca de la regresividad de procesosinflacionarios como los que actualmente sufre nuestro país (aceleración deprecios de transables) y justifican la necesidad de desarrollar una primeracuantificación de las dinámicas subyacentes. 
3. Metodología y fuentes de informaciónAl considerar que el objetivo específico de la presente investigación radicaen cuantificar el impacto relativo (sobre distintos grupos sociales) de lareciente (y creciente) inflación en alimentos, alquileres y tarifas de energíaeléctrica, el apartado metodológico de nuestra investigación incluye el desa-rrollo de la metodología a utilizar en las microsimulaciones de impacto de lainflación sobre distintos subgrupos poblacionales (procesamiento de laEncuesta Nacional de Gasto en los Hogares ENGHO y relevamiento de pre-cios).
3.1. MicrosimulacionesEn esta subsección se explicitarán los criterios seleccionados tanto para elprocesamiento de la ENGHO como para el relevamiento de precios (de ali-mentos, alquileres y energía eléctrica), a los efectos de obtener la informa-ción que se utilizará en forma conjunta para calcular el impacto inflaciona-rio en el nivel microeconómico.
3.1.1. Obtención de ponderadores de la ENGHOLa ENGHO 2012-2013, publicada por el Instituto Nacional de Estadísticasy Censos (INDEC) de la Argentina, se realizó entre el primer trimestre de2012 y el primer trimestre de 2013, relevando más de 37.000 viviendas. Estamuestra permite, a través del factor de expansión, trasladar los resultados delas estimaciones muestrales a la población de referencia, i.e. hogares resi-dentes en viviendas particulares ubicadas en localidades del país con cincomil o más habitantes.Entre los antecedentes que han hecho uso de esta encuesta (para temáticassimilares) podemos mencionar el trabajo de Cravino y Levchenko (2015),quienes evaluaron el impacto diferencial de la devaluación del peso mexica-no de 1995 sobre el costo de vida de distintas personas según su nivel ingre-
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so y patrón de consumo. Para el caso argentino, uno de los abordajes más cercanos a lo que se ana-liza en esta investigación es el de Cassini y Ramírez Costa (2013), referido alimpacto distributivo de la inflación para el período 2001-2012 (sobre labase de los gastos de consumo y los ingresos de los hogares, utilizando laENGHO 2004-2005 y la Encuesta Permanente de Hogares -EPH/INDEC-).Para llevar a cabo la estimación de los impactos (discriminando por lasestructuras de consumo de los hogares), en primer término se integró labase de datos de gastos de los hogares con la de información general de losmismos utilizando como variable vinculante a “clave”, que identifica a cadahogar. Luego, se depuraron los datos de hogares no pertenecientes a la CABAy se sumaron, por artículo y hogar, los gastos declarados, con el objetivo deobtener un solo registro por cada artículo consumido en cada hogar.Posteriormente, se realizó una división del conjunto de hogares en decilesde personas ordenados según gasto per cápita declarado. La selección de lavariable de gasto en lugar de la tradicional creación de deciles de ingreso sedebe a la subdeclaración de ingresos en encuestas de hogares, documentadapara el caso argentino en Camelo (1999), Sosa Escudero y Alaimo (2000),Herrero (2001), Beccaria y Herrero (2003) y Groppa (2009). En estasinvestigaciones se plantea la hipótesis de que los encuestados poseen meno-res incentivos a subdeclarar en sus gastos que en sus ingresos. De todas for-mas, al generar la división decílica y buscar identificar ciertos patrones deconsumo se debe tener presente la limitación de la interpretación de losresultados. Aun cuando no fuera posible aseverar que los hogares de meno-res gastos per cápita sean necesariamente los de menores ingresos, pode-mos considerar que aquellos que se agrupen al comienzo de  la distribuciónse corresponderán con sectores de gasto per cápita bajo (i.e. sectores popu-lares) y los que se ubiquen al final de la distribución serán hogares de gastoper cápita elevado (i.e. sectores de alto consumo).Dado que la desagregación de bienes y servicios alcanza a más de 1.400artículos, en muchos casos los hogares de ingresos diferentes no consumenlos mismos bienes sino que destinan parte de su presupuesto en bienes sus-titutos. Por este motivo, a fin de realizar una comparación de las proporcio-nes del gasto entre diferentes deciles se utilizaron algunos de los agrupa-mientos (proporcionados por la encuesta) a través de la variable “subclase”,aunque en ciertos casos fueron elaborados agrupamientos particulares enfunción de los grupos de bienes que se incluyen en la Canasta BásicaAlimentaria.En consecuencia, fueron construidos ocho rubros de interés: 1) Carnesrojas, cerdo y pollo (Subclases 1121 - 1125); 2) Leches, huevos y quesos(Subclases 1151 - 1152 y 1154); 3) Frutas y verduras (Artículos 116101 -
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116120 / 117101 - 117106 / 117108 - 117137); 4) Azúcar y dulces(Artículos 118101 / 118201 - 118203); 5) Infusiones y bebidas (Subclase1211 y 1212); 6) Arroz y farináceos (Subclases 1111 – 1113); 7) Alquileres(no incluye cocheras) (Artículos 311101-311105 / 311301 / 311401 /311403) y 8) Electricidad (Subclase 3411). Luego de ello, se condensó lainformación relacionada con las erogaciones y los gastos totales de los hoga-res, respetando la división por deciles de personas ordenados según gastoper cápita, cada uno de los hogares y los rubros ya mencionados. Los gastoscalculados por rubro se corresponden con la media de los mismos.Una vez finalizado este paso, se calculó para cada hogar la suma de los pon-deradores correspondientes al peso de cada uno de los artículos incluidosdentro de los rubros descriptos en el total de los gastos, para finalmente obte-ner las medias de la ponderación de cada hogar en función de cada rubro ydecil.
3.1.2. Relevamiento de preciosPara el caso específico de alimentos, el primer paso consistió en la confec-ción de una canasta de referencia. Para ello, se procedió a la identificación deaquellos productos presentes tanto en el IPCBA (Índice de Precios alConsumidor de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires) como en la “CanastaBásica de Alimentos del Adulto Equivalente” elaborada por el INDEC (CBA-INDEC), a fin de confeccionar una canasta de alimentos de la cual se tuvierainformación  para el mes de septiembre de 2015 y a la vez fuera consisten-te con las necesidades básicas alimentarias mínimas de cualquier subgrupopoblacional. De este modo, se preparó una canasta con 54 productos ali-menticios, respetándose las ponderaciones asignadas por la CBA-INDEC. Una vez establecida la canasta de alimentos de referencia, se procedió alrelevamiento de precios. Para el mes de septiembre de 2015, los precioscorrespondientes a cada producto se obtuvieron del “Informe de ResultadosIPCBA Septiembre 2015”, mientras que para febrero 2016 se aplicaron lossiguientes criterios:1. La obtención de todos los datos se llevó a cabo el día 8 de febrero de2016.2. Para cada ítem, se relevaron los precios de hasta 6 marcas (o de la canti-dad que existiesen de no alcanzar a 6): la de menor precio, y 5 de consu-mo masivo (evitando en todos los casos incluir marcas del decil superiorde precios, a los efectos de obtener una estimación conservadora, un pisopara la dinámica inflacionaria). Este procedimiento se repitió para trescadenas de supermercados de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, asaber: Wal-Mart Stores, COTO y DISCO. El proceso de obtención de datosfue realizado, en una primera instancia, mediante las plataformas de
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compra on-line ofrecidas por cada supermercado, y, en una segundaetapa, a través del relevamiento en góndola para aquellos productos nodisponibles on-line.3. El precio de cada producto resultó del promedio simple de los (hasta) 18precios obtenidos (para ese mismo producto). 4. Debido a la escasez de información en ciertos cortes10 de la categoría de“carnes”, y considerando su importancia relativa en la canasta alimenta-ria, se procedió a un relevamiento de precios complementario. Para ello,se realizó una consulta personalizada a cuatro importantes cadenas decarnicerías de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Si bien este procedimiento no puede considerarse un reemplazo para unrelevamiento completo, el mismo fue realizado cotejando diferentes super-mercados de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y se consideraron (parael relevamiento propio de febrero de 2016) un poco más de 900 precios deproductos pertenecientes a la Canasta Básica Alimentaria. Sin embargo, esnecesario remarcar que los productos que se encuentran incluidos en laCBA-INDEC no constituyen el total de los bienes de cada subclase de laENGHO. Teniendo esto presente, se plantean dos supuestos de trabajo: 1. La variación del precio de los artículos no relevados dentro de una mismasubclase es la misma que el promedio de las variaciones de precios de losartículos relevados dentro de una misma subclase; y  2. la variación de precios del capítulo de Alimentos y Bebidas (exceptuandoel grupo 130000, correspondiente a Alimentos y Bebidas comprados yconsumidos fuera del hogar) es la misma que el promedio ponderado delas variaciones de precios de los rubros comprendidos en el relevamien-to.En lo que respecta al relevamiento de precios de alquileres, el procedi-miento metodológico ha sido similar. Para el relevamiento de precios de2015 (de los trimestres que incluyen a febrero y septiembre de 2015) setomaron como válidos los datos de alquileres de departamentos de dosambientes, provistos por Reporte Inmobiliario para 36 barrios de la CiudadAutónoma de Buenos Aires. Los mismos fueron comparados con las publi-caciones vigentes a febrero de 2016 en las páginas web ZonaProp,Inmuebles Clarín y EnBuenosAires, a fin de medir tanto la variación intera-nual como aquella producida en los meses siguientes a la primera vuelta delas elecciones ejecutivas de 2015.Para la selección de los precios vigentes a febrero de 2016 se cotejaron los

10 Habida cuenta de la virtual desaparición en góndola de supermercados de los cortes de ter-nera y la ausencia de carne picada común; todo ello a fin de comparar con la variedad dis-ponible en el IPCBA.
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promedios de precios, por barrio, de departamentos de dos ambientes -através de las tres fuentes mencionadas-. Posteriormente, se eligió el menorde los promedios (utilizando nuevamente este criterio conservador que per-mite obtener un piso para la dinámica inflacionaria del rubro) y se lo com-paró con el valor medio por barrio de los meses de febrero y noviembre de2015.Finalmente, en lo que atañe a la simulación de aumento de precios en lastarifas de energía eléctrica el procedimiento ha sido el siguiente: en elmomento de realizar el cálculo del impacto de los aumentos, resulta necesa-rio indagar acerca de los consumos promedio en términos de kilowatts hora(KWh), dado que las modificaciones fueron realizadas por rangos de consu-mo.11Lamentablemente, la variable cantidad de la ENGHO, referida a los KWhconsumidos en el bimestre de referencia, tiene errores generalizados de res-puesta, con más del 90% de los encuestados sin respuesta o declarando con-sumir menos de 1 KWh bimestral. No obstante, es posible realizar un proce-so de cálculo inverso a partir de la variable “monto” para deducir el consumode KWh del hogar. La aproximación no lineal implementada -seleccionada vía GSREG (Gluzmann y Panigo, 2015)- fue un polinomio decuarto orden, en función de los cuadros tarifarios de Edenor y Edesur vigen-tes a 2012-2013, considerando siempre el trimestre en el cual fue realizadala encuesta en cada hogar.Una vez obtenidos los niveles de “consumo estimado” de cada hogar, se llevóa cabo el proceso inverso para calcular con un modelo no lineal la relaciónentre los consumos y los cuadros tarifarios actuales, tanto para los casos detarifa plena como tarifa social, como así también para los cuadros vigentes almomento previo a los aumentos.Asimismo, como no se puede conocer exactamente cuántos clientes seencontrarán alcanzados por la tarifa social, fue necesario identificar a losconsumidores que pudieran ser beneficiarios de la misma, considerando los
11 Por otra parte, mediante la resolución 7/2016 del Ministerio de Energía y Minería, se imple-menta un sistema de Tarifa Social, según la cual se bonifica el cargo variable correspon-diente al consumo de hasta 300 KWh bimestrales, límite luego del cual se cobra la tarifaplena de cada compañía distribuidora (según sus Regímenes Tarifarios del Contrato deConcesión para el período febrero – abril de 2016). Cabe destacar que los destinatarios deTarifa Social son los siguientes titulares de facturas: 1) Jubilados y pensionados que cobrenhasta dos veces el haber mínimo; 2) Empleados en relación de dependencia que percibanuna remuneración bruta igual o inferior a dos salarios mínimos; 3) Titulares de programassociales; 4) Personas inscriptas en el Monotributo Social; 5) Empleados domésticos incor-porados en el Régimen Especial de Seguridad Social; 6) Personas con seguro de desempleoy 7) Discapacitados con certificado. Adicionalmente, se establece que serán excluidos de latarifa social quienes fueran propietarios de más de un inmueble, posean un vehículo dehasta 15 años de antigüedad o tengan aeronaves o embarcaciones de lujo.
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criterios de selección ya mencionados, y asumiendo que, en el caso de que eljefe o cónyuge no calificaran, el hogar no podría ser alcanzado por la tarifasocial. Asimismo, se ha considerado que todas las declaraciones de propie-dad de autos que refieren a vehículos de menos de 15 años de antigüedad,dado que la encuesta carece de tal especificidad. Asimismo, a partir de estu-dios propios en desarrollo, se determinaron coeficientes de ajuste de losingresos de la ocupación principal.Posteriormente, se incorporó un factor de corrección asociado con la pro-porción de hogares que, aún siendo potenciales beneficiarios de alguna polí-tica pública, no realizaron el trámite de inscripción a la misma (e.g.PROG.R.ES.AR.). Sobre la base de lo acontecido con otros beneficios sociales,se utilizó un supuesto conservador de que 6 de cada 10 potenciales benefi-ciarios teóricos realiza la inscripción.
4. ResultadosA continuación, se presentarán los resultados obtenidos sobre la base delprocedimiento metodológico previamente mencionado.
4.1. Estructura de gasto de los hogares de la CABADe acuerdo con el estudio de las declaraciones de gastos de los hogares sepueden observar algunos resultados iniciales en relación con las estructurasde consumo. En primer lugar, se debe recordar que los rubros consideradosse corresponden en gran medida con aquellos que componen la CanastaBásica Alimentaria, aunque también fueron incluidos los consumos de ser-vicios regulados de electricidad y, asimismo, los gastos de alquiler de lavivienda principal, contabilizando aquí también los gastos de vivienda enpensiones.Si se considera el subconjunto de gastos vinculados con alimentos que for-man parte de la selección de precios relevados, éstos representan un 36,97%de los gastos totales para los sectores populares, magnitud 3,52 veces mayorque lo que destinan los hogares del último decil. Pero, si además se considerael total de gastos de alimentos y las erogaciones correspondientes por alqui-leres y servicios públicos, el peso de los gastos totales se eleva hasta un56,06% para el primer decil y hasta un 31,27% para el último. En términosrelativos, la participación total de todos estos grupos de consumo en el gastode los sectores populares más que duplica al de los sectores de mayor gasto,de lo cual puede verificarse que ante aumentos de precios en estos bienes enparticular, la repercusión no será homogénea sino que afectará de maneramucho más intensa a los hogares cuya estructura de consumo dependa enmayor medida de la evolución de los precios de estos rubros.



 66 realidad económica 306 (16.02/31.03.2017) ISSN 0325-1926
4.2. Impacto diferencial de la inflación en alimentosLa canasta básica alimentaria -CBA- (con precios de la CABA) aumentó un39% entre febrero de 2015 y febrero de 2016, con un punto de quiebre muymarcado hacia fines de septiembre de 2015. En efecto, entre febrero de2015 y dicho momento, la CBA sólo aumentó un 8,9%, mientras que desdeentonces a febrero de 2016, el incremento fue del 27,2 por ciento.Ello impli-ca una cuadruplicación de la tasa de inflación mensual, que pasa de 1,2% (enpromedio, para el período 02/15-09/15) a 4,9% (en promedio, para elperíodo 09/15-02/16). El impacto de la devaluación, la eliminación de reten-ciones y la liberación de cupos de exportación para productos primarios, hatenido un efecto devastador sobre el precio de los alimentos básicos de lossectores más vulnerables.Esta dinámica resulta muy similar si se expande al rubro alimentos consu-midos en el hogar en su totalidad (usando ponderadores y factores deexpansión de la ENGHO -en lugar de los de la CBA-, e imputando para losrubros no seleccionados el aumento de precios promedio ponderado de losque si fueron relevados): aumento promedio de un 31,7% para el períodocomprendido entre septiembre de 2015 y febrero de 2016.Sin embargo, así como se efectuó una desagregación de ciertos rubrosrelevantes dentro del apartado de alimentos para la descomposición de losponderadores de gasto en función de los deciles construidos, lo propio puederealizarse para los aumentos de precios. De esta manera, los datos deaumentos de precios para los rubros seleccionados anteriormente son lossiguientes: 1) Carnes rojas, cerdo y pollo: 38,81%; 2) Leches, huevos y que-sos: 33,36%; 3) Frutas y verduras: 46,16%; 4) Azúcar y dulces: 11,18%; 5)Infusiones y bebidas: 14,66%; 6) Arroz y farináceos: 24,01% y 7) Aceites yotros de la CBA: 20,66 por ciento. Es necesario destacar que los impactos inflacionarios ponderados por lasestructuras de consumo de los hogares se circunscriben al supuesto de nomodificación de los patrones de consumo. En otras palabras, la pérdida depoder adquisitivo es aquella que cada hogar sufriría si intentara mantener suestilo de vida, sin realizar sustituciones entre bienes. No obstante el detalle expuesto, es importante considerar la ponderaciónglobal del capítulo de Alimentos y bebidas consumidos en el hogar, dado queen la selección de rubros específicos se dejaron afuera subconjuntos de ali-mentos relevantes en el presupuesto de los hogares. Como cabría esperar, amedida que los hogares se ubican en deciles más altos de la distribución degasto per cápita, la importancia de los rubros seleccionados – mayormenteasociados con la Canasta Básica Alimentaria – se reduce, partiendo de unarepresentatividad de un 81,4% dentro de la ponderación total del capítulo dealimentos y bebidas para el decil 1, hasta llegar a una relevancia del 62,3%para el mismo capítulo en el caso del decil 10. 
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4.3. Impacto diferencial de la inflación en alquileresComo no se trata estrictamente de renovaciones, el relevamiento realizadono controla por la “calidad de producto” (en este caso, las característicasespecíficas de los departamentos de 2 ambientes relevados). Se espera queeste tipo de sesgo implícito se neutralice con la cantidad de casos examina-dos (más de 200 alquileres relevados de departamentos de 2 ambientes enCABA para el mes de febrero de 2016).De los datos obtenidos se desprende que el incremento promedio (simple)en los alquileres de la CABA entre febrero de 2015 y febrero de 2016 alcanzaal 63.7%. Esta tasa de variación interanual puede descomponerse en 2: un27.6% de aumento entre febrero de 2015 y noviembre del mismo año(dando un incremento promedio mensual del 2.7%) y un 28,4% de aumen-to desde noviembre de 2015 a febrero de 2016 (lo que implica una violentaaceleración para alcanzar un ritmo de incremento mensual del 8.7%, tasaque triplica a la prevaleciente hasta noviembre de 2015). Asimismo, a causade la aceleración de la inflación, otro cambio que comienza a observarse esque los reajustes se realizan con mayor asiduidad (de anual a semestral).Si asumimos (debido a que Reporte Inmobiliario no presenta datos en susinformes acerca del valor desagregado de los alquileres en el mes de sep-tiembre) que el aumento observado desde noviembre de 2015 a la actuali-dad es igual al que existe desde septiembre de 2015 (para ser conservado-res, ya que como vimos anteriormente, incluso al ritmo inflacionario previoa noviembre de 2015, se hubiese esperado que el aumento desde septiem-bre de 2015 a febrero de 2016 sea al menos un 5% superior al que se repor-ta desde noviembre de 2015), y combinamos la inflación en alquileres con laparticipación que posee este gasto en la estructura de consumo de cada unode los deciles de personas ordenadas según gasto per cápita de la ENGHO,encontramos que la pérdida de poder adquisitivo alcanza el 2.58% para eldecil 1 y 4,66% para el decil 5. 
4.4. Impacto diferencial de la inflación en energía eléctricaA primera vista parecería que la estructura de aumento de tarifas deberíagenerar un impacto progresivo. Sin embargo, dados los ponderadores aso-ciados con la participación del gasto de electricidad en el presupuesto delhogar, se verifica que las mayores pérdidas de poder adquisitivo están con-centradas en los primeros deciles, donde la media del impacto para los deci-les 1 a 3 es de 5%, mientras que en los deciles 8 a 10 es, en promedio, de 2,2por ciento. Si consideramos todos los cálculos presentados hasta el momento, podemosevaluar el resultado de los aumentos de precios en términos de pérdida depoder adquisitivo total para los hogares de cada decil de personas de gasto
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per cápita. En la tabla 2 se presenta un resumen de todos los microimpactos conside-rados en la presente investigación, con la particularidad de que en lugar deasumir que todos los aumentos generan impactos homogéneos sobre eltotal de los hogares, fueron consideradas las participaciones en los presu-puestos de forma de precisar hasta qué punto las políticas económicasimplementadas en los últimos meses desencadenaron un tipo de inflación enparticular.
4.5- Distribución de los efectos inflacionarios asimétricos por

hogarA partir del uso de los microdatos de la ENGHO 2012-2013, es posible rea-lizar una estimación particular de la pérdida de poder adquisitivo queenfrentaría, como mínimo, cada hogar en función de los consumos que rea-

Tabla 2.- Resumen de la pérdida de poder adquisitivo referida a cada rubro de aná-
lisis para la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, según el decil de personas de gasto
per cápita. Período septiembre de 2015 – febrero de 2016

Fuente: Elaboración propia sobre ENGHO 2012-2013
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fas eléctricas

Pérdida de
poder adquisi-
tivo TOTAL

1 15.0% 2.58% 6.3% 23.86%

2 12.0% 4.43% 4.4% 20.82%

3 10.4% 3.22% 4.4% 17.96%

4 10.6% 3.08% 3.1% 16.77%

5 9.9% 4.66% 2.7% 17.27%

6 8.8% 4.54% 3.3% 16.61%

7 8.0% 4.10% 2.4% 14.47%

8 6.6% 4.02% 2.1% 12.72%

9 6.6% 4.17% 2.8% 13.58%

10 5.3% 3.98% 1.7% 11.08%
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liza y de los relevamientos de precios presentados en este trabajo. De estaforma, este análisis nos permite tener un reflejo de la distribución de las pér-didas de poder adquisitivo en función de la distribución de gasto per cápita. Este abordaje se realiza mediante una estimación de densidad no paramé-trica; i.e. una división del rango de una variable (en nuestro caso, la pérdidade poder adquisitivo) en intervalos iguales a fin de visualizar la densidad decasos de forma independiente de un tipo de distribución de frecuencias enparticular (normal, binomial, exponencial, etc). El método utilizado en estetrabajo es el de funciones kernel de tipo Epanechnikov, que hacen eje en losvalores muestrales a fin de aproximar -a través de una suma ponderada- unafunción de densidad desconocida (Cameron y Trivedi, 2005). En el gráfico 2se presentan las funciones kernels de pérdida de poder adquisitivo de losdeciles extremos de la distribución.Los resultados en términos de desigualdad son contundentes. La curva dedensidad de pérdida de poder adquisitivo acumulado del decil 10 (línea pun-teada) es notablemente leptocúrtica; i.e. presenta un elevado grado de con-centración alrededor del valor central, que, por otra parte, se ubica en unnivel mucho más bajo que en el caso de la función de densidad del decil 1(línea continua). La gran mayoría de los miembros de hogares del decil de

Gráfico 2.- Densidades kernel de la pérdida de poder adquisitivo para los miembros
de los hogares agrupados en los deciles 1 y 10 de gasto per cápita para la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires. Período septiembre de 2015 – febrero de 2016

Fuente: Elaboración propia sobre la ENGHO 2012-2013. Nota: densidades kernel para el decil
1 en línea continua y para el decil 10 en línea punteada.
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mayor gasto per cápita enfrentan una reducción de su poder de compra entorno del 10%. En contraste, la segunda curva (decil 1) no solo concentra lamedia en un valor superior – cercano al 24% – sino que, además, tiene unadispersión mucho más amplia. Por último, la cola derecha de la curva deldecil 1 es un poco más pesada que la del decil 10, lo cual da cuenta de unamayor proporción de hogares que se vieron afectados por la inflación deforma mucho más intensa.
5.- ConclusionesEl nuevo paradigma macroeconómico puesto en marcha en la Argentinadesde el 10 de diciembre de 2015 ha generado una sensible aceleracióninflacionaria producto de la combinación de diversos factores:1) Expectativas devaluatorias previas provocaron remarcaciones de pre-cios incluso antes del cambio de Gobierno: el resultado electoral del 25 deoctubre y las declaraciones de los economistas y políticos de la alianzaque luego ganaría las elecciones, generaron expectativas de devaluacióndel peso que provocaron en parte del empresariado conductas especula-tivas de aumentos de precios.2) Devaluación del peso argentino del 67%: que pasó de $9,58 por dólar el10/12/2015 a $16,03 por dólar el 02/03/2016.3) Eliminación de derechos de exportación de diversos productos agrope-cuarios (excepto para la soja, que recibió una disminución en la alícuotade retención).4) Liberación de cupos de exportación para ciertos bienes clave de la canas-ta básica (como la carne bovina).5) Incremento de tarifas de servicios públicos (inicialmente energía eléctri-ca, aunque ya se anunció que seguirán el gas y el transporte público).En términos agregados, el paquete de políticas económicas impuesto porel nuevo Gobierno generó un significativo aumento en la tasa de inflación,que pasó de una variación mensual promedio (para 2015) de 1,8% hastaoctubre, a 3,7% en promedio desde entonces hasta enero de 2016.12 Estoprovocó un salto en la tasa interanual de la inflación, que se ubicó paraenero de 2016 (último dato disponible del IPC San Luis) en un 35 por cien-to.Las decisiones económicas tomadas desde el 10 de diciembre han genera-do una dinámica de precios que, de no revertirse en los próximos meses,implicarían una tasa de inflación interanual, hacia octubre de 2016, cercana
12 Cabe aclarar que, para este indicador agregado y ante la interrupción de la publicación deestadísticas nacionales desde diciembre de 2015, se utilizó información del Índice de Precios
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al 55%. Al presente no parecen existir elementos para esperar una desace-leración del fenómeno inflacionario producto del continuo aumento del tipode cambio en las últimas semanas y de la eliminación de subsidios y suba detarifas en energía eléctrica (factores que todavía no han sido captados por losíndices de precios oficiales de ninguna provincia).Sin ancla cambiaria ni tarifaria, el único13 instrumento aún disponible paradesacelerar la dinámica de precios termina siendo el resultado de las nego-ciaciones salariales de 2016 (que se discuten en paritarias que se desarrollanmayoritariamente durante el período que va de febrero a mayo de cada año),que resulta clave para definir la intensidad de la puja distributiva.El problema con esta hipótesis, más allá de los aspectos políticos y distribu-tivos asociados con la idea de controlar el proceso inflacionario básicamentecon distintos mecanismos de represión salarial (techo en paritarias, ausen-cia de estadísticas oficiales, despidos generalizados, etc.), radica en lo que hasido el objetivo principal de la presente investigación: el impacto diferencialde la inflación reciente sobre los distintos estratos sociales.Con datos de la Encuesta Nacional de Gastos de Hogares (ENHGO) de losaños 2012 y 2013, así como relevamientos de miles de precios de fuentes deinformación alternativas y las microsimulaciones presentadas, se examinó elimpacto diferencial de la inflación sobre los distintos hogares de la Ciudad deBuenos Aires (CABA). Debido a la disponibilidad de datos confiables (y com-parables) solamente para los rubros alimentos, alquileres y energía eléctri-ca, el análisis empírico desarrollado ha dejado para próximas investigacio-nes los efectos de las mencionadas políticas sobre los restantes ítems de lacanasta de consumo de los distintos hogares.14De los resultados obtenidos se desprende que la tasa de inflación interanualpromedio simple (sin ponderar por participación en la canasta de consumo)que experimentaron los tres rubros seleccionados en la CABA entre febrerode 2015 y febrero de 2016 superó el 169% (39% alimentos -de la CBA-, 63%alquileres y 405% energía eléctrica -para una familia de los deciles 5 ó 6 degastos per cápita-). Al ponderar este valor por las participaciones de dichosrubros en la canasta de los deciles medios, el aumento promedio ponderadode los mismos asciende al 52.9% interanual. De este porcentaje, la granal Consumidor de la Dirección de Estadísticas de la Provincia de San Luis (IPC San Luis).13 Hasta tanto se efectivice (si así lo decide el nuevo gobierno) la caída de las licencias noautomáticas de importación que, transitoriamente, ejercen una traba a la competenciaexterna en diversos sectores. De no prosperar la implementación de otro tipo de barrerasarancelarias o para-arancelarias, esto implicaría utilizar a la apertura comercial comoherramienta de disciplinamiento de precios y ancla nominal complementaria.14 De cualquier manera, estos tres grandes rubros examinados, representan más del 50% dela canasta de consumo de las familias más vulnerables de la CABA.
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mayoría se explica por el aumento observado desde septiembre de 2015 -mes previo a la aceleración inflacionaria- a la fecha.Debido a esta dinámica de precios, y sólo por lo que sucede en alimentos,alquileres y energía eléctrica, el poder adquisitivo de los habitantes de laCABA ha experimentado una caída superior al 16.3% (24% para los secto-res más vulnerables) en sólo 4/5 meses. Esto no incluye la pérdida de poderadquisitivo que también se ha generado por aumentos de precios en vesti-menta, esparcimiento, salud, educación y otros tantos rubros que seránobjeto de una investigación posterior.Es importante remarcar que este número agregado esconde fuertes dife-rencias de impacto entre los distintos hogares de la Ciudad. Los resultados dela presente investigación demuestran que la pérdida de poder adquisitivo delas familias más vulnerables (e.g. decil 1 de gastos) durante los últimosmeses prácticamente duplica a la de los hogares de mayores recursos (decil10). Cabe aclarar que los resultados no se modifican sustancialmente si enlugar de utilizar deciles se compara a través de quintiles.En cualquier circunstancia, la presente investigación pone de relieve laimportancia de contar con índices de precios específicos para distintos sub-grupos poblacionales, habida cuenta de las marcadas diferencias observa-das en los patrones de consumo de los diversos estratos sociales. Tanto lasdecisiones de política económica y social, como las negociaciones colectivasentre trabajadores y empresarios, no pueden tomarse sobre la base de unúnico índice de precios agregado que, como hemos visto en el presentedocumento, resulta incapaz de reflejar lo que sucede con el poder adquisiti-vo de la mayor parte de la población.
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La profundidad y duración de la crisis mundial de la década de los J 30 finalmente provocó la
reacción del Gobierno argentino, que ensayó medidas de intervención estatal y regulación econó-
mica de amplio alcance. Pero la depresión y la segunda gran guerra también interpelaron a los
Estados provinciales, que debieron transitar una situación compleja con instrumentos teóricos y
fácticos muy precarios. El presente artículo aborda la forma en que el Gobierno entrerriano
enfrentó este problema, especialmente cómo manejó la contradicción que se produce en todas las
grandes crisis: el debilitamiento de la situación fiscal del Estado en un contexto de necesidades y
demandas crecientes por parte de los distintos sectores sociales. Ello supone tomar decisiones polí-
ticas sobre la distribución de los costos de la crisis y los beneficios de la intervención estatal.
œQuién paga la crisis? es la pregunta que el Estado debe responder. La forma en que lo hizo en
Entre Ríos en los años J 30 es el objeto de este artículo, basado sobre las Memorias del Ministerio
de Hacienda, Justicia e Instrucción Pública de la época como fuente de análisis principal.

Palabras clave: Finanzas Públicas - Gran Depresión - Entre Ríos

MA R I O MA T H I E U **
LE A N D R O RO D R ¸ G U E Z ***

VI C T O R I A LA M B R U S C H I N I****

realidad económica 306 (2016)  pp. 77-103  ISSN 0325-1926



 78 realidad económica 306 (16.02/31.03.2017) ISSN 0325-1926
Adjustment in times of crisis: the case of Entre Ríos
(Argentina) during the Great Depression

The depth and duration of the global crisis of the 1930's ultimately caused the
reaction of the Argentine Government, which tested measures of State interven-
tion and comprehensive economic regulation. But depression and the Second
World War also interpellated the provincial governments, who had to navigate a
complex situation with very precarious theoretical and factual instruments. This
article discusses how the Entre Ríos government faced this problem, especially its
management of the contradiction that occurs in all major crises: the weakening of
the fiscal position of the State in a context of growing needs and demands by the
various social sectors. This involves making policy decisions about the distribution
of the costs of the crisis and the beneficiaries of state intervention. 'Who pays for
the crisis?' is the question that the State should respond. The way in which it was
done in Entre Ríos in the 1930's is the subject of this article, based on the mem-
oirs of the Ministry of Finance, Justice and Public Instruction of the time as a main
source of analysis.
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Introducción: Entre Ríos durante la Gran Depresión

“Para aquellos de nosotros que vivimos los años de la Gran Depresión todavía resul-
ta  incomprensible que la ortodoxia del mercado libre, tan patentemente desacredita-
da, haya podido presidir nuevamente un período general de depresión a finales de los
años ochenta y comienzos de los noventa, en el que se ha mostrado igualmente inca-

paz de aportar soluciones. Este extraño fenómeno debe servir para recordarnos un
gran hecho histórico que ilustra la increíble falta de memoria de los teóricos y prácti-

cos de la economía. Es también una clara ilustración de la necesidad que la sociedad
tiene de los historiadores, que son los recordadores profesionales de lo que sus conciu-

dadanos desean olvidar.”Eric Hobsbawm, Historia del Siglo XXLa provincia de Entre Ríos, que pese al golpe de estado de setiembre de1930 contra Hipólito Yrigoyen, no había sido intervenida, sería gobernadadurante la Década de los ’30 por la Unión Cívica Radical. Dentro de ésta erahegemónica, incluso desde antes de la división que se produciría en el ordennacional, la fracción “antipersonalista”, a la cual pertenecerían todos losmandatarios de la época, a excepción tal vez de Enrique Mihura (1939-1943)1. En Entre Ríos era particularmente poderoso el sector que luego seconvertiría en base del llamado Unionismo radical, de fuerte tradición liberalen lo económico. Esta pertenencia política resulta clave para explicar el roladoptado y las políticas implementadas por el Estado provincial en el perío-do.La crisis de los ’30 afectó severamente la situación socioeconómica provin-cial. No podía ser de otra manera en el marco de una economía vernáculasignada por la escasa diversificación productiva (“pastoril”, al decir de laépoca), la concentración de la propiedad de la tierra, las restricciones definanciamiento, el déficit de infraestructura (densidad y estado de vías férre-as, caminos y puertos) y el rezago tecnológico (Mathieu, Rodríguez,Lambruschini; 2015). Ello permite comprender tanto el cuadro general delas finanzas provinciales como ciertos objetivos de política de los gobiernoslocales de la época. Los datos de ese período muestran, con variacionessegún el año, una fuerte caída de las exportaciones, el valor de la tierra, lospréstamos bancarios, la producción agrícola y el stock ganadero2. Los pri-
1 El gobernador radical electo en 1914, Miguel Laurencena, adoptó una posición abierta-mente opositora a Hipólito Yrigoyen desde sus inicios como presidente de la Nación en1916. De hecho, separó al radicalismo local del nacional para formar la Unión Cívica RadicalPrincipista o Unión Cívica Radical de Entre Ríos, que lo llevó como candidato a presidente en1922, cuando perdió ampliamente contra Alvear. En 1924 los principistas entrerrianos for-maron parte del grupo de dirigentes que fundó la Unión Cívica Radical Antipersonalista.2 Véase Síntesis Estadística del Ministerio de Gobierno, 1933, 1936 y 1940; Biasizo 2015;Reula 1971 y compilación estadística  del Consejo Federal Inversiones (CFI).3 Diario El Litoral, editorial del domingo 24 de enero de 1943.
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meros años de la década (1931-33) y los inicios de la segunda guerra mun-dial (1939-1940), constituyeron probablemente los puntos más profundosde la recesión provincial. Además, al efecto propio de la depresión mundial,se sumó en Entre Ríos la acción de las plagas (langosta) y de la sequía (1933)que complicaron aún más el panorama productivo.Naturalmente, la crisis de las actividades rurales impactó sobre la dinámicapoblacional. Según Marcos Henchoz, en la década de 1930 la “provincia deEntre Ríos fue una de las más afectadas por el despoblamiento rural, quealcanzó hasta un 30% en algunas regiones sobre todo en el centro, norestey noroeste” (2012: 41). Por su parte, Filiberto Reula apunta que, debido a lacrisis, en Entre Ríos crecieron el desempleo rural y la migración hacia lasprovincias vecinas (Reula, 1971: 134). Todavía en 1943 el diario santafesi-no El Litoral se hacía eco del lamentable estado de la economía provincial,destacando el éxodo rural y la mendicidad en la ciudad de Paraná, y atribu-yendo parte de esta problemática al rezago industrial de la provincia3.El Estado no fue ajeno al escenario general. Las dificultades para manteneren orden las cuentas públicas ocuparon un lugar central en la agenda guber-namental de la etapa, como dejan traslucir invariablemente las Memorias delMinisterio de Hacienda, Justicia e Instrucción Pública. La política fiscal sedebatió en intentos más o menos vanos de equilibrar los gastos, los ingresosy las crecientes necesidades y demandas de los distintos sectores sociales.Sin embargo, los problemas de la Gran Depresión también fueron una opor-tunidad: la sanción de la Constitución Provincial de 1933 reconoció laimportancia de diversificar la estructura productiva, de canalizar el ahorrointerno hacia la producción y de asentar el régimen tributario sobreimpuestos directos. En el ámbito productivo, con la crisis también sefomentaron otras actividades, como la citricultura, la avicultura o el cultivodel arroz.A continuación reseñaremos cómo los gobiernos de la época fueron tra-tando de dar respuesta a los problemas que se suscitaron en la etapa encuestión, según consta en las Memorias preparadas para la HonorableLegislatura.
La concepción y las acciones del Gobierno provincial 
frente a la crisisLa dirigencia local de la época compartía en términos generales las con-cepciones económicas de quienes tenían las responsabilidades de gobiernoen el  nivel nacional. Entre estos últimos, el entonces ministro FedericoPinedo sostenía aún en 1940: “no creemos que sea posible ni conveniente

4 La arbitrariedad de las fechas que limitan el período informado por esta Memoria corres-
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cambiar las bases económicas del país. No pensamos en establecer la autar-quía. Tengo dichas sobre este punto palabras clarísimas y categóricas: nocreo que importar sea un mal, no tengo ninguna prevención por lo que sellama el carácter agrario de nuestro país: no creo que eso sea desdoroso,aunque en alguna parte de la literatura económica universal se considereque las masas agrarias, respecto de las industriales, estén en una situaciónde inferioridad” (Gerchunoff y Llach, 1998:147-148). En el debate parla-mentario en el que tres senadores radicales rechazarían sin embargo el PlanPinedo, desde la UCR se sostenían posiciones similares: “podrán caersetodas las chimeneas, pero mientras el campo produzca y exporte, el paísseguirá comprando lo que necesite, seguramente a precio inferior que eldeterminado por la Aduana para favorecer intereses creados (…) Vamos asentar un principio general. Bienvenidas las industrias naturales, y cuidadocon las artificiales” (Gerchunoff y Llach, 1998:146-147). A tono con estasideas, el Gobernador Luis Etchevehere (1931-1935), prometía al tomarposesión de su cargo hacer un “gobierno definitivamente agrario” (mensajede asunción a la Legislatura).En la provincia, la crisis de los ’30 resultó inesperada y profunda; sobretodo, al menos inicialmente, no se previó que la recuperación demandaríatanto tiempo y esfuerzo. En el mensaje de elevación a la Legislatura de laMemoria del Ministerio de Hacienda, Justicia e Instrucción Pública de laProvincia de Entre Ríos correspondiente al período 1 de octubre de 1930 al29 de diciembre de 1931 se alude a “un año de crisis que, por lo inesperadoy hondo, conmovió sensiblemente las fuentes de nuestra economía” 4. En laMemoria del año siguiente se apunta a la situación económica y financieracomo la causa por la cual no se han podido realizar obras mayores ni intro-ducir reformas en el sistema tributario como se tenía previsto. Se imputa ala crisis, cada vez más intensa, la alarmante disminución de la recaudacióntributaria, y se manifiesta que, a diferencia de otros países, la misma Nacióny otras provincias, que han elegido el “camino fácil” de aumentar los impues-tos, en Entre Ríos se optó por efectuar economías en el gasto para buscar elequilibrio, en rigor inalcanzable.Más allá de la afirmación discursiva, la Memoria de 1931 da cuenta de unlargo listado de cambios impositivos, por ejemplo, modificando los impues-tos de patentes y a la herencia, introduciendo el impuesto al ausentismo5,ponde al mandato del gobernador Herminio Quirós de la Unión Cívica Radical, quien asumeun día después del derrocamiento de Yrigoyen, el 1 de octubre de 1930, y se desempeña enel cargo hasta el 11 de septiembre del año siguiente, día en que fallece. En el período que vahasta el 29 de diciembre de 1931 su cargo es cubierto en función de la línea de sucesiónconstitucional. Ese día asumirá el nuevo gobernador electo, también de la UCR, LuisEtchevehere.5 Se trataba de un adicional a la contribución directa que penalizaba a los propietarios de tie-rras locales no residentes en la provincia, y por lo tanto no contribuyentes de otros gravá-menes locales. El adicional duplicaba el monto a pagar por parte de los propietarios no
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estableciendo el revalúo de las propiedades urbanas (cuando la crisis haríapensar en una caída de los valores inmuebles); e incorporando varios gravá-menes para sostener la actividad de Vialidad: adicional a la contribucióndirecta rural e impuestos a las naftas, a las transferencias de inmuebles, y alas concesiones de surtidores de nafta (el consumo ya estaba gravado), asícomo la patente automotor sobre vehículos que no pagasen en ciudades.Todo lo cual revela una fuerte contradicción entre la política deseable segúnel Gobierno y las exigencias de la gestión. Con el objetivo de aumentar losrecursos aparecen también proyectos de empréstitos, referidos casi invaria-blemente a la necesidad de consolidar las deudas flotantes emergentes deldesequilibrio fiscal.La Memoria de 1933 enmarca la evolución de la economía y finanzas públi-cas locales en el contexto internacional: “debíamos haber sido, en realidad,un simple elemento pasivo en el derrumbe de la vieja armazón de las finan-zas del mundo, toda vez que no fuimos actores en la causa gravitacional deesta caída (…)  Con todo, participamos, en forma agravada, por efectos defenómenos locales del empobrecimiento general que ha determinado impe-rativamente la transformación que se opera actualmente de los viejos siste-mas y conceptos en que descansaba el régimen financiero y económico delmundo civilizado” (Memoria 1933: 7).El colapso del sistema mundial deintercambios y finanzas internacionales en el que estaba inserto el país apa-rece así como la causa central de los problemas, a lo que se agregan local-mente la sequía y la plaga de langosta, para tornar más angustiante la situa-ción de la población de la provincia, mayoritariamente rural6.La deflación internacional, que afectaría fuertemente a los productos deexportación de la Argentina, se trasladaría al conjunto de la economía nacio-nal provocando en el primer quinquenio de la década de los ’30 una caída deentre un 12% a un 22% de los precios minoristas respecto de 1929. Los pro-ductores rurales, por su parte, enfrentarían una caída de sus precios de pro-ducción superior al 40%, como ocurriría particularmente con el trigo y losvacunos (Ferreres, 2010).

domiciliados en el país, o que estándolo se encontrasen ausentes del país desde más de unaño antes del vencimiento del impuesto; así, gravaba al rentista ausente cuestionando sucapacidad de obtener el mejor resultado productivo o reinvertir localmente la renta. Unaestimación gruesa arroja que la recaudación por este concepto rondaba por la época el 1%de los recursos totales.6 La Memoria de 1935, que resulta mucho más minuciosa y organizada que las anteriores,informa una población rural del 62% del total, señalando con preocupación la crecienteurbanización y proponiendo la colonización “para encauzar la población hacia la campaña”;en línea con la idea de la dirigencia política de una provincia eminentemente agropecuaria(Memoria 1935: 8).7 La tradición oral habla sin embargo de atrasos de hasta seis meses, según relatos escucha-dos en el departamento Paraná por el Director del proyecto de investigación sobre el cual
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En este marco, al considerar las condiciones de vida de la población entre-rriana, la Memoria de 1933 señala la caída de los precios y la falta de trabajocomo los factores gravitantes que colocan al productor en situación de fun-cionar a pérdida y al trabajador rural en condición de desocupado. Ya el añoanterior, en el marco de la promoción de un empréstito de $ 5 millones paraobras públicas, se apuntaba la necesidad de “proporcionar trabajo (…) a ungran número de obreros que sufre las consecuencias de una larga desocu-pación” (Memoria 1932:14). El Dr. Luis Rodríguez expresa claramente laprofundidad de la crisis en la Memoria del Ministerio de 1935: “nuestrosagricultores, en su mayor parte, se encuentran sumidos en la indigencia. Susherramientas desgastadas por una labor sin compensación, sus animales detrabajo inservibles, sin crédito en el comercio y amenazados constantemen-te por los acreedores. No están en mejor situación los ganaderos que (…)debieron liquidar las haciendas a precios mínimos. Por eso se observa, prin-cipalmente en el norte, una despoblación de los campos” (Memoria 1938:XXVII). En su tesis doctoral sobre la deuda pública y la economía de EntreRíos, el Dr. Jorge Malenoski sostiene a su vez que “un intenso drama econó-mico sacudió a esta provincia desde 1929” (Malenoski, 1943: 41). Un dramaprovocado, como se dijo, no sólo por la crisis mundial, sino también por lasplagas (langosta) y la sequía (1933).En la práctica, la crítica situación social se vería agravada por la acción delpropio Estado provincial, que retardaría el pago de salarios y promoveríadescuentos en los mismos, cuya devolución además se dilataría en el tiempo.Según la Memoria de 1931, la provincia contrató tempranamente, el 1 deoctubre de 1930, un préstamo para poner al día los salarios docentes, queregistraban tres meses de atraso. Los fondos finalmente se solicitaron alBanco de Italia, aunque sólo se cancelaron con ellos dos meses de deuda, des-tinando los recursos restantes a otros fines. Los atrasos salariales seríandesde entonces recurrentes y pasarían a engrosar la abultada deuda flotante,que serviría de fundamento para solicitar empréstitos varios, que sinembargo no siempre se aplicarían a resolver la situación.La Memoria de 1934 refiere gestiones para emitir títulos autorizados poruna ley anterior destinados a regularizar esa deuda flotante que incluía losatrasos salariales. También alude a disposiciones administrativas que priori-zan el libramiento de sueldos impagos, comenzando por el último adeudado,lo cual habla de al menos dos meses de atraso. La Memoria es más explícitaal mencionar que se “está en atraso permanente en el pago de los sueldos alos maestros” (Memoria 1934:16). En el mismo año, sin embargo, en virtudde la ley 2.981 de junio de 1934, se establecieron reducciones en los sueldosde los empleados de los tres poderes del Estado y del Consejo General deEducación, organismo autónomo, así como en los haberes de jubilados ypensionados, con descuentos que iban del 6% para los ingresos menoreshasta el 21% para los mayores. La norma, que buscaba legitimarse en la
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deflación imperante, disponía que esos descuentos serían devueltos en laforma y término que la Legislatura lo estableciese, obviamente por otranorma sin plazo de sanción previsto. Entre julio de 1934 y setiembre de1935 se les retuvieron a los funcionarios y empleados del Estado más de $ 700 mil, y a los maestros $ 337 mil, en total más de $ 1 millón.Al inicio del ejercicio 1935 se adeudaban a los docentes más de cuatromeses de sueldo, obligaciones que se regularizarían durante ese año a par-tir de una ley de conversión de deuda. Los cinco primeros años de la décadatranscurrieron con atrasos salariales declarados de entre tres a cuatromeses7. Las Memorias de la época abundan en agradecimientos a la dedica-ción de los maestros y consideraciones sobre la difícil situación que sopor-tan. Aunque también resaltan el costo de las suplencias, sobre las cuales seecha un manto de sospecha poniendo en cuestión los certificados médicosque justifican las ausencias. En cualquier caso, el recorte del gasto salarial yla reprogramación compulsiva de las deudas por este concepto –de gravesefectos sobre los empleados, los maestros y la población escolar– se trans-formarían de hecho en una forma de financiamiento regular del Estado pro-vincial en el marco de la crisis. La máxima de ‘evitar el “camino fácil” deaumentar los impuestos’ a la que aludía la Memoria de 1931 parecería nohaber sido aplicable a los salarios de los empleados públicos.La situación económica empezaría a revertirse recién a partir de 1934. LaMemoria de ese ejercicio reseña que “el proceso de la crisis económicageneralizada en todo el país a partir de 1930, ha iniciado su descenso, enforma igualmente general, según se infiere del acrecentamiento notable delas actividades del trabajo y del intercambio comercial. Entre nosotros es evi-dente la reacción operada desde el año pasado por efecto natural, del éxito dela producción agrícola y de las condiciones más ventajosas en que las tareasrurales han podido realizarse. Tal circunstancia parece ser un indicio segu-ro de que aquel estado de cosas tiende a desaparecer y con él la situación depenurias económicas y financieras que han perturbado tan hondamentedurante un lustro, el curso regular de la administración pública” (Memoria1934:7).El discurso oficial daba cuenta así de una recuperación de la actividadeconómica que, entendía, abarcaba a todo el país. Lo cual se correspondecon diferentes estimaciones del PIB para esos años, que muestran una recu-peración a partir de 1933, si bien los niveles de actividad de 1929 no sealcanzarían hasta 1935 (Ferreres, 2005:228). Lo que resulta polémico yse basa este artículo. La situación habría obligado a los maestros y empleados públicos adescontar sus salarios impagos en el almacén de ramos generales, que oficiaba muchasveces de acopiador de cereales y financista zonal, con quitas que llegaban hasta el 50 porciento.8 Al respecto es elocuente la Memoria de 1931: “el productor está entregado a la voluntad depocos compradores, que formando un frente único y poseedor de un poderoso organismo
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debe ser puesto en tela de juicio respecto de la visión oficial es que la recu-peración haya resultado de un “efecto natural”.De hecho, a partir de 1933 desde el Gobierno nacional comenzarían aimplementarse distintas intervenciones, que se irían ampliando con losaños, debido a que ‘el ajuste natural de los mercados’ no había arrojado losresultados esperados. Respecto de ellas no hay mayor registro en lasMemorias provinciales, a excepción de la preocupación por los nuevosimpuestos, que son señalados como un camino que no se está dispuesto arecorrer, aunque se recorre en los hechos. Se deploran particularmente losnuevos tributos nacionales a los réditos y a las ventas, que se interpretancomo avances sobre facultades propias de las provincias, que además creanuna doble o triple imposición. Al respecto se resalta que “la perturbacióneconómica y financiera originada por el cumplimiento de las leyes quecrean esos impuestos es extraordinaria por su magnitud y funesta por susconsecuencias” (Memoria 1933:12). Al año siguiente, como se verá másadelante, la postura se volvería más pragmática.En la Memoria de 1935 se advierte un cambio significativo en la forma y elcontenido de la presentación, como así también en la concepción de las res-ponsabilidades y efectos de la intervención gubernamental: “lentamente seopera la organización económica de la provincia, con la influencia prepon-derante de la acción estadual. Se notan pocos bríos en la iniciativa privada,para el desarrollo de la economía, por medio de la diversidad y perfecciona-miento progresivo de la producción y su manufactura. Pero esa atonía secompensa por la preocupación de los poderes públicos que propenden poruna legislación adecuada a transformar nuestra economía casi pastoril”(Memoria 1935:9). Hay aquí una convicción más firme respecto del rol quecabe al Estado en materia económica y a la manufactura como vía parasuperar la economía agropecuaria, de carácter puramente pastoril en laprovincia, según la propia Memoria.En este nuevo marco se plantearía la necesidad de reorganizar la produc-ción y promover la transformación industrial de las materias primas.Aunque también se seguiría insistiendo –la idea está presente en lasMemorias desde 1931 en adelante– en otros objetivos vinculados con eldesarrollo agropecuario, como el nucleamiento de los productores, prefe-rentemente en organizaciones cooperativas, para mejor defender los preciosde sus productos ante la concentración de las empresas comercializadoras8;la colonización, para favorecer la transformación de los arrendatarios enproductores propietarios; la diversificación productiva; la enseñanza formalfinanciero y comercial, manejan caprichosamente el mercado mundial” (Memoria 1931:11)9 Hasta la construcción de las grandes obras en los años ’60 Entre Ríos tuvo obstáculos natu-rales para su comunicación con el resto del país y el Uruguay. A ello hay que sumar que la
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en materia agropecuaria; la distribución de semillas por parte del Estado ycampañas contra las plagas.Así, en el nivel global, prevalecería la visión de una economía agropecuaria,complementada a lo sumo con la industrialización de las materias primaspor ella generadas. Esta posición, que por lo demás el radicalismo tambiénsostenía en términos generales en el ámbito nacional, sería la que guiaría laspolíticas públicas del Estado provincial en la década de los ’30. Esto proba-blemente haya sido un factor determinante de la ampliación de la brecha pre-existente en el desarrollo industrial de Entre Ríos respecto de otras provin-cias de la región pampeana que se registró por esos años.
Las nuevas funciones del Estado provincialEl cambio en la concepción sobre el rol económico del Estado, tanto en losniveles local como nacional, trajo aparejadas nuevas funciones por parte deéste. En el caso del Estado provincial se podría decir que existió un verdade-ro programa tendiente a la diversificación agrícola de la actividad económi-ca. Esta peculiaridad estuvo marcada por dos hechos significativos. Por unlado, el relativo aislamiento de la provincia debido a las condiciones geográ-ficas naturales, pero también a la insuficiencia y deficiencia de la infraes-tructura de comunicaciones9. Por otro, la continuidad político-institucionalya que, como se dijo, al no sufrir la intervención federal en la década de los’30, Entre Ríos registró un extenso período que va desde 1914 a 1943 congobiernos de la Unión Cívica Radical. Esto último explicaría también que lapolítica ante la crisis por parte de la dirigencia local haya respondido “a unaconcepción de desarrollo, que si bien es agrario y agroindustrial, no propen-de a un modelo rentístico, ausentista y no inclusivo”, sino que, entre otrosaspectos, reserva un lugar privilegiado a la cooperación de los productoresy a la acción del Estado (Biasizo, 2015: 49).En este cuadro, algunas políticas específicas evidencian una clara intenciónde intervenir desde el Estado a fin de promover el desarrollo productivo: lacreación del Banco de Entre Ríos, el apoyo financiero al frigoríficoGualeguaychú y el plan de colonización pública.La creación del Banco de Entre Ríos (1935) no sólo formó parte de un pro-grama económico más general, sino que coronó un extenso período de tra-bajo respecto del crédito agrícola. Si bien los objetivos y funciones del bancofueron cambiando a lo largo de los distintos planes y proyectos presentadosdesde al menos diez años antes, se mantuvo siempre como eje de la misiónMesopotamia permaneció relativamente al margen de la expansión ferroviaria en sumomento más álgido, mientras que el tránsito interno por la red caminera provincialdependía fuertemente de las condiciones meteorológicas (Biasizo, 2015).10 Bernardino Horne fue ministro de Hacienda de la provincia entre 1931 y 1935, diputadonacional entre 1936 y 1940, reelecto en 1942; y ministro de Agricultura de la Nación a par-
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institucional la cuestión del crédito agrícola. El banco era concebido comoun actor que debía llenar un vacío respecto de las necesidades del desarrolloagrario entrerriano y no sólo en el marco de la crisis, sino también en unorden más general. En la concepción de sus promotores, entre los que desta-ca Bernardino Horne, la orientación hacia la actividad crediticia por parte delos bancos resultaba hasta cierto punto inevitable, pero el carácter público–al menos parcial– de la institución, garantizaba que la política de créditofuese concebida más como un servicio público y un instrumento de promo-ción social que como medio para la obtención de lucro10. Así, el Banco deEntre Ríos era pensado como una forma de apuntalar fundamentalmente eldesarrollo y la diversificación agrícola provincial. A tono con las ideas domi-nantes en el Gobierno, no se lo consideraba en cambio como un instrumen-to para impulsar también un proyecto de industrialización local.La creación definitiva del Banco de Entre Ríos se produjo en mayo de 1933mediante la sanción de la ley 2.949. La nueva institución surgió como unasociedad anónima con capital a integrarse 50% por el Estado provincial y50% por accionistas particulares. La parte pública provendría del capitallíquido de los bancos agrícolas del Estado, las participaciones accionarias ylas utilidades correspondientes al Estado en los bancos agrícolas mixtos, y unaporte extra que se concretaría en cuotas anuales; mientras que la partici-pación privada se haría por suscripción directa de acciones. La Memoria delaño 1934 da cuenta detallada de las dificultades y obstáculos enfrentadospara organizar el funcionamiento efectivo del banco, cuyo directorio provi-sional “resolvió postergar la organización de la institución en vista de ladeprimente situación económica que impedía (…) realizar acciones e incor-porar los bancos agrícolas que por la ley deben concentrarse en el Banco deEntre Ríos” (Memoria 1934: 17). Así, el Directorio definitivo –con predomi-nio público– se constituyó recién en 1934, y no fue hasta 1935 que se lanzóla suscripción pública de acciones por parte del sector privado, con unaextendida y fuerte campaña en toda la provincia que se reiteró en el tiempo;el aporte de capital fresco por parte del Estado también se organizó reciénmediante un decreto de abril de 1935.La actividad del Banco de Entre Ríos incrementó fuertemente el volumendel crédito al sector agropecuario entrerriano, entre otras cuestiones por-que eliminó las garantías de propiedad inmueble para el otorgamiento depréstamos productivos, impulsó un cambio en la actitud de los gerentes yreforzó las líneas especiales para pequeños y medianos productores. En1943 los arrendatarios habían alcanzado una participación del 29,7% en eltotal del crédito otorgado. En la década de 1940 surgieron además líneas detir de 1958, bajo la presidencia de Arturo Frondizi.11 De las 43.744 cabezas faenadas ese año sólo 34.889 corresponden a la provincia (Memoria1931: 15). 
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crédito específicas para la compra de tierras, a la vez que se eliminó la inter-mediación, permitiendo la vinculación directa de los productores con elbanco (Biasizo, 2015: 96).Otro ejemplo significativo del nuevo rol promotor del Estado provincial sevincula con la ganadería vacuna, y en particular a los aportes públicos reali-zados al Frigorífico Gualeguaychú. Éste había sido creado a partir de unaasamblea de hacendados del Litoral convocada en la localidad del sur pro-vincial en 1923. La actividad ganadera del país había acusado fuertemente lacrisis mundial de la posguerra, que además de deprimir los precios habíadesencadenado una serie de medidas proteccionistas que habían afectado alcomercio internacional de productos primarios. En particular, es importan-te recordar que el país debió enfrentar el cierre de su principal mercado deexportación, Gran Bretaña, luego de la creación del Nuevo Commonwealthen la Conferencia de Ottawa de 1932. Como es sabido, el país logró convertireste bloqueo en una restricción cuantitativa al año siguiente mediante el lla-mado Pacto Roca-Runciman, aunque a un altísimo costo para los interesesnacionales. En este marco, los hacendados locales se habían vuelto a dividir,como en otras ocasiones, entre criadores e invernadores, según sus vínculoscon el pool de los frigoríficos extranjeros que controlaba el mercado local ytambién la logística internacional del comercio de las carnes argentinas. Loscriadores, cuyos intereses eran lesionados por los acuerdos entre los inver-nadores y los frigoríficos para deprimir la cotización del ganado de cría, esta-ban particularmente interesados en la creación de frigoríficos nacionalesque limitasen el poder monopólico de la industria extranjera.En la Memoria de 1931 el Gobierno provincial describe el apoyo a esteemprendimiento, destacando tanto el financiamiento de la actividad como lapropia participación accionaria del Estado en la empresa. Allí también secelebra el acierto de la fundación del frigorífico, que por la época procesabauna cantidad de cabezas superior a la producción local11 a la vez que impul-saba un proceso de selección del rodeo al concentrarse su producción en el
chilled, es decir, en la técnica del enfriamiento. Ésta demandaba carnes demayor calidad, lo cual también tenía un impacto indirecto sobre la agricultu-ra, en la medida en que exigía el refinamiento de las pasturas. A la vez, seinforma sobre la disposición del Gobierno a colaborar con la CompañíaSaladeril de Concordia, a la cual se le había acordado el otorgamiento de unagarantía pública, si bien la misma no había llegado a concretarse por razo-nes ajenas a la empresa y también al poder ejecutivo. En el mismo docu-mento el Gobierno se compromete a “seguir de cerca el desarrollo de estasempresas, asignándoles la importancia que tienen para el litoral, bajo elpunto de vista de la colocación de sus productos y para el país, desde que ellas
12 Este Fondo estaba constituido por un impuesto por litro de nafta, el derecho de concesión desurtidores, un adicional sobre las propiedades rurales, un porcentaje del mayor valor de las
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dan la experiencia y el conocimiento exacto de lo que es el negocio de car-nes, que hasta ahora ha estado en manos de empresas extranjeras”(Memoria 1931: 16).En 1934, a pesar de las dificultades financieras y administrativas que debie-ron ser sorteadas, la faena total alcanzó las 75.618 cabezas, de las cuales35.778 correspondían a la provincia de Entre Ríos, 11.502 a la de BuenosAires y 28.338 se habían efectuado por cuenta de la Saladeril de Concordia.Al respecto, se celebra el acuerdo de colaboración alcanzado entre ambasempresas entrerrianas a partir del contrato obtenido por la firma concor-diense para el suministro de carnes al ejército italiano, destacando que esavinculación pasajera “deja abierto el camino a futuros posibles entendi-mientos y combinaciones de negocios” (Memoria 1934: 45). El intento defortalecer la actividad del frigorífico no contó con el apoyo del Gobiernonacional. Las Memorias del Ministerio de Hacienda señalan las infructuosasgestiones realizadas por el Gobierno local para ampliar la cuota de exporta-ciones de carnes a Inglaterra. Las necesidades regionales quedaron sinembargo subordinadas a los intereses del tradicional monopolio de las car-
nes, que pareciera haber ejercido un lobby más efectivo sobre el Gobiernonacional.Tal vez la política más ambiciosa encarada por el Estado entrerriano a par-tir de los años ’30, incluso más allá de sus resultados efectivos, haya sido la decolonización agropecuaria de parte del territorio provincial. En septiembrede 1933, y con el antecedente de otros proyectos más rudimentarios presen-tados bajo los gobiernos de Marcó y Mihura, el Poder Ejecutivo envió a lalegislatura provincial un proyecto de Colonización Oficial, que se convirtióen la ley 2.895 de Transformación Agraria al año siguiente. En la presenta-ción del proyecto el ministro Horne explicaba la concepción subyacente:“colonizar no consiste sólo en dividir tierras para adjudicarlas a quienes lastrabajan. Hay que crear además todos los medios que permitan a los pro-ductores trabajar y vivir bien y confortablemente” (Biasizio, 2015: 88).En el mensaje de elevación del proyecto se especificaban también comoobjetivos de la norma “radicar al sembrador en tierra propia, orientar suesfuerzo hacia las formas más productivas del trabajo y provocar el adveni-miento de una explotación integral y científica de la tierra, aboliendo lacorruptela de la monocultura”. Para ello se preveía a su vez “terminar con lachacra y empezar con la granja, que impone el empleo de la capacidad totaldel (trabajador) agrario y su familia, y que los aferra sentimentalmente alhogar propio”. La granja era concebida así como una modalidad de explota-ción que permitía alcanzar varios objetivos de manera concomitante: hacerun uso integral y más eficiente de la tierra, diversificar la producción, gene-rar empleo y fomentar el arraigo de la población en su lugar de origen. 
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El papel reservado al Estado comprendía en este marco varias funciones.La principal era la de actuar como intermediario entre el propietario quevendía y el colono que compraba la tierra; una particularidad de la coloniza-ción oficial en Entre Ríos era justamente que se concretaba mediante elacceso a la propiedad de la tierra, y no bajo otras modalidades de tenenciacomo la del uso, el usufructo o alguna forma de enfiteusis. En este sentido, lanorma garantizaba el derecho definitivo sobre la propiedad mediante pagosanuales a lo largo de 15 años, que no podían superar el costo de un arren-damiento. Esta ventaja, sin embargo, tenía condiciones: los colonos debíanabocarse a una explotación mixta de la tierra (tipo granja), poblar y trabajarpersonalmente su lote (se tendía a restringir el trabajo asalariado en elagro), y atender las instrucciones emanadas del Consejo Agrario Provincialrespecto de la limitación de ciertos cultivos. Para impedir la especulación seprohibía el método de la licitación para la compra de tierras y se estipulabaque el colono no quedaba liberado de sus obligaciones en beneficio delcolectivo aun cuando precancelase sus pagos.Para concretar los demás objetivos, la norma también creaba el menciona-do Consejo Agrario, organismo de representación mixta (de los poderes eje-cutivo y legislativo, el Banco de Entre Ríos, la Federación de Cooperativas ylos colonos beneficiarios) que tenía a su cargo la elaboración de los planes decolonización, su control y orientación, así como el asesoramiento para lacompra de tierras y otras cuestiones técnicas. Cada colonia, por su parte,debía tener un Consejo de Colonos que actuase como “gobierno técnico” yrepresentase a los pobladores en los temas de interés común; y una coope-rativa, como forma de organización básica de la producción, el consumo y lacomercialización de los productos. En el plano productivo, y manteniendo ladiversificación de las actividades de las granjas, se promovía la especializa-ción de las colonias según su ubicación, el tipo de sus tierras, sus colonos ysu producción en general. Así surgirían orientaciones a la lechería, la pro-ducción oleaginosa, la fruticultura o cultivos más tradicionales como el trigo,el lino y el maíz. El Poder Ejecutivo coadyuvaba al funcionamiento de lascolonias una vez creadas mediante el adelanto de insumos y herramientas detrabajo a los colonos necesitados, y también del impulso a la educación gene-ral y particular. En efecto, cada colonia debía reservar un predio para unaescuela rural –además de otras instalaciones colectivas que se proyectasen–en la cual debía proveerse educación adaptada al medio y a los valores coo-perativos, tal como lo disponía la ley de enseñanza del cooperativismo de1934. A partir de la sanción de la ley y hasta principios de los años ’50 se crearonen Entre Ríos un total de once colonias oficiales: cuatro bajo el gobierno deEtchevehere (1931-1935), dos en el de Tibiletti (1935-1939), cuatro en el deHéctor Maya (1946-1950) y una en el de Albariños (1950-1952). El Censo
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de Granjas de 1942 da cuenta de la evolución de las primeras colonias oficia-les, donde habitaban 496 familias (394 de nacionalidad argentina) y 4.127personas. Las actividades de las mismas comprendían un amplio espectroque incluía a la agricultura, la lechería, la ganadería bovina y porcina, la avi-cultura, la apicultura, la producción citrícola y de otras variedades de cultivosfrutales, entre otros (citado en Biasizo, 2015: 92-93). 
Las finanzas públicas provincialesDurante el período analizado, 1929 a 1940, las cuentas públicas de la pro-vincia reflejaron cabalmente la crisis económica general: el déficit públicoosciló entre el 3,1% y el 19,4% de los gastos totales, promediando algo másdel 10% anual en ese período (cuadro 1). Aquí se observa sin embargo uncomportamiento diferente entre los dos quinquenios de la década: mientrasen el primero el salto en el déficit se explica principalmente por la caída delos recursos, que es acompañada por un intento de reducción o al menosmoderación del gasto; en la segunda se caracteriza por aumentos de las ero-gaciones que superan de manera creciente el incremento de los recursos.Así, la brecha máxima se observa hacia el final de la serie, en los inicios de laSegunda Guerra Mundial, en los años 1939 y 1940, en los que los gastos cre-cieron casi un 24% en tanto los recursos lo hicieron en menos de un 4%. Enel año 1939 se produjo un fuerte incremento de los gastos (23,6%), que nofue acompañado por los ingresos, los cuales apenas crecieron un 3,1%, por-centaje muy bajo en relación con el aumento extraordinario de los recursosregistrado el año anterior (22,5%). Al año siguiente los gastos virtualmentese congelaron, pero los recursos también se estancaron, por lo que el déficitmantuvo su nivel. En este cuadro, la amplitud del déficit siguió el derroterode la crisis: se profundizó año tras año en el período 1929-1933, luegomejoró levemente en 1934-1936, para volver a incrementarse en los iniciosde la Segunda Guerra Mundial.Las Memorias del Ministerio de Hacienda reflejan plenamente estos resul-tados, alejados del equilibrio presupuestario deseado por las autoridades dela época. Inicialmente, los mismos intentaron atribuirse al optimismo en laestimación previa de los recursos, que habría alentado autorizaciones degastos excesivas respecto de los recursos efectivamente recaudados. Enperíodos siguientes se refirió también la necesidad de atender a un sistemaeducativo en crecimiento, la insuficiencia de las tarifas para financiar los ser-vicios sanitarios en Gualeguay, Gualeguaychú y Victoria, y el desarrollo detrabajos de vialidad, para los cuales el fondo específico no resultaba sufi-ciente. Más adelante directamente se abandonaron los intentos de justificarlos déficits. En la Memoria de 1937 se argumenta que “las causas de los défi-cits son siempre las mismas” y se enumera entre ellas los quebrantos de larecaudación (sobreestimación de recursos), la operación de los servicios
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Cuadro  1. Recursos, Gastos y Resultados de Entre Ríos. En miles de pesos corrien-
tes

Fuente: Memorias del Ministerio de Economía de la Provincia, Síntesis Estadística y Malenoski,
1944. Respecto de los recursos, se trata de lo efectivamente percibido, neto de los descuentos
realizados por el Gobierno nacional.

Gráfico  1. Déficit Fiscal y Volumen del Comercio

Fuente: Memorias del Ministerio de Economía de la Provincia, Síntesis Estadística y Malenoski,
1944. Respecto de los recursos, se trata de lo efectivamente percibido, neto de los descuentos
realizados por el Gobierno nacional.

Año
Recursos Gastos

Resultado
Resultado /
Gastos %$ Var % $ Var %

1929 14.745 15.662 -917 -5,9
1930 15.403 4,5 16.415 4,8 -1.012 -6,2
1931 16.483 7,0 18.036 9,9 -1.553 -8,6
1932 15.059 -8,6 17.167 -4,8 -2.108 -12,3
1933 13.388 -11,1 15.788 -8,0 -2.400 -15,2
1934 14.458 8,0 16.060 1,7 -1.602 -10,0
1935 15.059 4,2 16.064 0,0 -1.005 -6,3
1936 15.523 3,1 17.322 7,8 -1.799 -10,4
1937 16.574 6,8 19.290 11,4 -2.716 -14,1
1938 20.302 22,5 21.028 9,0 -726 -3,5
1939 20.937 3,1 25.982 23,6 -5.045 -19,4
1940 21.080 0,7 26.016 0,1 -4.936 -19,0
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sanitarios de los mencionados departamentos, el déficit del sistema previsio-nal, la devolución de descuentos de emergencia previos, el combate a la lan-gosta, los subsidios (en especie) a agricultores sin recursos y “el aumentoincesante” del presupuesto educativo (Memoria 1937: 16). En cualquiercaso, los desajustes permanentes entre los gastos y la recaudación fuerongenerando sucesivas deudas flotantes, luego consolidadas a través de sendosempréstitos. Debe señalarse, además, que la autonomía del Consejo de Educación, de laDirección Provincial de Vialidad y del organismo de Obras Sanitarias, pro-bablemente favoreció los déficits crónicos en los presupuestos de estos orga-nismos, aunque la Administración Central también mostró cuentas en “rojo”.El desempeño fiscal de los entes autónomos no se consolidaba contablemen-te con el resto del presupuesto público, en algunos períodos incluso nisiquiera se incorporaban los movimientos financieros respectivos en lasMemorias; pero terminaba revelándose cuando la Administración Centraldebía hacerse cargo de sus desequilibrios, casi siempre apelando al endeu-damiento. De todas formas, los desequilibrios anuales acumulados no alcanzan aexplicar el incremento de la deuda, que creció a una tasa vertiginosa. En1930 el Estado entrerriano debía $ 21.551.754, lo que representaba el 140%de su ingreso anual. Para 1942 la deuda total ascendía a $ 69.063.261, alcan-zando el 277% de los recursos (Memoria del Ministerio de Hacienda de1946, capítulo XVIII). En el caso de esta última fecha habría que agregar lasdeudas con el Gobierno nacional, que en el año 1943 sumaban $ 16.042.771(Malenoski, 1944:106)En este marco, como se dijo, el Gobierno apuntó inicialmente a realizareconomías, en contradicción con las exigencias de gasto implícitas en sunuevo rol, asumido más por necesidad que por convicción. En cualquiercaso, y pese a los esfuerzos llevados a cabo, los gastos se ubicaron sistemá-ticamente en niveles mayores, como consecuencia del tipo de servicios queatendían (administración, justicia, educación, seguridad). También en estecaso las apelaciones a la necesidad de bajar los gastos fueron desaparecien-do de las rendiciones de cuentas con el pasar de los años. Para la provincia, uno de los efectos más significativos de la GranDepresión en materia fiscal fue sin dudas el nacimiento del Régimen deCoparticipación Federal de Impuestos. Debido a la caída de la recaudación delos gravámenes sobre el comercio exterior provocada por la crisis, el Estadonacional avanzó en la creación de nuevos impuestos, principalmente a losréditos y a las transacciones, así como en la ampliación de los impuestosinternos. Como se dijo, el Gobierno de Entre Ríos inicialmente se opuso, porentender que se producía imposición múltiple y se avanzaba sobre las auto-nomías provinciales, pero pronto viró hacia el pragmatismo para discutir
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los criterios de distribución propuestos por la Nación para repartir los fon-dos entre la jurisdicción nacional y las provincias.Los nuevos impuestos a las transacciones (1931) y a los réditos (1932)resultaron insuficientes para financiar al sector público nacional. Así, tam-bién se sancionaron la unificación de los impuestos internos (ley 12.139), latransformación del impuesto a las transacciones en impuesto a las ventas(ley 12.143), y la prórroga del gravamen a los réditos (ley 12.147), todo elloa fines de 1934 para entrar en vigencia al inicio del año siguiente. Las tresleyes contemplaban un mecanismo de distribución entre la Nación, lasProvincias y la Municipalidad de Buenos Aires, ante la derogación de gravá-menes similares a los impuestos internos por parte de las provincias y lasfacultades impositivas concurrentes en los otros impuestos; dando inicio aun régimen legal que regularía la coparticipación de recursos entre laNación y las Provincias.Los impuestos internos se habían establecido en jurisdicción nacional en1891 y si bien se había dispuesto que fueran por un tiempo determinado(un ejercicio), pasados cuarenta años de vigencia se consideró oportunoestablecer un régimen permanente, que fue dictado por la ley 12.139. Comola concurrencia de facultades respecto de los impuestos internos acarreabaproblemas de doble imposición, para evitarla se planteó la unificación enjurisdicción nacional y un régimen para distribuir la recaudación respecti-va, que se concretaría en una ley convenio que luego deberían ratificar laslegislaturas provinciales.Con respecto a la distribución de los fondos, el régimen disponía un com-plejo mecanismo que contemplaba por separado la situación de aquellos tri-butos a los consumos que habían reemplazado a los derogados por las cator-ce provincias adherentes. Éstas verían reconocida una participación con-junta igual al promedio de la recaudación efectiva de 1929-1933 incremen-tado en un 10%, mientras que la distribución inicial entre provincias seharía en función de la recaudación efectiva de cada una de ellas. Esta partici-pación iría disminuyendo gradualmente hasta desaparecer de la base de dis-tribución al cabo de diez años; como contrapartida, la detracción pasaría aser repartida entre el conjunto de las catorce provincias, desde el 10% el pri-mer año hasta el 100% al décimo año, según la población de cada una de lasmismas. La ley 12.139 fue concediendo entonces progresivamente mayorimportancia a la distribución según población, fijando reglas de juego parael largo plazo.Respecto a los otros impuestos, a las ventas y a los réditos, también se plan-teó un régimen de coparticipación, pero que resultó mucho más simple: laparte de Nación fue establecida en el 82,5% y la del conjunto de provinciasen el 17,5% (distribución primaria). La distribución entre las provincias(distribución secundaria) se estableció a su vez sobre la base de cuatro pro-
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rrateadores: 30% según la población, 30% de acuerdo con los gastos pro-vinciales presupuestados para 1934, 30% conforme con los recursos perci-bidos por cada provincia en el año anterior, y el 10% restante según la por-ción del impuesto a distribuir recaudado en cada provincia.Las autoridades entrerrianas plantearon inicialmente un fuerte rechazofrente a estos cambios, del cual da cuenta la Memoria de 1933, en la que elministro Bernardino Horne alude a la “funesta” y “extraordinaria” perturba-ción económica y financiera originada por la nueva normativa (Memoria1933: 12). Allí se agrega también que para la provincia se planteaban efec-tos desfavorables, con los contribuyentes dando prioridad al pago de esosimpuestos y postergando el cumplimiento de sus obligaciones con el fiscolocal, por temor a citaciones y ejecuciones. A la vez, se informa la decisión delGobierno provincial de estudiar la doble o triple imposición creada, no acep-tando la propuesta del Gobierno nacional de realizar anticipos sobre larecaudación de esos impuestos, en resguardo del principio de autonomíaprovincial. Al año siguiente, el mismo ministro informa la prórroga hasta1944 del impuesto a la renta, expresando respecto de la participación de lasprovincias que “la desproporción en la cuota de adjudicación es evidente. LaNación retiene para sí la casi totalidad de los ingresos y entrega a lasProvincias una parte ínfima. El impuesto a la renta –impuesto directo– es unrecurso exclusivamente de pertenencia de los gobiernos locales, según eltexto expreso de la Constitución Nacional” (Memoria 1934: 55). En la mismaMemoria también se detalla una serie de superposiciones impositivas “deextrema gravedad” producidas por el mencionado impuesto respecto de lacontribución directa, el régimen de ausentismo y la ley de patentes de la pro-vincia.En 1935, habiendo cambiado el equipo de gobierno, el nuevo ministro delárea, Dr. Luis M. Rodríguez, concede al tema aún mayor relevancia; en laMemoria de ese año le dedica un capítulo entero titulado “Teoría y Prácticadel sistema rentístico de la Constitución Nacional”. El mismo comienzadiciendo que “conforme a las disposiciones de la ley nacional 12.147, pro-mulgada en enero de 1935, se prorrogó hasta el 31 de diciembre de 1944 lavigencia del impuesto a los réditos establecido por la ley 11.682, asignándo-se la Nación el 82,5% del producido de ese gravamen y a las provincias yMunicipalidad de Capital Federal sólo se les otorgó el 17,5%. Esta distribu-ción constituye una irritante injusticia.” (Memoria 1935: 22). En este marco,efectúa un reclamo por el impuesto, ya que, siendo provincial la potestad desu recaudación, la Nación sólo podría recurrir al mismo en situacionesextraordinarias, reconociendo sin embargo que ése había sido el caso en1932, cuando se produjo la sanción de la ley 11.682. A continuación, seinforma que durante el año 1935 la provincia debió haber recibido algo másde $ 520.000, pero sin embargo percibió menos de $ 35.000, habiéndoseleretenido el 93% restante “para abonar el servicio de amortización e intere-
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ses de la deuda externa de los bancos garantidos” (Memoria 1935:22/23). Sealude asimismo a errores aritméticos en el cálculo de la distribución y adiversas cuestiones legales que habrían perjudicado a la provincia frente aotras.La Memoria de 1935 también da cuenta de que la Nación retuvo en eseejercicio más de $ 35.000 en concepto de impuesto a los réditos que debíanabonar los funcionarios públicos de Entre Ríos, no obstante lo cual continuóapremiándolos por el mismo concepto. Asimismo, se denuncia que laDirección de Impuesto a los Réditos exige a los tenedores de títulos de ladeuda provincial el pago del impuesto referido, cuestión que se entiende “enabierta contravención con claras y expresas disposiciones de la Ley funda-mental” (Memoria, 1935:23), por afectar también la facultad de emitir deudapor parte de la provincia. El capítulo finaliza condenando que “por lo expues-to es fácil inferir que el poder central lesiona la autonomía financiera, basey fundamento de la autonomía política. Así es dable observar las finanzasnacionales prósperas en medio de la pobreza del Fisco provincial. Será pre-ocupación fundamental del Gobierno interponer recursos amistosos o lega-les para que cese un sistema que, en caso de persistir, llevará a la ruina elandamiaje que sostiene el régimen federal del gobierno instituido por laConstitución Nacional” (Memoria 1935:23). En definitiva, el surgimiento de la coparticipación federal de impuestos enel contexto de la depresión de los años ’30 dio inicio a una larga tradiciónsegún la cual, cuando sobreviene una crisis económica, el Estado nacionaltiende a avanzar de un modo u otro sobre los recursos de la provincia.
Los recursosEn los primeros años de la década analizada, el impuesto inmobiliario (lacontribución directa rural y urbana y el adicional por ausentismo) explicamás de una tercera parte de los recursos totales, y sumando el impuesto depatentes (antecesor de actividades lucrativas, luego ingresos brutos) y losimpuestos sobre alcoholes, tabacos y naipes se llega a más del 80% del total(un prorrateo de los impuestos atrasados y sus multas mejora la participa-ción de estos gravámenes que se observa en el cuadro de composición por-centual). Hacia el final del período el impuesto inmobiliario pierde participación demanera significativa, reduciéndose asimismo la contribución de patentes enun 50%. El impuesto a los sellos, que aportaba entre un 11 y un 12% (aquídifícilmente hubiese montos significativos en concepto de atrasos), dismi-nuye su aporte a un 8%. El Fondo de Vialidad12, una creación que respondemismas no creado por mejoras, las patentes de automotores no radicados en ciudades, y elproducido de algunas multas.
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a la transformación del sistema de transportes, promedia un 9% de los recur-sos para los años 1931 a 1940, mientras que el impuesto a la herenciamuestra una participación oscilante entre el 2,1% y el 5,8% del total. Larecaudación de los impuestos directos provinciales (patentes y herencia) semantiene estancada en el período, reduciéndose su participación en el totalde los ingresos de un 38% de la recaudación en 1929 a un 26% en 1940. Losrecursos del sistema previsional, por su parte, muestran un salto a partir delaño 1938, explicado principalmente por la suba en la alícuota de los aportespersonales de los docentes, que sin dudas eran el grupo más numeroso den-tro del empleo público. En términos generales, entonces, el avance de ladécada muestra una pérdida de progresividad del régimen de percepción derecursos del Estado provincial, particularmente con una participación decre-ciente de los impuestos directos más importantes recaudados por la provin-cia, que no llega a ser compensada por los provenientes del Régimen deCoparticipación Federal. De hecho, los aportes nacionales, que al inicio eran discrecionales y pocosignificativos –generalmente adoptaban la forma de una subvención nacio-nal al sostenimiento del sistema escolar provincial– se aproximan al 28% deltotal hacia el final del período, absorbiendo la anterior participación de losimpuestos internos a partir del desarrollo del sistema de coparticipación.Pero de aquella cifra 20 puntos porcentuales corresponden a los impuestosinternos, siendo acotada la participación de los impuestos a los réditos y a lasventas, que en los años 1936 a 1940 aportan sólo el 3,5% de los recursostotales. A lo dicho sobre la progresividad, hay que agregar entonces que lacreación del Régimen de Coparticipación Federal, lejos de representar unamejora en la percepción de recursos para la provincia, constituyó más bienun cambio cualitativo en el que Entre Ríos vio recortado su control sobre losingresos. Ello principalmente debido al peso que ya tenían los impuestosdirectos en la provincia en el período anterior a la crisis. Adicionalmente, la asimetría de poderes implícita en el Régimen deCoparticipación dio lugar desde sus inicios a arbitrariedades por parte de lajurisdicción federal que afectaron significativamente a la provincia. En efec-to, Entre Ríos arrastraba un pasivo con la Nación desde 1899, originado enun convenio por la deuda externa de los bancos garantidos. En tales circuns-tancias, la coparticipación fue un recurso eficaz para que la Nación se cobra-se mediante deducciones compulsivas los importes que estimaba corres-pondían a amortizaciones e intereses por aquel concepto. En el curso de1935 la retención, efectuada como se dijo sobre los fondos del impuesto a losréditos, ascendió a $ 485.495, más de la mitad del total lo que Entre Ríosdebía percibir en concepto de subvenciones y coparticipación federal. En
13 En las exportaciones se incluyen las ventas al resto del país y al exterior.
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ese mismo año se produjeron las deducciones por el impuesto a los réditosque debían pagar los funcionarios provinciales. Estas retenciones forzosasmotivaron una revisión del citado convenio, sobre el cual la provincia habíahecho un reclamo por errores en el cálculo del monto adeudado.
Los gastosLa información disponible en las Memorias, que lamentablemente en elcaso de las erogaciones es sustancialmente inferior en cantidad y calidad,muestra que el gasto público nominal del Estado provincial creció un 15%

Cuadro 2. Recursos de la provincia de Entre Ríos. En miles de pesos corrientes

(1) Inmobiliario, de acuerdo con la denominación actual incluye: contribución directa rural y
urbana y el adicional por ausentismo.
Fuente: Memorias del Ministerio de Economía de la Provincia correspondientes a los períodos
1931 a 1940. 

Recurso /
Ejercicio

1929 1930 1931 1932 1933 1934 1935 1936 1937 1938 1939 1940

Inmobilia
rio (1)

4.802 5.221 5.193 4.934 4.479 4.301 4.013 4.086 4.268 4.503 4.636 4.679

Alcoholes,
tabacos y
naipes

2.989 2.755 2.395 1.789 1.375 1.621 145 - - - - -

Patentes 2.438 2.392 2.465 1.483 1.619 1.513 1.475 1.487 1.633 1.786 1.821 1.789

Sellos 1.776 1.728 1.968 1.770 1.482 1.338 1.261 1.266 1.499 1.722 1.757 1.759

Fondo de
Vialidad

- - 1.517 2.102 1.197 1.224 1.257 1.172 1.485 1.765 1.811 1.729

Impuesto
a la
Herencia

730 715 606 430 643 443 815 906 344 758 734 784

Aportes y
contribu-
ciones
previsio-
nales

490 614 753 646 520 748 644 810 779 1.382 1.774 1.674

Impuestos
atrasa-
dos, mul-
tas y
otros 

1.370 1.378 1.286 1.455 1.398 2.895 4.999 2.104 2.923 4.054 2.692 2.809

Subvención
Nacional /
Copartici-
pación

150 600 300 450 675 375 450 3.692 3.643 4.332 5.712 5.857

Totales 14.745 15.403 16.483 15.059 13.388 14.458 15.059 15.523 16.574 20.302 20.937 21.080
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entre 1929 y 1931, luego cayó casi un 13% acumulado hasta 1933, para vol-ver a crecer de modo sostenido hasta 1940. Así, en general el gasto públicose mantuvo e incluso creció de forma significativa en términos reales si seconsidera la deflación imperante. Sin embargo, en 1934 el gasto público por habitante en Entre Ríos era un24% inferior al promedio de las provincias (Porto, 2004: 27). Más allá de lanecesidad de hacer frente a ciertas contingencias (combate de plagas), larelativa rigidez del gasto público al comienzo de la década parecería haberderivado de las limitadas funciones que cumplía el Estado provincial por laépoca. De hecho, el peso del gasto público sobre la actividad económica enEntre Ríos era muy bajo a inicios de los ’30. Si se toma como indicador de lamisma el monto en pesos moneda nacional de las exportaciones provincia-les (promedio 1931-1932), se aprecia que el gasto público apenas consti-tuía un 4% del valor exportado13. Otro indicador del restringido peso econó-mico del Estado es la relación entre el gasto público y el saldo de los depósi-tos bancarios: en una economía de muy baja bancarización, en 1936 porcada peso moneda nacional de gasto público se registraban 4 pesos de depó-sitos (Síntesis Estadística 1936 y Memoria 1936). Sin embargo, cabe desta-car que el sostenimiento de las erogaciones estatales en un contexto de caídade la actividad económica tendió a incrementar el peso del sector público enla economía. Con respecto a la clasificación funcional del gasto, otra vez la informaciónresulta poco detallada. A grandes rasgos se puede decir que entre el 68% y el70% del gasto corría por cuenta de la Administración Central, no pudiéndo-se desagregar sin embargo las finalidades de administración gubernamentaly seguridad de los llamados servicios económicos, ya que las partidas res-pectivas comprendían las funciones de gobierno, justicia, policía, serviciopenitenciario, administración pública, registro civil y archivo, pero tambiénde promoción económica. En segundo lugar, entre un 22% y un 24% del pre-supuesto público era explicado por el Consejo General de Educación, evi-denciando la relevancia clave en la época de la función educativa en relacióncon los parámetros actuales. Por último, el 6% al 8% restante correspondíaa la actividad de la Dirección de Vialidad, que sin dudas se consolidó en elperíodo como un servicio clave del Estado provincial.En cualquier caso, el gasto más importante siguió siendo durante toda ladécada el de personal. Esto aun cuando, según puede inferirse de lasMemorias, el salario del empleo público provincial no parecía ser muy hol-gado en relación con el costo de vida. Los docentes, por ejemplo, que puedenser considerados como personal calificado, percibían en 1933 una remune-ración nominal media bruta de alrededor de $ 150 por mes (estimado sobrela base a la Memoria 1933: páginas 15, 117 y 126), en un cuadro en el que
14 Respecto del costo de vida de la época, es especialmente interesante el artículo de Cecilia
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“los alquileres, la carne, la leche, la calefacción, todo se mantiene como en elmejor de los tiempos…” (El Diario de Santa Fe del 4 de febrero de 1933). Yaen 1930 –según el mismo diario– la suma de $ 150 apenas alcanzaba paracomer a una familia tipo14.La limitada información disponible alcanza apenas para concluir que, adiferencia de los recursos, durante el período de referencia no parece haberhabido grandes cambios en la composición o en la magnitud del gasto públi-co provincial en relación con la actividad económica local. 
ConclusionesLa Gran Depresión dejó al desnudo con particular crudeza los problemasque habían signado a la economía provincial durante su largo período deestancamiento relativo, iniciado a fines del siglo XIX, en el momento de augedel Modelo Primario Exportador en la Argentina. La matriz productiva local,comparativamente poco diversificada (primarizada), el aislamiento geográ-fico, las brechas de infraestructura y el rezago tecnológico, constituían difi-cultades estructurales que el Estado entrerriano no estaba en condiciones deafrontar, incluso antes de la Gran Depresión.El comienzo de la crisis golpeó así fuertemente a la economía provincial. Adiferencia de otros distritos en los que el proceso de concentración pobla-cional en grandes ciudades y de urbanización en general ya habían impulsa-do un cierto desarrollo industrial ad-hoc en las décadas previas; las condi-ciones para una reorientación de la actividad económica se presentabanmás distantes y complejas en Entre Ríos. Para empeorar las cosas, la teoríaeconómica y los criterios de manejo de las finanzas públicas de la época noconstituían herramientas adecuadas para las nuevas circunstancias, por loque la intervención pública estuvo marcada por una importante cuota deinercia y aproximación por prueba y error15.De hecho, en los primeros años de la década, el esfuerzo del Gobierno local,por su orientación social pero también por una errónea caracterizaciónsobre los alcances de la crisis, se dirigió a promover la diversificación agrí-cola. Unos de los principales beneficiarios de esta política fueron lospequeños y medianos productores rurales, algunos de los cuales inclusolograron mejorar su situación y acceder a la propiedad de la tierra que tra-Briones Lanata: Methodological revision of the cost of living index of the city of BuenosAires, 1933-1945. Estatística e Sociedade, Porto Alegre, pp.24-41, N° 2 nov. 2012.15 Lo mismo ocurría, sobre todo en los años iniciales de la Gran Depresión, tanto en el ordeninternacional como nacional, sin perjuicio de los “keynesianos” antes de Keynes, incluidoHipólito Yrigoyen y su caracterización de la política fiscal compensatoria (Rapoport;2000:151). 
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bajaban en el transcurso de la década. Al mismo tiempo, especialmente laspolíticas seguidas en relación con la ganadería bovina y la industria de lacarne, tuvieron como destinatarios privilegiados a los sectores más podero-sos y tradicionales de la provincia, dedicados históricamente a esta actividad.En cambio, no hubo en general políticas destinadas a atender la situaciónparticular de los sectores trabajadores rurales y urbanos, que quedaronlibrados a su suerte en el marco de la depresión económica. Algunos años más tarde, habiéndose finalmente acusado recibo de la natu-raleza de la crisis y de las transformaciones estructurales que la misma esta-ba impulsando en el orden global, el Gobierno provincial terminó recono-ciendo la necesidad de promover la industrialización. Sin embargo, esteobjetivo fue acometido con una ambición restringida fundamentalmente aldesarrollo de las llamadas “industrias naturales”, es decir aquellas basadassobre la elaboración de la producción primaria local; y sobre todo, con unavariedad y calidad limitada de instrumentos de política económica. En ambos períodos se entendió que el Estado debía asumir un rol impor-tante. Pero, sobre todo en lo que respecta al cambio estructural, las nuevasfunciones fueron abordadas en la práctica con contradicciones y mucho depragmatismo. Una razón –y a la vez un reflejo– fundamental de ello fue queel Estado provincial enfrentó serias limitaciones presupuestarias para sos-tener su funcionamiento y acometer sus nuevas tareas, lo cual se manifestóen niveles de déficit y endeudamiento crecientes. Durante la década de los ’30, el Gobierno entrerriano logró mantener losniveles del gasto público, cumpliendo así un papel importante especialmen-te en materia de educación y organización jurídica. Pero la estructura delgasto no sufrió grandes cambios, y particularmente no se reorientó a aten-der las necesidades sociales más urgentes, que eran sin dudas las de los sec-tores trabajadores rurales y urbanos. En el caso de los recursos, la recauda-ción provincial se estancó durante el período (salvo en los años 1931 y 1932cuando cayó), mientras que los tributos directos (que gravan la riqueza) fue-ron perdiendo incidencia en el total. Sacando algunos adicionales al impues-to inmobiliario, no se crearon nuevos impuestos destinados a gravar a loscontribuyentes que estaban en mejores condiciones relativas de tributar. En este cuadro, desde el Estado nacional, lejos de compensar la situación setendió a agravarla: más allá de cierto apoyo puntual en algunos programas(como el combate de plagas), los efectos locales más importantes de su inter-vención se vincularon con la detracción de recursos y la pérdida de progre-sividad tributaria que implicó el surgimiento del Régimen deCoparticipación; los descuentos compulsivos por las deudas impositivas yfinancieras previas (bancos garantidos); y la defensa de los intereses delmonopolio de los frigoríficos extranjeros en perjuicio de la planta de
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Gualeguaychú (cuota de carnes).Considerado globalmente, entonces, el intervencionismo del Estado entre-rriano en la Gran Depresión tuvo por beneficiarios privilegiados a los gru-pos sociales poseedores, y sobre todo a los más poderosos; además fuefinanciado con déficits crecientes, que se afrontaron mediante el endeuda-miento público que, como es sabido, es uno de los principales recursos parala valorización del capital ocioso en el marco de toda crisis. En el punto máscrítico de la depresión, no dudó en apelarse al recorte y el retraso en el pagode los salarios de los empleados públicos, que de por sí ya eran bastante exi-guos (lamentablemente, no sería la última vez que se echaría mano a talesmecanismos de financiamiento). Así, más allá de los discursos y las declaraciones de preocupación por lospobres y desheredados reflejados en las Memorias, las decisiones concretasdel Estado provincial configuraron una situación en la que el aporte de losgrandes propietarios fue poco significativo, sobre todo en relación con susposibilidades relativas, mientras que el grueso de los costos económicos ysociales fueron afrontados por los sectores desposeídos, especialmente porlos trabajadores rurales y urbanos. El estudio del caso de Entre Ríos durantela Gran Depresión revela entonces que el ajuste frente a la crisis fue descar-gado principalmente sobre los trabajadores. En definitiva, en comparación con otras jurisdicciones, el Estado entrerria-no tal vez haya encarado objetivos y funciones, a la vez que apelado a herra-mientas, relativamente ‘creativas’ y novedosas para la época durante la déca-da de los ’30. Sin embargo, ello no obstó para que, al igual que en el  nivelnacional, en Entre Ríos se haya replicado el mismo patrón de un Estado connuevas funciones, pero dirigidas esencialmente a la atención de los interesessociales de los mismos beneficiarios de antaño. Habría que esperar a la déca-da siguiente para cambios más radicales en la orientación económica ysocial de la intervención pública.
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El presente artículo identifica y describe las diferentes dimensiones concep-
tuales del Valor Agregado (VA), desde su versión “en origen”, a los efectos de
facilitar la puesta en común de las distintas estrategias de intervención en el
territorio traccionadas desde los organismos públicos con injerencia en el
Sistema Agroalimentario y Agroindustrial, particularmente aquellas desplega-
das desde el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA).
Las dimensiones descriptas hacen foco en: i) lo distributivo y lo redistributivo
de cada iniciativa de agregado de valor; ii) el rol del sector privado y el públi-
co en la gestión de innovaciones; y iii) los sujetos productivos sobre los cuales
gravitan estos procesos de desarrollo. Como propuesta integradora se ofrece
una matriz de iniciativas de agregado de valor, en la cual se definen seis cate-
gorías, ejemplificadas con casos de estudio.
Finalmente, se pone a consideración la necesidad de armonizar la divergencia
de objetivos de política pública que promueven el VA y que enfatizan la susti-
tución de importaciones, la soberanía alimentaria y económica, el desarrollo
local y la priorización de ciertos complejos productivos.
Palabras Clave: Valor Agregado - Innovación - Sujetos Productivos -
Reposicionamiento
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Added value at its source as agri-food, agri-industrial
development policies

In the current paper, the different dimensions related to the concept of added
value (AV), in its “initial” version, are identified and described. The purpose is to
facilitate disciplinary dialogues among the various intervention strategies in the
area, managed from public organizations that intervene in the agri-food and agri-
industrial system, particularly those deployed in the National Agricultural
Technology Institute (INTA). 

The above-mentioned dimensions focus on the following aspects: (i) the distrib-
utive and redistributive aspects of added value; (ii) the role of the private and the
public sectors in the management of innovation; and (iii) the productive subjects
over which these development processes gravitate. As an integrative proposal, a
matrix of value addition initiatives is proposed, in which six categories are defined,
each of which is exemplified with case analyses. 

Finally, the need to harmonize the divergence of public policy objectives that
promote AV and emphasize the replacement of imports, food and economic sov-
ereignty, local development, and the prioritization of certain productive complex-
es is put into consideration.

Keywords: Added Value - Innovation - Productive Subjects – Repositioning
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1. IntroducciónEn el Sistema Agroalimentario y Agroindustrial, la expresión ValorAgregado (VA) nos remite semánticamente hacia distintas interpretaciones,las cuales cobran sentido en el contexto que se verbalizan y por quiénes sonapropiadas. Así conviven interpretaciones políticas, económicas y coloquia-les, que necesitan ser retraducidas al momento en que el interlocutor seesfuerza por una mayor precisión conceptual.La etimología la da la economía, y así se constata en la definición más gené-rica. De acuerdo al Diccionario de la Lengua Española (Real AcademiaEspañola, 2015), se entiende por Valor Agregado o Añadido: (el)“Incremento del valor de un producto durante las sucesivas etapas de su pro-ducción o distribución”.En principio, esta descripción no peca de certera pero sí de reduccionista,ya que la misma evita dar cuenta de todas las dimensiones que posibilitan laconstrucción de un concepto más orgánico, y que dispara nuevos interro-gantes. Específicamente, ¿qué rol le cabe al Estado en su promoción?Durante el pasado reciente, la versión del “Valor Agregado en Origen”(VAO) ha sido el leitmotiv detrás de las diferentes políticas públicas que abo-gan por el desarrollo local a través del fomento de actividades económicas debase agropecuaria con eje en la industrialización de materias primas.Ante esto, el objetivo del presente artículo es identificar y describir las dife-rentes dimensiones conceptuales relativas al VA, a los efectos de facilitar lapuesta en común de las distintas estrategias de intervención en el territoriotraccionadas desde los organismos públicos con injerencia en el SistemaAgroalimentario y Agroindustrial. La propuesta emergente hace pie en lasacciones desplegadas desde el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria(INTA).
2. Reciente institucionalización del valor agregado en origen En términos de políticas públicas y desarrollo, el impulso de “agregar valor”ha sido, en general, adjudicado al mundo de la producción y a través de laspolíticas de industrialización implementadas. En países como la Argentina,dada su matriz productiva de base agropecuaria, la reflexión sobre el desa-rrollo siempre trajo aparejado el rol de las materias primas pampeanascomo punto de partida. Entre las motivaciones contenidas en el fomento de la industria nacional, sereconocen, entre otras, la sustitución de importaciones, la soberanía y auto-nomía económica y/o alimentaria, la priorización de ciertos sectores pro-ductivos, y el desarrollo local; pero éstas se han balanceado según el contex-
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to histórico y político-institucional. Por ejemplo, estas divergencias han sidonotorias al sopesar las propuestas industrialistas del “Plan Pinedo”, losPlanes Quinquenales Peronistas (Primer y Segundo) o el impulso desarro-llista de Frondizi de finales de los ’50.Durante el último lustro, en el marco de diferentes programas de apoyo ala industria nacional, el VA ha sido el protagonista, cobrando forma particu-lar en su versión “en origen”. Detrás de esta expresión se replantea el víncu-lo agro, industria y Estado, y se enfatiza el desarrollo de las comunidadesmediante el procesamiento local de las materias primas. Asimismo, se abogapor la participación de los sujetos agrarios y agroindustriales, en forma aso-ciativa, para que emprendan este proceso.Formalmente, desde distintos estamentos públicos ha sido reconocida estaimpronta del desarrollo. En el  nivel nacional, se creó durante el año 2012(decreto 168/2012) la Subsecretaría de Agregado de Valor y NuevasTecnologías, en la órbita del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca. Lasáreas temáticas involucradas incluyen agroalimentos y agroindustria, agro-energía, financiamiento, gestión ambiental y biotecnología, las cuales enfa-tizan la generación de alternativas para el agregado de valor en origen,industrializando el medio rural y multiplicando la oportunidades para desa-rrollar emprendimientos productivos.A posteriori de la asunción del gobierno nacional en diciembre del año2015, y como parte del organigrama del nuevo Ministerio de Agroindustria,se jerarquiza la anterior Subsecretaría, elevándose su rango a Secretaría.Esta repriorización de la temática, traducida en la denominación delMinisterio, da cuenta entre sus objetivos (decreto 32/2016), “… generar lascondiciones necesarias para el emprendedor que procure invertir en nue-vas agroindustrias en el lugar de origen de la materia prima y para aquellaspequeñas y medianas industrias que deseen integrarse en la cadena de valoragroindustrial”. Las Secretarías que la componen se estructuran en torno dealimentos y bebidas y bioindustria.En el nivel provincial, como caso particular, es de destacar la ley VIII-0850-2013 sancionada en San Luis en el año 2013, denominada “Fomento al ValorAgregado en Origen en el Sector Agropecuario”. En la misma se expresataxativamente en el artículo 2º que “…se entiende por Agregado de Valor enOrigen, la transformación de la producción primaria a través de un procesoindustrial o semi-industrial, que tiene como resultado otro producto o sub-producto final con características propias que lo individualizan”. Además, seidentifican como beneficiarios los pequeños productores o emprendedores.A diferencia de otras etapas sociohistóricas, en esta oportunidad, la institu-cionalización de esta versión del VA ha sido consecuencia del accionar deotros actores del ámbito estatal que con antelación a los estamentos guber-namentales, nacionales y provinciales, favorecieron su difusión.
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Particularmente, el INTA ha jugado un rol central como promotor de estavisión del desarrollo. Si bien su espacio natural de actuación es la ciencia y la técnica, y la pro-ducción agropecuaria y no la industrial (caso cierto del Instituto Nacional deTecnología Industrial -INTI-), desde el año 2006 gestiona y ejecuta proyectosde investigación y extensión con eje en el valor agregado agroalimentario yagroindustrial. De hecho, es desde el INTA que se acuña originalmente el tér-mino “valor agregado en origen” (Bragachini, 2010).Entre las razones que asisten a comprender este proceso de promoción einstitucionalización del VAO, se identifican la dinámica de crecimiento delsector primario agropecuario y la generación de renta excedente, particu-larmente en la región central de nuestro país; el entendimiento de que estarenta económica responde a procesos genuinos de innovación más allá delciclo de precios de los commodities; que los emprendimientos productivos debase local motorizan procesos de redistribución de renta en el interior delpaís favoreciendo la desconcentración productiva; el consenso entre actorespúblicos y privados respecto de la necesidad de modificar el posicionamien-to de la Argentina como proveedor internacional de materias primas y final-mente, el intento de consolidar la soberanía alimentaria y la generación detrabajo genuino con base sobre la actividad agroindustrial.
3. Dimensiones analíticas del valor agregado agroalimentario
y agroindustrialLos aspectos reseñados visibilizan el énfasis con el cual está siendo abor-dada la temática desde diferentes ámbitos estatales. Sin embargo, dada laamplia conceptualización sobre lo contenido dentro del VAO, emergen algu-nas dimensiones aún no precisadas. Éstas hacen referencia a los procesosemergentes de reconfiguración de las cadenas1 agroalimentarias y agroin-dustriales a raíz de nuevos emprendimientos de VA, la gestión y transferen-cia de las innovaciones de propiedad pública o privada que explican par-cialmente o totalmente dichos emprendimientos, los sujetos productivos quese priorizan en el territorio y el conjunto de actividades económicas que losmismos desarrollan en el Sistema Agroalimentario y Agroindustrial. A conti-nuación se profundiza en las dimensiones.

3.1. Lo retributivo y lo redistributivoUsualmente, al promoverse desde el Estado el desarrollo de iniciativas deesta naturaleza, se recoge sólo una cara de la moneda, ya que se reconoce el
1 Por motivos expositivos, el término “Cadena” y “Trama” se utilizan de manera indistinta enel trabajo.  
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aspecto retributivo del fenómeno; es decir, la “creación” de valor (homólogoal “agregado”), y se deja de lado el aspecto redistributivo que atañe a proce-sos de reasignación de renta económica dentro de las tramas productivas.En la misma línea, se entiende que el agregado de valor se sucede dentro delos límites políticos de nuestro país, dado que si así no fuera se estaría impor-tando trabajo externo, que precisamente es lo que no se pretende. Ergo, loque importa es crear valor, transformando materias primas y en nuestroterritorio nacional (con trabajo local).Estos aspectos cobran sentido cuando se analiza el posicionamiento de laArgentina, o de sus empresas, en las cadenas agroalimentarias y agroindus-triales, tal el caso de la soja, maíz, limones, peras y manzanas, por citar algu-nas. Puntualmente, la configuración de la estructura de gobernancia dedichas cadenas se caracteriza por la existencia de un subconjunto de actoresmultinacionales que definen coordinadamente sus estrategias de acción yque controlan la faz industrial y comercial (Gereffi, 1999; Humphrey, 2006;Altenburg, 2007; Lee et al, 2010). La situación de la cadena de la soja escla-rece los argumentos.Desde el año 2004 han surgido cuantiosos emprendimientos agroindus-triales PyMEs, en su mayoría constituidos por productores primarios inte-grados, dedicados al procesamiento en origen de granos de soja sobre labase de tecnología de extrusado-prensado (E-P), otrora utilizada por lasgrandes empresas de crushing. En el año 2011, estas 400 PyMEs procesaronconjuntamente 4,2 millones de toneladas de granos de soja, obteniendo acei-te crudo y expeller (PRECOP, 2012). Esto representó aproximadamente, el11,2% del total de granos procesados por la industria en 2011.Frente a esto, y en el marco de la configuración de esta trama en laArgentina, emerge el interrogante: ¿es una iniciativa sustentada sobre elagregado de valor? La respuesta tiene varias aristas, en función de conside-rar los granos de soja propiamente dichos o los productos elaborados a par-tir de ellos (expeller y aceite crudo). Probablemente, las grandes industrias hubiesen transformado esos granosal ser aún marginal lo que representa lo procesado por las PyMEs de E-P enrelación con el total de la industria, aunque la cuestión aquí radica en los pro-ductos elaborados. Por el lado del aceite crudo, sus propiedades no difierende aquel obtenido por extracción por solvente; pero por el lado del expellerel panorama se modifica. Este producto presenta propiedades diferencialesque lo distinguen de la harina de soja, debido a la tecnología utilizada para suelaboración2. 
2 De acuerdo con la Norma XIX: 317/99 (Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca yAlimentación –SAGPyA, 1999), se entiende por subproductos oleaginosos a los residuossólidos resultantes de la extracción industrial del aceite de granos oleaginosos obtenidos por
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Tales propiedades, entre otros factores, han permitido que estas PyMEsdesarrollen nuevos mercados y canales comerciales para el expeller, ligadoscon tramas productivas de enclave regional y/o local. Del total comercializa-do por éstas en el mercado interno durante 2014, los tambos representan el35%, los criaderos de cerdos el 20%, los feedlots el 15%, los productores aví-colas el 10%, las industrias de balanceados el 8%, y el 12% restante es con-sumo propio de los socios de las PyMEs de E-P en actividades primarias(Juan et al, 2015).Como primera reflexión, esto nos da la pauta para plantear una relevantedistinción en el ámbito del VA: iniciativas de Creación de Valor (CrV) e ini-ciativas de Captación de Valor (CaV). Mientras que en la obtención del expe-ller se materializa un proceso de agregado de valor (nuevo producto y mer-cado), en la producción del aceite crudo se constata un proceso de captaciónde valor (producto homólogo, sustituto perfecto, mismo mercado). En esteúltimo caso existe un desplazamiento parcial de las grandes industrias acei-teras por parte de las PyMEs en cuestión, en la elaboración de aceite crudo.Como señalan Castellano y Goizueta (2011a), de mantenerse la dinámica decreación de nuevas PyMEs de E-P e incrementarse así la cantidad de granosde soja procesados en origen, es muy factible que se presenten tensionessobre la estructura de gobernanza de la cadena, principalmente con las gran-des industrializadoras de procedencia transnacional.Este es uno de los principales aspectos que deben ser visibilizados, en elmarco de la política pública de promoción del VA. Las iniciativas de agrega-do de valor no sólo se explican por la viabilidad económica-financiera,intrínseca a cada una, sino por los factores que gobiernan las tramas en lasque se insertan, tales como el nivel de concentración de la industria o lasescalas mínimas técnicas requeridas.Resta un tercer elemento, ligado con la sustentabilidad de los procesos pri-marios y agroindustriales, que abre un nuevo espacio de reflexión. La pro-ducción de biodiésel de base vegetal requiere como materia prima directa,entre otras, el aceite crudo de soja. Su producción es objeto de política públi-ca de promoción desde la sanción de la ley 26.093 (año 2006) y su decretoreglamentario 109/2007, en los que se establece el marco normativo para eluso y la producción sustentable de los biocombustibles producidos a partirde materias de origen agropecuario, agroindustrial o desechos orgánicos.Los proyectos que se presentan en el marco de ésta son priorizados en rela-ción con los siguientes criterios: promoción de las pequeñas y medianaspresión y/o disolvente. Los mismos se denominan expeller cuando son obtenidos por pre-sión (tecnología de prensa continua), y harina de extracción cuando se obtienen por la apli-cación de un disolvente (tecnología de extracción por solvente). Si bien el proceso de extru-sado es menos eficiente para la obtención de aceite, el expeller obtenido da cuenta de unmayor aporte energético y de ácidos grasos esenciales para los rumiantes.
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empresas, promoción de productores agropecuarios y promoción de laseconomías regionales. Hasta aquí, expresión pura del VA, en su versión “en origen”. Pero, ¿si elaceite utilizado como materia prima no fuese aceite crudo de soja sino acei-te usado de girasol proveniente de restaurantes? ¿Es diferencial el costo deoportunidad económico y ambiental, según cada caso? Esto hecha luz sobreotro aspecto a considerar en las iniciativas de creación o captación de valor,y como arriba se señaló, se conecta con la sustentabilidad medioambiental.A modo de referencia, herramientas como el Análisis de Ciclo de Vida oindicadores como la Huella de Carbono y la Huella Hídrica sirven de enlace.Frank et al (2014), realizan un completo análisis de la Huella de Carbono enla agroindustria argentina, para la cadena de Soja, Girasol, Trigo Maíz yLácteos, y para ello estiman la cantidad de Gases de Efecto Invernadero (GEI)emitido en las diferentes instancias o eslabones que las componen. Para elcaso de la soja, cuantifican para la etapa de procesamiento las emisionescorrespondientes, remitiéndose a la tecnología de extracción por solvente.Seguramente, la cantidad de CO2 emanada por las PyMEs que utilizan tec-nología de extrusado-prensado para el procesamiento de granos de sojapuede que no sea la misma que generan las grandes del crushing, si se pro-pone que dichas PyMEs de E-P avancen hacia nuevas actividades como laproducción de biodiésel sobre la base del aceite obtenido.De este modo, se pueden repensar las iniciativas de agregado de valor, entérminos de la Preservación de Valor (PV). Es decir, sea de creación o decaptación de valor la iniciativa, este aspecto permite complementar la dimen-sión retributiva y redistributiva y dota de mayor información a los tomado-res de decisiones ante el escenario de promoción desde el sector público delVAO, sea el INTA u otro organismo estatal.
3.2. Lo privado y lo públicoExiste otro concepto que por añadidura se ubica detrás del VA, resultandoser en reiteradas oportunidades la base sobre el cual aquél se edifica: laInnovación3. La literatura sobre la temática es profusa y conocida, pero aquíinteresa rescatar la dinámica del vínculo público-privado y la generación derenta económica que la innovación moviliza. Para tal tarea, el concepto deSistema Nacional de Innovación (SNI), atribuido originalmente a Lundvall(Freeman, 1997) facilita el encuadre. En la acepción más amplia del SNI se lo define como todo aquello que afec-ta la capacidad y actitud innovativa, y las posibilidades de innovar en un
3 Aquí se entiende por innovación “… a la búsqueda, descubrimiento, experimentación, desa-rrollo, imitación y adopción de nuevos productos, procesos o formas organizacionales”(Dosi, 1988)
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espacio nacional, siendo el eje el reconocimiento de lo interactivo del proce-so entre los actores y los espacios relacionados con el proceso tecnológico(Pérez, 1996). En este ámbito, los Organismos Públicos de Ciencia y Técnicason partícipes insustituibles, particularmente en las fases seminales de lainvestigación, que además conllevan probabilísticamente los mayores nive-les de riesgo.También es cierto que, en muchas ocasiones, el impulso inicial que trac-ciona hacia una innovación puede ser identificado. O sea, quiénes son losactores del SNI que movilizan la red tecno-económica, y que enrolan a losrestantes actores e intermediarios implicados (Callon, 2001). Como señalaMazzucato (2014), “…a pesar de las percepciones habituales, el Estado hasido extremadamente proactivo y emprendedor en el desarrollo y la comer-cialización de nuevas tecnologías”. La autora, además, enfatiza que enmuchos casos las inversiones públicas se han convertido en “regalos” a lasempresas privadas, que finalmente generan muy pocos beneficios (directoso indirectos) para la economía o el propio Estado, y que enriquecen a aque-llas.En la situación de la cadena de la soja han sido las PyMEs de E-P las prota-gonistas del pulso de la innovación, más allá del acompañamiento desde elINTA en cuanto a receptar sus problemáticas. Por ejemplo, los ensayos rea-lizados a los fines de protocolizar procesos y estandarizar productos (elexpeller) o la articulación con las cámaras empresariales provinciales quenuclean a estas PyMEs.En cambio, en otras situaciones, el pulso proviene desde el Estado y desdeahí se erige una lógica diferencial del SNI. El INTA, como organismo deCiencia y Técnica, genera básicamente dos clases de tecnologías. Por un lado,aquellas definidas como Bienes Públicos que son de ágil transferencia, fácil-mente apropiables y de naturaleza aplicada para los actores del territorio(por ej. tecnologías de manejo de un rodeo de cría o invernada). La cuestióncentral que los distingue es que no se requiere de la intermediación de acto-res privados para su disponibilidad en el medio productivo.Por otro lado, el INTA también desarrolla tecnologías que se presentan ensu fase embrionaria o experimental, y que demandan la articulación con elsector privado para que puedan ser materializadas como innovaciones.Cabe citar semillas, alimentos funcionales, vacunas para sanidad animal, etc.La consecuencia es que estos actores privados se establecen como el vectoral territorio, ya que intervienen como responsables de completar el desarro-llo de la innovación y deciden la modalidad de transferencia. Hasta aquí, estosBienes Privados no presentan inconvenientes.Sin embargo, surgen cuestiones inquietantes: ¿cuál es el valor socioeconó-mico de dichos bienes privados?, ¿por qué razón se transfieren a un privado
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innovaciones en estado experimental en vez de hacerlo en otra instancia dedesarrollo? El argumento que justifica la reflexión es que son bienes gene-rados por el esfuerzo conjunto de la sociedad (recursos públicos) y apro-piados económicamente por terceros privados, a razón de la modalidad conla cual son transferidos.Si bien estos cuestionamientos no son percibidos como tales, dado que elsector público requiere de la asistencia de dichos actores (convenios conlaboratorios para desarrollar una vacuna, o con semilleras para el mejora-miento genético, o con agroindustrias para alimentos funcionales), lo que síes necesario es precisar el impacto y alcance de dichas innovaciones (laspotenciales rentas económicas) de modo de guardar para sí la potestad deconducir los patrones de innovación (el SNI), y por ende, del VA, hacia aque-llos que se pretende priorizar. Un ejemplo del sector de sanidad animal loilustra. Durante el año 2014, INTA registró la propiedad de la vacuna contra laLeucosis Bovina Enzoótica (LBE), invención fruto del trabajo de investiga-dores del Instituto de Virología de Castelar. La patología en cuestión afectaprincipalmente al rodeo de bovinos de tambo en el nivel mundial, causandoingentes pérdidas económicas no sólo a las propias explotaciones tamberasdirectamente, sino también a toda la cadena láctea en su conjunto, de mane-ra indirecta (Castellano y Goizueta, 2014).Al presentarse la instancia de transferencia, la contraparte natural es unlaboratorio de sanidad animal dado que la vacuna se encuentra en estadoexperimental. Posiblemente, uno de escala de actuación multinacionalestaría dotado de capacidades para completar las distintas instancias reque-ridas del modo más eficiente. Ahora bien, habiéndose indagado en las impli-cancias socioeconómicas4, y despejado así el primer interrogante, ¿qué mar-gen de acción tiene INTA para ensamblar prioridades públicas con interesesprivados?A priori, se constata que entre la instancia de estado experimental y supuesta en el mercado (producción y comercialización), se ubican otras fasesen las que el INTA podría avanzar (y de hecho avanza), dado que cuenta conla infraestructura y los recursos humanos para hacerlo. O sea, la posibilidady capacidad de reposicionamiento de la Institución en la negociación abier-ta con privados a raíz de la transferencia de la vacuna se ve incrementada entérminos de dar respuesta al segundo interrogante mencionado. No es lomismo transferir una vacuna en estado experimental que hacerlo en la ver-sión producto terminado, apto para su producción y comercialización en
4 “Proyecto Vacuna Leucosis Bovina Enzoótica (LBE): Implicancias Directas e Indirectas delDesarrollo y Existencia de una Vacuna” (2013). Documento Interno de Trabajo, elaboradopara Presidencia de INTA. Autores: Castellano, Andrés y Goizueta, Mercedes Elida.
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masa.En tal sentido, en los convenios de vinculación que se suscriben se abreespacio para la introducción de cláusulas que atiendan a la convivencia deintereses públicos y privados. Por citar un ejemplo, negociar la exclusividadde la vacuna para el mercado argentino por un lapso determinado y queluego de caducado éste se comercialice internacionalmente. En síntesis, mientras que para las PyMEs de Extrusado-Prensado se abogaque sean productores primarios que industrialicen su propia producción enorigen (integración hacia adelante), lo mismo le cabe al Estado, en este casoINTA, al integrar actividades también hacia adelante en el sector de sanidadanimal, creando y captando rentas económicas para la sociedad en su con-junto. Desde la óptica del SNI, denominamos a las primeras iniciativas de
Valor Agregado Privado (VAP) y a las segundas, iniciativas de Valor
Agregado Institucional (VAI).
3.3. Los sujetos y los productosEsta tercera dimensión, acaso la más relevante, intenta clarificar el ejesobre el cual gravitan los procesos de agregado de valor, en función de si esen torno de los sujetos o de los productos. Al inicio de este trabajo se trans-cribió la definición más ortodoxa de la expresión del VA, cuya esencia enfati-za que éste se construye sobre el producto, y en la misma línea han sidocuantiosas las aproximaciones teóricas que responden al mismo patrónconceptual.Entre tantas, Riveros (2014) ofrece una que es interesante rescatar comodisparador. El autor puntualiza que: “…en el período 2010-2014, el InstitutoInteramericano de Cooperación para la Agricultura (IICA), estableció comouna de sus líneas la ‘Agregación de valor y su retención en origen’, enten-diendo que ésta corresponde al incremento de valor de un producto agroali-mentario alcanzado durante las etapas de adecuación, conservación, proce-samiento, empaque, valorización de atributos específicos y la comercializa-ción (IICA-PAC, s.f.)”.Lo distintivo de la definición es que contempla de manera secuencial e inte-gral las distintas etapas por las que atraviesa una materia prima hasta suarribo al mercado, ampliando el horizonte más allá del procesamiento. Esmás, se incluyen elementos inmateriales (“atributos específicos”), no consi-derados usualmente en el análisis. Sin embargo, no todas las fases identifi-cadas tiene el mismo impacto socioeconómico para el sujeto que intervienecomo responsable de aquellas en las cadenas agroalimentarias y agroindus-triales. En ciertas instancias, como por ejemplo la adecuación, el empaque o la con-servación, el sujeto productivo redefine marginalmente su posicionamiento
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en la cadena dado que su enclave es la misma fase o eslabón, aunque ahoratome bajo su comando nuevas actividades. Esto se hace notorio en aquellasde alcance local en grandes centros periurbanos como la horticultura o enproducciones regionales como las frutas finas, en la que actores de la comer-cialización inducen a la producción primaria a introducir innovacionesincrementales ligadas con el empaque o adecuación. En rigor, no se modifi-ca el amperímetro de la gobernanza de la cadena, inhibiéndose así la fortale-za de la iniciativa de creación o captación de valor. Como corolario, esto explica en parte el porqué de remarcar la fase de pro-cesamiento como núcleo del mensaje del VA. Al abordar la agroindustriali-zación se presiona la tensión de la cadena con un nuevo partícipe que ahoralogra un reposicionamiento, y que en la situación del VAO es un sujeto sintrayectoria en lo industrial (el productor primario), trayendo aparejado estoelementos no convencionales a la configuración de la trama. Es evidente hasta aquí que el avance conceptual aún no permite saldar ladiscusión planteada, pero amplía el panorama. Teniendo en cuenta que ennuestro territorio nacional la Pampa Húmeda ha sido el territorio sobre elque inicialmente se acentúa la promoción del VA (principalmente porque allíse emplazan productores primarios que han logrado excedentes económicossignificativos), el componente semántico responde al eje de producto, demanera tal que se menciona el agregado de valor en soja, leche, carne o maíz.  En la situación que el sujeto productivo primario se aboca a una sola pro-ducción, los dos ejes se unifican y solapan: producto y sujeto. Cabe citar: pro-ductor sojero, productor ganadero, productor hortícola, productor frutícola,etc. Pero obviamente, la estructura productiva primaria del país no respon-de a esta caracterización, y no sólo en el territorio extrapampeano sino tam-bién en la propia “zona núcleo”. Además, esta divergencia de multiproduc-ciones se acentúa todavía más al considerar la agricultura familiar.Entonces, si el eje son los sujetos, el concepto de VA debe desanclarse delproducto en aquellas circunstancias que den cuenta de lo referido. Aunqueoperativamente sea la categoría de referencia más utilizada (el Producto), loque se procura priorizar es el sujeto productivo de menor poder relativo enla trama, quien en definitiva es el que impulsa y gestiona las iniciativas deagregado de valor que interesa apuntalar.Así pues, se define por sujeto productivo a aquel que despliega iniciativaseconómicas ligadas con la puesta en valor de materias primas, propias o deterceros, en las proximidades dónde estas fueron originadas, a través de laintegración de una o varias actividades (adecuación, conservación, procesa-miento, empaque, reconocimiento de atributos específicos o comercializa-ción) en una escala técnico-productiva micro, pequeña o mediana. Desdeesta mirada, la categoría “sujeto productivo” sintetiza el vínculo sujeto-pro-



 116 realidad económica 306 (16.02/31.03.2017) ISSN 0325-1926

ducto en el ámbito del VA. Por último, la versión “en origen” sigue siendo contemplada, pero no esexcluyente en términos de que sean únicamente productores primariosquienes emprendan dichas iniciativas. Lo que se enfatiza es el origen localde la materia prima y su puesta en valor in situ.
4. Aproximación al Valor Agregado Agroalimentario y
AgroindustrialLas dimensiones aquí identificadas pretenden visibilizar aspectos que per-mitan una clara interpretación de los procesos de agregado de valor en ori-gen que se promocionan en el marco de políticas de desarrollo. Ahora bien,el modo en que éstas interactúan revela cuáles son las acciones que el Estadopuede propiciar en favor de consolidar tales procesos.Para dilucidar dicha interacción, y a los fines de una propuesta conceptualmás abarcativa, se define a las Iniciativas de Agregado de Valor (IAV) comoel reposicionamiento efectivo que logran los sujetos productivos locales enel Sistema Agroalimentario y Agroindustrial al tomar bajo su comando nue-

Figura 1. Dimensiones del Valor Agregado Agroalimentario y Agroindustrial

Fuente: elaboración propia
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vas actividades en las tramas productivas y comerciales de las que partici-pan. Según se observa en la figura 1, el núcleo de la definición se ampara en el
reposicionamiento, el cual requiere de la puesta en valor económico de una
innovación que induzca la reestructuración de las cadenas en cuestión, enfavor de acrecentar las capacidades autónomas de desarrollo de tales sujetos
productivos.En otras palabras, si bien la unidad de análisis que entrelaza las distintasdimensiones es la Iniciativa de Agregado de Valor, el eje del estudio gravitasobre los sujetos productivos, quienes en definitiva son los que las empren-den. Por ello, es menester interpretar cómo se gestiona la innovación demodo de precisar el reposicionamiento efectivo.La figura 2 muestra diferentes iniciativas impulsadas por sujetos produc-tivos y se señala en cada caso la actividad sobre la que asienta el proceso deagregado de valor. En algunas IAV, la actividad explicativa del reposiciona-miento es más de una. Las filas contemplan la dimensión de “Lo Público yPrivado” (Innovación) y las columnas la correspondiente a la dimensión de“Lo Retributivo y lo Redistributivo” (Reposicionamiento). De las mismas, sedesprenden la siguientes Iniciativas:A continuación se describen cada una de las categorías emergentes de la
figura 2:

Figura 2. Matriz de Iniciativas de Agregado de Valor 

Fuente: elaboración propia
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1. Iniciativas de Valor Agregado Privado (VAP) y Creación de Valor

(CrV) En esta categoría se identifican sujetos productivos como las PyMEs deExtrusado-Prensado (E-P) y las PyMEs que participan de la IndicaciónGeográfica “Salame Típico de Colonia Caroya”5. En ambos casos se constatala versión “en origen”, al ser procesada la materia en el emplazamientodonde fue generada y también aspectos de naturaleza asociativa entre losactores involucrados.6El producto que elaboran es técnicamente único y por ende no tiene susti-tuto perfecto en el mercado (creación de valor). No obstante, las razones quelo explican sí difieren. Mientras que en las PyMEs de E-P es la tecnología deproceso (extrusado) la responsable de las cualidades distintivas del expeller(en comparación a la harina de soja); en los elaboradores de salame es elProtocolo de Producción utilizado y amparado por la Indicación Geográfica(I.G.). Por tales motivos, en el primer caso la actividad que permite el repo-sicionamiento es el Procesamiento; y en el segundo, la adecuación(Protocolo) y el reconocimiento de atributos específicos (I.G.).A su vez, las redes tecno-económicas conformadas al efecto por la innova-ción (la tecnología de extrusado y el protocolo de producción, respectiva-mente) han tenido su gesta en el sector privado, sea por el perfil emprende-dor de los empresarios PyMEs E-P o por las especificidades del patrimoniocultural local existente en Colonia Caroya. Desde el ámbito público, el INTAha sido partícipe directo de la red, tomando forma activa tanto en apuntalarla conformación de Cámaras Provinciales de PyMEs de E-P 7 como en elenrolamiento de todos los actores ligados con la producción del SalameTípico.2. Iniciativas de Valor Agregado Privado (VAP) y Captación de Valor
(CaV)Para esta categoría se consideran también las PyMEs E-P, aunque ahora ensu vinculación con el aceite crudo de soja, que resulta ser un co-producto delproceso industrial. Debido a esto, y con el fin de remarcar la heterogeneidad,se señala como caso ilustrativo la iniciativa de un conjunto de pequeños pro-ductores de orégano de la provincia de Mendoza. Esta última responde tam-bién a la versión “en origen”, ya que en dicha provincia se obtiene el 50% dela producción de orégano. (Bauzá, 2015)
5 Resolución  37/2014 del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación.6 Las PyMEs de Extrusado-Prensado dan cuenta de la participación de productores primariosque se han asociado para procesar conjuntamente.7 También desde el INTA se asistió a las PyMEs de E-P en lo relativo a la viabilidad económi-ca-financiera de la instalación de dos escalas de procesamiento (24 y 48, tn/hora). VéaseCastellano  y Goizueta (2011b).



 119A. CASTELLANO Y M. GOIZUETA / Valor agregado en origen
A diferencia de las iniciativas antes descriptas, aquí se manifiesta un pro-ceso de captación de valor, a causa de que los productos obtenidos estáncomercialmente disponibles y son técnicamente homólogos. La particulari-dad radica en que la sustitución es de sujetos productivos: grandes indus-trias del crushing (aceite crudo) e intermediarios-acopiadores (oréganos),por PyMEs de E-P y productores primarios de especias. Como consecuencia,el proceso de captación de valor induce una redistribución de la renta intra-cadena.En comparación con la tecnología de extrusado-prensado, que es en esen-cia una innovación de procesos “puesta en contexto” (es decir, revalorizadaluego de haber sido reemplazada por la extracción por solvente), la innova-ción en el caso de los productores de orégano es de carácter organizacional:constituyeron una cooperativa para formalizar la iniciativa, avanzando ennuevas actividades como el procesamiento (específicamente, orégano lim-pio) y la comercialización.Cabe señalar que las PyMEs de E-P destinan comercialmente el aceite crudoa las grandes aceiteras que requieren el producto para la elaboración de bio-diésel sobre la base de soja. Aquí, el reposicionamiento es relativo en el sen-tido de la capacidad de negociación, frente a la que poseen con el expeller. Apesar de ello, en esta iniciativa (como se observa en la figura 2) conviventanto la creación como la captación de valor, de modo que el reposiciona-miento se efectiviza.Por último, al revisar la trayectoria de la constitución de la red tecno-econó-mica, se advierte la activa participación del INTA y otras instituciones públi-cas a través de diversas acciones, que refieren a la producción primaria deorégano. Por ejemplo, la creación de dos bancos de germoplasma in vivo yuno in vitro y el registro de las primeras tres variedades de orégano inscrip-tas en el país (Bauzá, 2015). Esto promovió la convergencia de la iniciativatraccionada por los sujetos productivos. 3. Iniciativas de Valor Agregado Privado (VAP) y Preservación de Valor

(PV)El caso que se condice con esta clase de iniciativa es la elaboración de bio-diesel a base de aceite de girasol usado proveniente de restaurantes. Noresulta ser la versión pura “en origen” dado que la “materia prima” es unbien intermedio de primera transformación (el aceite de girasol), que norequiere ser obtenido en el territorio en el cual se produce el girasol. A su vez, y aquí yace la particularidad, la reutilización del aceite usado evitasu destino final de desecho, de modo que un producto con valor económiconulo (o negativo, si se evalúan las externalidades ambientales) se reconvier-te en insumo para una nueva actividad (procesamiento) que impulsa elreposicionamiento de otro sujeto productivo.
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En el contexto de la trama del biodiesel queda de manifiesto que esta ini-ciativa tiene un efecto diferencial positivo en términos medioambientales encomparación con la producción convencional, pero no se revela claramentesi induce una creación o captación de valor. Probablemente, se sucedensimultáneamente. En rigor, el biodiésel elaborado es equivalente al comercializado por lasgrandes empresas que exportan y/o participan del corte fiscal con combus-tible de origen fósil (efecto sustitución, y por ende, de captación), pero alhaberse obtenido del procesamiento de un desecho de costo económico nulo,la iniciativa se retraduce en creación de valor. Más allá de esto, el énfasis estápuesto en la “preservación de valor”.En virtud de la innovación (reutilización del aceite), propiciada por unsujeto productivo privado, la incipiente red tecno-económica visibilizaaspectos que podrían ser contemplados desde “lo público”. Uno de estosaspectos es la calidad intrínseca del diésel de base vegetal versus el fósil,cuestión en la que INTA ha desplegado varias acciones tendientes a erradicartales interferencias. Otro aspecto son los mercados de destino. De la ley26.093 se desprenden por definición los mercados para el caso de biodiésel,siendo factibles: a) el autoconsumo, b) el corte obligatorio, y c) la exporta-ción. Para la PyME analizada, tanto el corte como la exportación resultaninviables, siendo el autoconsumo la única opción, que tampoco se corres-ponde con la naturaleza de los sujetos productivos que la emprenden (no sonproductores primarios que demanden para sí el producto).4. Iniciativas de Valor Agregado Institucional (VAI) y Creación de Valor

(CrV)La principal distinción entre las iniciativas de VAI y las de VAP reside en queel Estado ejerce el rol de portavoz8 en las redes tecno-económicas que seconstituyen, ya sea por detentar la propiedad intelectual de la innovación y/opor la capacidad de redirigir los efectos que la misma genera entre los suje-tos productivos.Asimismo, la versión “en origen” del VA aquí también tiene su correlato,pero no en relación con la procedencia de la materia prima. El núcleo de lacuestión es que usualmente el Estado (por ejemplo, INTA) transfiere no lainnovación, sino la invención. Entonces, el “procesar en origen”9 implicaríaavanzar en cubrir esa brecha invención-innovación (integrando activida-des), de manera tal de transferir al sector privado un producto comercializa-
8 Siguiendo a Amblard et al (1996), el portavoz es el representante de todas las entidades delcontexto en los espacios de negociación. Es a partir de dichos espacios donde la red se cons-truye y solidifica. 9 La cuestión del “origen” hace mención a que la innovación se gestó dentro de INTA y confondos de la sociedad en su conjunto.



 121A. CASTELLANO Y M. GOIZUETA / Valor agregado en origen
ble y ahí sí conducir los impactos deseados. El caso de la vacuna contra laLeucosis Bovina Enzoótica (LBE)10, mencionado más arriba, resulta el másilustrativo para precisar la creación de valor.Aunque todavía no ha sido transferida para su disponibilidad comercial, lared tecno-económica que empieza a tomar forma requiere de un terceractor: un laboratorio de sanidad animal que cubra la transición invención-innovación (es decir, del “estado experimental” a la “vacuna comercializa-ble”). Si así sucediera, el margen de acción del INTA se anula en la propia ins-tancia de transferencia.La situación inversa es que INTA avance en obtener la vacuna comerciali-zable y establezca un convenio con el laboratorio para la producción ycomercialización en masa. La configuración de la red tecno-económica seredefine, y por consiguiente, cambian los considerandos.En el trabajo de Castellano y Goizueta (2014) se detallan y estiman los trestipos de beneficios económicos que la existencia de la vacuna generaría: a)Beneficios Privados o Apropiables; b) Beneficios Sociales o No Apropiables;c) Beneficios Sociales Potencialmente Apropiables. Mientras que los prime-ros se focalizan en los beneficios que redundan para el inversor queemprenda la producción y comercialización de la vacuna (tradicionalmente,un laboratorio privado de sanidad animal), los segundos dimensionan losbeneficios para los usuarios finales (tambos). No obstante, son losBeneficios Potencialmente Apropiables los que dan cuenta de la creación devalor.La denominación de potencialmente apropiables deviene de las consecuen-cias económicas indirectas, y a posteriori la erradicación de la LBE, que sepuede generar en la cadena láctea en varios de sus eslabones si por ejemploen la instancia de transferir la vacuna comercializable se estableciera entrelos considerandos que los productores tamberos (sujetos productivos) ten-gan acceso exclusivo a la vacuna por un período de tiempo predeterminado.Esto permitiría reposicionar a la Trama Láctea nacional en, por ejemplo, lacomercialización internacional de vaquillonas en pie libre de LBE, así comosemen y embriones, a aquellos países emergentes que están entrando enuna fase de crecimiento de la lechería, como es el caso de China e India. Otambién la comercialización de leche en polvo obtenida de leche cruda librede LBE, como producto final.La creación de valor se materializaría en estos nuevos “productos”, ya queno hay sustitutos directos de los mismos, y permitirían a su vez el reposi-cionamiento de todos los sujetos productivos involucrados: productoreslecheros, usinas lácteas, cabañas de reproductores, etc.
10 En el registro de propiedad se la denomina “Vacuna contra el Virus de la Leucemia Bovina”.



 122 realidad económica 306 (16.02/31.03.2017) ISSN 0325-1926
5. Iniciativas de Valor Agregado Institucional (VAI) y Captación de

Valor (CaV)En la trayectoria de construcción de la red tecno-económica que involucraa la Cooperativa de productores de mimbre se reconocen varios hitos quedan cuenta no sólo de la participación del INTA, sino también de otras insti-tuciones públicas (Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, Municipio deTigre, INTI, Universidad Nacional de La Plata, Fundación Ala Plástica, entreotros). Estos hitos revelan un subconjunto de innovaciones, como por ejemplo lapropia constitución de la Cooperativa, que tuvo como leitmotiv acotar elaccionar de los intermediaros (quienes captaban gran parte de la renta intra-cadena), o su manifestación directa de reposicionamiento (comercializa-ción): la Cooperativa tipificó 14 productos distintos, abonando por ellos unprecio diferencial según calidad del mimbre. (Aguirre et al, 2010).11 Talesacciones, en sentido estricto, responden a una lógica de VAP, pero aquí inte-resa rescatar otras instancias de naturaleza VAI.Una de ellas se corresponde con la innovación de proceso ligada con laetapa de atado del mimbre12. La controversia emergente, en términos deCallon (2001)13, que reconfiguró la red, tenía como eje la dificultad de los pro-ductores de la Cooperativa en acceder en el mercado a los diferentes artefac-tos necesarios para el proceso de producción. A consecuencia de ello, y en elmarco de un Taller de diagnóstico participativo del que participaron los pro-ductores e investigadores del IPAF Pampeano y del Instituto de IngenieríaRural de Castelar (INTA), se materializa el enrolamiento, entendiéndose poréste la afectación de un rol preciso a los miembros de la red. En el caso deINTA, avanzar en el diseño de una atadora.Hacia finales del año 2011, acaeció un nuevo hito para la red ya que se pre-sentó el prototipo de la primera atadora mecanizada de mimbre con diseñoparticipativo (INTA Informa, 2011). De este modo, y si bien se reduce la bre-cha invención-innovación (por ser un prototipo), es dable subrayar dos ele-mentos que le imprimen una lógica de VAI.El primero, se desprende de la estrategia de conectar escuelas industrialesy/o talleres metalmecánicos PyMEs para la fabricación de parte del equipa-miento (las piezas metálicas); el segundo, de contactar actores locales para
11 En línea con la caracterización de la iniciativa se visibilizan dos importantes aspectos del VA:asociativismo (Cooperativa) y el procesamiento en origen (mimbre).12 De acuerdo con Justianovich et al (2010), “el atado es el packaging (y tiene mucha inciden-cia a la hora de definir si será calificado como primera calidad, mala o especial, es decir,determina el precio que el productor cobrará por él -el mimbre-)”.13 Esta categoría analítica (la controversia) está en el centro de la Sociología de la Innovación,y siempre precede al enunciado científico o la innovación.
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la fabricación del prototipo experimental, y a posteriori la producción enserie del mismo, con el fin de promover dinámicas económicas locales(Aguirre et al, 2010). La cuestión central es que se reflexiona explícitamen-te por la modalidad de transferencia, no siendo indistinta ésta, y se priorizansujetos que en otras instancias no se hubieran considerado, resguardándoseasí la convergencia alcanzada.A su vez, esto revela que no siempre el Estado debería en todos los casos“integrar” las actividades que posibiliten la puesta en el mercado de la inno-vación (como sí se planteaba para el caso de la vacuna de la LBE, llegando atransferir  la “vacuna comercializable”), sino que lo relevante es que laInstitución guarde para sí la capacidad de conducir  sus efectos, enrolando alos sujetos que fortalezcan el patrón de innovación que se pretende cimentar.En conclusión, el reposicionamiento que se impulsa a través de la innova-ción, y por ende de la actividad (empaque), consolida el anterior hito dereposicionamiento logrado a instancias de la conformación de laCooperativa, y mejora la integración entre el primer y último eslabón de latrama como son el productor y el artesano.6. Iniciativas de Valor Agregado Institucional (VAI) y Preservación de
Valor (PV)Esta categoría de iniciativa quizás resulte la más dificultosa en función deidentificar ejemplos, dado que se requiere un delicado ensamble de interesespúblicos y privados que dé sostenibilidad a la red tecno-económica. La controversia que da origen a la misma se sitúa en torno de las peculia-ridades del lactosuero14, ya que contiene compuestos de alto valor nutritivo yfuncional, pero dadas las tecnologías y escalas técnicas requeridas, la alter-nativa de pretratamiento y procesamiento se ve restringida para las PyMEsqueseras. Y más importante aún, dada su carga orgánica, es un contaminan-te de alto impacto ambiental que ha tenido como destino frecuente los cursosde agua, o en el mejor de los casos, la alimentación de rodeos de cría.En el caso particular del “Consorcio Asociativo Público-Privado” (C.A.P.P.)que ampara formalmente a los sujetos participantes en el Proyecto“Ecosuero con Valor Agregado”15, se manifiesta una marcada heterogenei-dad: 4 (cuatro) PyMEs lácteas nacionales, 2 (dos) Instituciones CientíficoTecnológicas (INTA e INTI),  la UNL16 y 2 (dos) entidades sin fines de lucro(APyMIL17 y ACDICAR18), aunque con un claro enrolamiento en términos de
14 El lactosuero se define como “la sustancia líquida obtenida por separación del coágulo deleche en la elaboración de queso” (Foegeding y Luck, 2002)15 Aprobado por la Agencia Nacional Científica y Tecnológica del MINCyT, a través del FondoArgentino Sectorial (FONARSEC). (Rimondi, 2012)16 La Universidad Nacional del Litoral (UNL) tiene presencia directa a través de distintas uni-dades académicas, como la Facultad de Ciencias Veterinarias, la Facultad de Ingeniería y
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funciones a desarrollar.Según sus características, esta iniciativa da cuenta de aspectos de la versión“en origen” del VA. Por un lado, la cuestión de la procedencia de la materiaprima (el suero lácteo generado) que se localiza y procesa en la CuencaCentral santafesina, una de las más importantes productiva e industrialmen-te. Y por el otro, el asociativismo como estrategia operativa para vencer lasrestricciones de escala técnica de abastecimiento y procesamiento del suero:los productores primarios del suero son tres PyMEs queseras; el procesa-miento y transformación lo realiza una de las anteriores; y la transformaciónde derivados, la cuarta. Del total de las 4 (cuatro) PyMEs, sólo 2 (dos) seencargan de la comercialización de derivados de suero.Hasta aquí, la descripción parecería corresponderse con una iniciativa deVAP; pero ¿cómo se imprime la lógica de VAI en este caso? A diferencia de loque sucedía con el caso de la vacuna (innovación de producto) o en la pro-ducción de mimbre (innovación de proceso), en esta situación el Estado(interacción INTA, INTI, UNL) internaliza y conduce las líneas de investiga-ción en torno de la I+D+i (investigación, más desarrollo, más innovación)vinculadas con distintas áreas de potencial de agregado de valor, específica-mente de creación de valor (CrV). Cabe señalar: probióticos de uso humanoy para alimentación animal, y levaduras y enzimas.19Asimismo, y con la misma modalidad, se atienden también aspectos comoel acondicionamiento y estandarización del suero, adaptación y tecnologíasde proceso, calidad de efluentes, y estudios técnicos y de factibilidad econó-mica. Por consiguiente, la brecha invención-innovación queda minimizadapor definición, a raíz de la interacción directa pública-privada. Es decir, elÁrea de I+D+i es de gestión pública, pero puesta al servicio de los sujetosproductivos privados para fortalecer el reposicionamiento (mediante el pro-cesamiento, según la figura 2).Sin embargo, y como suele suceder, la red requiere de una particular diná-mica temporal para consolidar su accionar, de la que se desprenden una ins-tancia de corto-mediano plazo y otra de largo. Esta última es la antes des-cripta y centrada sobre la creación de valor (CrV) en torno de las líneas deinvestigación planteadas. Empero, la más inmediata, es la de captación devalor (CaV), la cual es condición de partida para que acontezca la creación.La argumentación se sustenta sobre la configuración de la trama de lác-teos,Ciencias Hídricas, y el Instituto de Lactología Industrial (INLAIN), que depende conjunta-mente de la UNL y del CONICET.17 Asociación de Pequeñas y Medianas Industrias Lácteas de la provincia de Santa Fe.18 Asociación Civil para el Desarrollo y la Innovación. Agencia Rafaela19 www.ecosuero.com.ar 
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en relación con quiénes está comandada la estructura de gobernanza de lamisma. En el corto-mediano plazo, los productos a ser comercializados,como por ejemplo el concentrado de proteínas de suero (WPC), ya están dis-ponibles en el mercado, por lo que entrarían en competencia directa (efectosustitución) con los provistos por empresas medianas-grandes, induciéndo-se así una instancia de captación de valor. O sea, pueden generarse tensionesque deberían ser resueltas, de modo de poder capitalizarse la instancia decreación de valor que deviene de la generación de nuevos productos sobre labase de las líneas de investigación planteadas.
5. Reflexiones finalesEn este trabajo se ha intentado reconstruir brevemente la trayectoria deinstitucionalización del concepto de VA y las distintas connotaciones que laexpresión ha tomado actualmente en el ámbito agroalimentario y agroin-dustrial, específicamente la versión “en origen”.En tal sentido, las dimensiones identificadas permiten ordenar la discusiónen términos de clarificar a quiénes priorizar en la ejecución de políticaspúblicas que atienden la temática y qué cuestiones enfatizar al momento desu diseño. Por ello, el eje de la reflexión amplía la discusión más allá de lavariable “precio” como indicadora del agregado de valor y en su “incremen-to” como manifestación positiva. Es decir, el ejercicio conceptual que se hapropuesto es precisar la interacción entre la innovación, el reposiciona-miento y los sujetos productivos.De esto se desprende el rol que pueda jugar el Estado, a través de institu-ciones como el INTA, con respecto a internalizar iniciativas de agregado devalor que se traducen en redes tecno-económicas impulsadas con una lógicaVAI, y de las cuales se han dado ejemplos concretos.Otro aspecto a considerar, es que si bien las dimensiones referidas seanclan en reflexiones de iniciativas de agregado de valor, algunas en plenofuncionamiento y otras en instancias de conformación, resulta importantetambién trascender el nivel de microanálisis propuesto (la iniciativa propia-mente dicha) en pos de identificar, por un lado, elementos de la configuraciónde las tramas o cadenas en las que se enmarcan las mismas y, por el otro, laesencia de la política de promoción nacional del VAO que se asienta sobre elSistema Agroalimentario y Agroindustrial.En el primer caso es necesario incluir en la reflexión la potencial respues-ta de los actores, generalmente privados y/o de actuación global, que coman-dan los patrones de innovación en cada una de las tramas o cadenas y querestringen las iniciativas de agregado de valor de PyMEs. Muestra de esto sonlas fuertes barreras a la entrada que aquellas generan y que devienen de la
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protección de rentas económicas (de base tecnológica, organizacional, derecursos naturales, etc.), y en muchos otros casos, de naturaleza sociopolíti-ca.En el segundo caso, se percibe una convivencia de diferentes objetivos depolítica pública en el mensaje general de promoción del VAO, no siemprevisibilizada. Entre ellos, la sustitución de importaciones, la soberanía ali-mentaria, el desarrollo local de los territorios, o la priorización de ciertos sec-tores productivos, por mencionar algunos. Probablemente no sean mutuamente excluyentes, pero es menester suarmonización evitando así que se anulen en la praxis. Por ejemplo, al abo-garse por el desarrollo territorial, el alcance es local, pero si se puntualiza lasustitución de importaciones, el alcance es nacional. Como consecuencia, sepueden movilizar iniciativas de agregado de valor en ciertos territorios quevayan en detrimento de otros territorios aledaños, pero que en simultáneose alcance el objetivo de la sustitución de importaciones (no importar traba-jo externo). En otras palabras, el marco de actuación del VA requiere encua-drarse desde el ámbito nacional.
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Para la construcción de un país capaz de desplegar en su totalidad los
recursos y talentos disponibles, establecer una estructura productiva
industrializada y compleja, generar ventajas comparativas dinámicas,
agregar valor a sus recursos naturales e instaurar relaciones simétricas
con el orden mundial (Ferrer, 2002), es fundamental contar con un sis-
tema científico y tecnológico desarrollado (Sábato, Mazzucato,
Albornoz). En este sentido, el presente artículo forma parte de una
investigación destinada a analizar lo sucedido en la política científico-
tecnológica desde la dictadura militar hasta 2010. El trabajo contem-
pla el período de la posconvertibilidad entre los años 2002 y 2010
conectando y analizando datos de C&T e I&D en diferentes rubros y
tendencias de inversión. A la vez, se compara esta información con la
etapa de la convertibilidad, intentando plantear continuidades y rup-
turas. De esta forma, se formulan conclusiones acerca de las políticas
científico-tecnológicas de la última década, como también disparado-
res sobre el rumbo de las mismas en el futuro.  

Palabras clave: Desarrollo – Ciencia - Tecnología – Innovación –
Investigación.
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Scientific and technological policies during 
post-convertibility (2002-2010) 

In order to build a country able to develop the whole available sources and tal-
ents, establish an industrialized, complex productive structure, generate dynamic
comparative advantages, add value to its natural sources and set up symmetric
relations with the world order (Ferrer, 2002), it is necessary to have a developed
scientific and technological system (Sábato, Mazzucato, Albornoz). In this sense,
the article is part of an investigation of the scientific-technological policy from the
military dictatorship process up until 2010. The period of post-convertibility
between 2002 and 2010 is considered, connecting and analyzing C&T and I&D
data in different items and investment trends. At the same time, this information
is compared with the stage of convertibility, trying to establish continuities and
ruptures. In this way, the study tries to reach conclusions about the scientific-tech-
nological policies of the last decade, and also to set keys for future directions.
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IntroducciónConsidero pertinente comenzar el análisis a partir de las dos miradas quedesarrolla Aldo Ferrer (2002) respecto de cómo nuestra sociedad ve almundo y a nosotros mismos. La primera es la visión neoliberal. La mismaconsidera a la Argentina como un segmento del mercado mundial, que debeorganizarse conforme con las señales del orden internacional. De este modo,su estructura productiva y su inserción en la división internacional del tra-bajo están determinadas por sus ventajas competitivas estáticas, fundadassobre la abundancia de sus recursos naturales y subdesarrollo tecnológico eindustrial. Este enfoque supone, asimismo, que, dada la concentración delpoder en los mercados y los países dominantes, la Argentina carece de lacapacidad decisoria necesaria para trazar su sendero de desarrollo, indus-trializarse, participar plenamente en la revolución científica y tecnológica y,consecuentemente, establecer una relación simétrica, no subordinada, conel orden mundial. Esta visión responde al convencimiento histórico del neo-liberalismo de que la Argentina no cuenta con factores autónomos de desa-rrollo. Debe asociarse, necesariamente, con un centro hegemónico externoque impulse su crecimiento (Ferrer, 2002).La visión nacional concibe al país como un sistema de relaciones econó-micas y sociales, dentro del espacio territorial, capaz de desplegar en su tota-lidad los recursos y talentos disponibles, construir una estructura producti-va industrializada y compleja, generar ventajas comparativas dinámicas fun-dadas sobre el conocimiento, agregar valor a sus recursos naturales y esta-blecer relaciones simétricas con el orden mundial. Si se verifican las condi-ciones determinantes de la densidad nacional, la Argentina dispone de losrecursos materiales y humanos y del poder decisorio necesario para trazarsu sendero de desarrollo y estilo de relaciones con el resto del mundo (Ferrer,2002).De acuerdo con esta última visión que detalla Ferrer, podemos decir que enun contexto internacional en el que los cambios tecnológicos y avancescientíficos constituyen la base de gran parte de las ganancias de competitivi-dad de las empresas en las naciones desarrolladas, las actividades de CyT enlos países de menor desarrollo relativo juegan un rol fundamental para achi-car la distancia que separa a éstos de la frontera del conocimiento y de lasmejores prácticas productivas, creando de este modo las condiciones deposibilidad de sociedades más integradas y equitativas.En este marco, la Argentina logró revertir algunos rasgos productivos ymacroeconómicos imperantes en la década de los ’90 luego de la grave crisisque enfrentó en 2001-2002. En esta última década el gobierno mostró dis-cursivamente una intencionalidad de reversión total del sesgo anti-industrialque marcó el cuarto de siglo anterior. Sobre esta base es que se delineó su
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estrategia en políticas en CyT formando, por ejemplo, en 2007 el Ministeriode Ciencia y Tecnología (MinCyT) con misión de orientar la ciencia, la tec-nología y la innovación al fortalecimiento de un nuevo modelo productivoque genere mayor inclusión social y mejore la competitividad de la eco-nomía argentina.Jorge Sábato (1971), el tecnólogo más influyente de la historia argentina,plantea que “en la Argentina hace mucho tiempo que se discute cómo aumen-
tar la autonomía tecnológica del país, cómo disminuir la dependencia, se ha
hablado y escrito mucho, pero tengo la impresión personal que los planes pro-
puestos tienden a hacer aumentar la producción de conocimientos pero no a
mejorar nuestra capacidad tecnológica, ya que si bien el conocimiento es un
insumo de la tecnología, no es el único. Por lo tanto podemos aumentar la pro-
ducción de conocimientos, invirtiendo en becas, laboratorios, etc., pero no la
de tecnología” (Sábato, 1971; pag. 1).1Eduardo Dvorkin sostiene que se necesitan empresas que presionen paraque la ciencia se transforme en tecnología y, de esta manera, se cree valoragregado. La preocupación central del autor, en varios de sus trabajos esresolver quién puede llevar a cabo la innovación del sector productivo en unpaís como la Argentina. Una posible respuesta podría ser las empresas tras-nacionales y el capital concentrado nacional. Sin embargo, esta posibilidadserá descartada debido a los hábitos tradicionales predatorios, de planifica-ción y ganancia a corto plazo, fugando capital, vendiendo al mercado inter-no a mayores precios que al mercado externo, entre otras acciones. Por lotanto, no se puede esperar que estos actores en la Argentina empujen haciauna inversión riesgosa y a largo plazo como es la CyT. Otra posible respues-ta son las PYMES, pero éstas, si bien seguramente vayan a acompañar elproceso de desarrollo, no tienen la fuerza suficiente para liderarlo. La últimaopción que queda es que el Estado comande este proceso. En este sentido, Mariana Mazzucato (2011), economista y profesora deciencia y de políticas tecnológicas, sostiene, retomando esta visión neolibe-ral de la que habla Aldo Ferrer, que “de continuo políticos, economistas y
medios de comunicación nos ofrecen imágenes de “emprendedores” tecnoló-
gicamente innovadores como Mark Zuckerberg y Steve Jobs. El mensaje es
que es preferible dejar la innovación en manos de tales individuos y del sector
privado, y que el Estado, supuestamente burocrático e inercial, no debería
meterse en esas cosas. Esta imagen, sin embargo, se alimenta de ideología sin
la menor prueba empírica. Si echamos un simple vistazo a las tecnologías pio-
neras del siglo pasado, veremos que el jugador decisivo fue el Estado y no el
sector privado. El éxito de una innovación siempre es incierto y puede tomar
más tiempo que el que estén dispuestos a esperar los bancos tradicionales o

1 Para el desarrollo del tema ver la revista Ciencia Nueva (1971).
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los capitalistas de inversión con riesgo.” (Mazzucato, 2011: 15). En paísescomo Estados Unidos, China, Singapur y Dinamarca, el Estado aportó el tipode financiación paciente y a largo plazo que necesitan las nuevas tecnologíaspara despegar. A menudo este tipo de inversiones son grandes apuestas,desde poner al hombre en la luna hasta resolver el cambio climático. Paraello no sólo es necesario financiar la investigación básica, sino también lainvestigación aplicada y aun el capital inicial. En la era de la obsesión porreducir la deuda pública y achicar el tamaño del Estado, resulta fundamentalderribar el mito de que el sector público es menos innovador que el priva-do. Si no lo hacemos, nos recuerda la autora, se debilitará la capacidad delEstado para seguir desempeñando su crucial papel innovador (Mazzucato,2011). Es a partir de este eje que, desde una visión nacional -como desarrolla AldoFerrer- considero necesario apuntar nuestra investigación en la importanciaque tuvieron las políticas en Ciencia y Tecnología -CyT- durante la poscon-vertibilidad, y éstas, con las del período anterior, teniendo en cuenta en estemarco teórico la importancia de la gestión estatal para la innovación en CyT. En consideración con este desarrollo, se fortalece la importancia en el aná-lisis que se realizará de la política en CyT durante la posconvertibilidad, loscambios y rupturas con la década anterior y, finalmente, se estudiará cuálesfueron los sectores socioeconómicos más favorecidos durante este período.Dicho estudio se realizará hasta el año 2010 por cuestiones de  disponibili-dad de la información necesaria.
Sucesión de presidentes y gobiernos kirchneristas – Etapa de
posconvertibilidad (2002-2010)La crisis económica, financiera, social, política e institucional que sacudióal país se prolongó durante 2001 y 2002 y dejó como corolario la cesacióndel pago de deuda soberana más grande de la historia, una transformaciónprofunda del tipo de cambio y de la moneda en la que estaban denominadoslos contratos, lo que produjo una prominente reasignación de recursos entresectores. El gobierno de transición del senador Eduardo Duhalde (2002-2003) y posteriormente el de Néstor Kirchner supusieron el triunfo del alaperonista más vinculada con los factores de poder tradicionales en este par-tido, como los sindicatos y un sector de la burguesía industrial. Desde 2002 comenzó una paulatina recuperación económica que alivió lascuentas públicas. El repunte de las exportaciones, sostenido por el aumentode los precios de los commodities agrícolas y la ventaja de precios compara-tivos que produjo la devaluación, así como la suspensión del pago de los ser-vicios de la deuda y su posterior renegociación permitieron recobrar lasfinanzas públicas. El nuevo esquema económico que comenzó con el
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gobierno de Eduardo Duhalde y fue continuado por el gobierno de NéstorKirchner estuvo marcado por la recuperación de la producción para el mer-cado interno asociada con una mayor tasa de empleo. En el plano de la política científica y tecnológica, la crisis de 2001-2002 trajoaparejada una fuerte restricción a la inversión en I+D, que cayó a los nivelesmás bajos de la época reciente, como podemos ver en los gráficos 1 y 2.Durante la presidencia de Eduardo Duhalde se designó como Secretario deCiencia, Tecnología e Innovación a Julio Luna, un investigador del CONICETcon formación de ingeniero. Por primera vez desde la finalización del gobier-no radical se produjo una “reconciliación” total entre la SECYT, el CONICETy, en otro plano, las universidades. Después de realizar consultas, el gobier-no designó al frente del CONICET a Eduardo Charreau, un investigador degran trayectoria, reconocido por sus cualidades científicas y de gestión deorganismos de I+D. Este gesto fue muy bien recibido por la comunidadcientífica. El nuevo presidente completaría su mandato en 2008 después deuna gestión que cosechó un beneplácito general (Albornoz y Gordon, 2011). En 2003, con la asunción de Néstor Kirchner al gobierno asumió un nuevoequipo la conducción de la SECYT. La gestión de Tulio del Bono como nuevoSecretario mostró un talante dialoguista y aportó como novedad el propósitode retomar la elaboración de planes estratégicos de medio y largo plazos. Durante este período, la inversión en I+D continuó la tendencia de recupe-

Gráfico 1. Gasto en ciencia y tecnología (US$)

Fuente: elaboración propia sobre Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología -Iberoamericana
e Interamericana – RICYT
Nota: ACT: Corresponde a Actividades Científicas y Tecnológicas, I+D: Corresponde a
Investigación y Desarrollo - incluye formación de investigadores y servicios científicos y tec-
nológicos
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ración, después de la crisis, pero no pudo alejarse de su horizonte histórico.El gráfico 3 presenta los valores de la inversión en I+D, tanto en porcentajedel PIB, como en dólares corrientes medidos según la paridad del poder decompra (PPC). Es posible observar que luego de que la inversión en I+Dcayera al 0,39% del PIB en 2002, comenzó un paulatino proceso de recupe-ración hasta alcanzar en 2004 los valores de gasto previos a la crisis y a par-tir de allí aumentar hasta alcanzar el 0,52% del PIB en 2008. Si se analiza lainversión medida en dólares corrientes PPC también se aprecia que lamisma cayó en 2002 a los niveles históricos más bajos de la serie y que apartir de entonces comenzó un proceso de recuperación que es aún másmarcado que cuando es medido como porcentaje del PIB. La inversión en I+D de 2008 medida en dólares corrientes PPC fue 157%superior a la de 2002, mientras que si se la mide como porcentaje del PIB elaumento fue del 34%. Esta diferencia en las tasas de crecimiento de la inver-sión en I+D según se la mida en términos absolutos o relativos al tamaño dela economía parece mostrar que el aumento obedece en mayor medida a unperíodo de expansión económica que a la asignación de mayor prioridad a

Gráfico 2. Gasto en ciencia y tecnología (PPC)

Fuente: elaboración propia sobre Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología -Iberoamericana
e Interamericana – RICYT.
Nota: ACT: Corresponde a Actividades Científicas y Tecnológicas, I+D: Corresponde a
Investigación y Desarrollo - incluye formación de investigadores y servicios científicos y tec-
nológicos, PPC: Corresponde a Paridad de Poder de Compra. Las estimaciones en Paridad de
Poder de Compra fueron obtenidas aplicando los factores de conversión del Banco Mundial
sobre la información en moneda local provista por cada país.
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la ciencia y la tecnología por parte de los agentes públicos y privados. Dehecho, la inversión en I+D como porcentaje del PIB de 2008 es 15% supe-rior al de 1999. En todo caso, estas cifras se alejaban del objetivo de alcanzarel umbral del 1% del PIB en inversión en I+D. Este 1% es lo recomendadopor la UNESCO (Organización de las Naciones Unidas para la Educación, laCiencia y la Cultura) sobre todo a los países en desarrollo y es una meta fija-da en los planes de distintos gobiernos sin que este propósito pudiera seralcanzado, lo que señala las dificultades para sostener y aumentar la inver-sión pública en esta área, y más aún, las serias dificultades para impulsar lainversión del sector privado.2 3En cuanto a los objetivos trazados por el nuevo gobierno, el de aumentar lainversión en I+D, tanto pública como privada no se ha cumplido, en cambiosí se avanzó considerablemente en lo que se refiere al número de investiga-dores y tecnólogos. Los cálculos que sustentaban el plan estimaban una cifraanual de mil quinientos becarios y un ingreso anual de quinientos nuevosinvestigadores al CONICET. Por cuarto año consecutivo, estas cifras se hancumplido como se demuestra en el gráfico 4. En el período 2003-2008, la Agencia Nacional de Promoción Científica y
2 Para más información ver Declaración del Programa RAICES como Política de Estado, ley26.421 del 22 de Octubre de 2008http://www.raices.mincyt.gov.ar/pdfs/Ley_26_421_Raices.pdf 3 El objetivo de alcanzar el 1% del PIB en gasto en I+D también había sido fijado en el PlanNacional Plurianual de Ciencia y Tecnología 1998-2000 elaborado por la gestión Del Belloen 1996 pero nunca fue logrado. 

Gráfico 3. Argentina, inversión en I+D (1996-2008)

Fuente: RICYT (2010), http://www.ricyt.org
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Tecnológica aprobó 3.181 proyectos a través de los diferentes instrumentosimplementados por el FONTAR, por un monto total superior a los de $1.000millones de pesos (más de trescientos millones de dólares). Los proyectosaprobados exhibieron un fuerte crecimiento desde el año 2003. Si biendurante el período 2005-2007 la cantidad de proyectos se mantuvo relativa-mente estable, en 2008 se incrementó un 51%. En tanto los montos aproba-dos aumentaron en promedio un 42% por año. En valores absolutos, losproyectos se duplicaron entre 2003 y 2008, mientras que los montos apro-bados se incrementaron más de un 450 por ciento. Según Albornoz y Gordon (2011) la evaluación del impacto de este esfuer-zo sobre el proceso de innovación debe dar cuenta de aquellos aspectos quecontribuyan o dificulten la producción de un impacto económico. De lamisma forma, los autores proponen determinar el valor agregado diferen-cial; esto es, aquello que los sectores productivos obtienen y que no podríanhacerlo de otros grupos de investigación. El análisis de estos impactos inclu-ye aspectos tales como la capacidad de dar respuesta a requerimientos cog-nitivos formulados desde la esfera de las actividades económicas y sociales(efecto “inventor” schumpeteriano), así como el incremento de la transfe-rencia de conocimientos científicos y tecnológicos a las empresas (efecto deapropiación social de los conocimientos). Entre estos impactos, asimismo,se cuenta el fortalecimiento de los centros de I+D en las empresas con recur-sos humanos formados en el marco de las actividades de la Agencia y elaumento del número de patentes registradas por nacionales, tanto en el paíscomo en el exterior. Otro impacto que debe ser tomado en cuenta en la eva-luación es la eventual relación demostrable entre el mejor desempeñoeconómico de las empresas y las contribuciones realizadas por gruposfinanciados por la ANPCYT. Tal información debe ser obtenida y convenien-

Gráfico 4. Argentina, investigadores por cada mil habitantes de la PEA (EJC)

Fuente: RICYT (2010), http://www.ricyt.org
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temente analizada. Por el momento, un dato a tomar en cuenta es que, segúndatos de la encuesta nacional de innovación, el financiamiento otorgado porel FONTAR cubrió hasta el 8% de los gastos de innovación en las empresaspequeñas. En el caso de las empresas medianas, este porcentaje se reducíaal 4%, mientras que en las grandes era del 1 por ciento. Un ejercicio de evaluación del FONTAR realizado en 2006 consistió en unanálisis comparado de las empresas financiadas por este fondo en relacióncon empresas de características similares no financiadas por él. El análisisestuvo orientado a determinar si los aportes del FONTAR a la innovación enempresas privadas generaron un efecto negativo de reemplazo de fondosque la empresa hubiera aportado de todas maneras, o un efecto de atracciónde fondos de la empresa que de otra manera no hubieran sido dedicados ainnovación (Chudnovsky, 2006)4.El principal resultado obtenido es que la inversión en innovación de lasempresas financiadas por el FONTAR fue superior al de las no financiadas,por lo que no habría existido un efecto total de “crowding out”5. Sin embar-go, tampoco se habría verificado un efecto de adicionalidad, es decir que lasempresas financiadas no habrían aportado a innovación más dinero propioque las no financiadas. En los primeros meses de 2010 como parte de las acciones que impulsa elnuevo fondo establecido con apoyo del Banco Mundial –el FONARSEC- sepresentó el programa EMPRE-TECNO mediante el cual se destinan recursospara dar apoyo a la creación de empresas de base tecnológica. A través deeste instrumento es posible otorgar subsidios a proyectos destinados a
“aumentar la cantidad y mejorar la calidad de intermediarios de tecnología,
elevar la cantidad de empresas de tecnología o basadas en el conocimiento,
generar un ámbito propicio para que universidades, institutos de investiga-
ción, sector productivo, inversores de capital de riesgo y otros actores del sis-
tema nacional de innovación interactúen de manera eficaz para lograr un
crecimiento económico y un desarrollo social con base en el conocimiento
científico y tecnológico”. 

4 Para más información acerca de este estudio ver Chudnovsky D. et al. (2006) “Evaluating aprogram of public funding of private innovation activities. An econometric study of FON-TAR in Argentina” http://idbdocs.iadb.org/mwg-internal/de5fs23hu74ds/progress?id=Toi625KKJBjQv7NJW9EnhjCANSitl_yMZ9IakMN3EPA,&dl  5 El efecto desplazamiento (también conocido como efecto expulsión o crowding out) es unasituación en la que la capacidad de inversión de las empresas se reduce debido a la deudapública. Al aumentar la deuda pública y la emisión de títulos públicos, se desplaza la inver-sión privada. Este tipo de desplazamientos suponen un trastorno en la condiciones finan-cieras ya que se reducen los recursos disponibles. Se dice entonces que la inversión priva-da está siendo “desplazada o expulsada” por la pública (1 de marzo de 2010. Effects of FiscalStimulus in Structural Models. International Monetary Fund. pp. 21).
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Establecimiento de la SECYT en Ministerio (2007)El 6 de diciembre de 2007, el Congreso de la Nación sancionó modificacio-nes a la ley de Ministerios 26.338 creando el Ministerio de Ciencia,Tecnología e Innovación Productiva. Este organismo tiene a su cargo la for-mulación de políticas y el desarrollo de planes, programas y proyectos ten-dientes a fortalecer “la capacidad del país para dar respuesta a problemas sec-
toriales y sociales prioritarios y contribuir a incrementar en forma sostenible
la competitividad del sector productivo, sobre la base del desarrollo de un
patrón de producción basado en bienes y servicios con mayor densidad tec-
nológica”6.De esta forma se separó ésta área del Ministerio de Educación, del que va acontinuar dependiendo la política universitaria. Al frente del nuevoMinisterio fue designado un investigador reconocido en el campo de la bio-logía molecular, el Dr. Lino Barañao7. Esta medida, que en la práctica conlle-va una separación entre la política universitaria y la de investigación fuecelebrada públicamente como un reconocimiento largamente esperado a laimportancia política de la ciencia. A partir de la indagación de los gráficos 5 y 6 podemos analizar si se regis-traron cambios en la inversión en CyT a partir de la modificación de rangode la Secretaría en Ministerio. De esta forma, se observa que, en términosabsolutos, en 2008, al contrario de la presunta idea de haberse realizado unsalto en la inversión en el área, se produce un amesetamiento, para luego en2009 seguir su fase ascendente, comenzada en 2002. Por otra parte, cuandoanalizamos el gasto en términos relativos a su poder de compra, observa-mos que la tendencia ascendente se mantiene de forma constante durantetodo el período, sin registrar ningún cambio específico en 2007 con la cre-ación del MINCyT.   Otro de los aspectos propuestos para estudiar en este trabajo fue el de tra-tar de averiguar cuáles fueron los sectores socioeconómicos más beneficia-dos por las políticas de CyT durante la posconvertibilidad. En este sentido,analizaré la siguiente información con la descomposición porcentual delgasto en CyT8.   A partir de la observación de los cuadros con la información desglosadapodemos sostener que, en cuanto al gasto en I+D, la producción y tecnologíaindustrial es la más beneficiada promediando sus valores entre 24 % y 25%.
6 Ley 26.3387 Doctor en química. Fue director del Laboratorio de Biología de la Reproducción yBiotecnología Animal de la Universidad de Buenos Aires.8 El gasto en ACT (Actividades Científicas y Tecnológicas) no pudo analizarse por falta dedatos en las series.
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Gráfico 5. Gasto en ciencia y tecnología (US$)

Fuente: elaboración propia sobre Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología -Iberoamericana
e Interamericana – RICYT .
Nota: ACT: Corresponde a Actividades Científicas y Tecnológicas, I+D: Corresponde a
Investigación y Desarrollo - incluye formación de investigadores y servicios científicos y tec-
nológicos

Gráfico 6. Gasto en ciencia y tecnología (PPC)

Fuente: elaboración propia en base a Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología -
Iberoamericana e Interamericana – RICYT.
Nota: ACT: Corresponde a Actividades Científicas y Tecnológicas; I+D: Corresponde a
Investigación y Desarrollo - incluye formación de investigadores y servicios científicos y tec-
nológicos; PPC: Corresponde a Paridad de Poder de Compra. Las estimaciones en Paridad de
Poder de Compra fueron obtenidas aplicando los factores de conversión del Banco Mundial
sobre la información en moneda local provista por cada país.
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A este objetivo le sigue el de producción y tecnología agrícola promediandoalrededor del 17 % para todo el período (cuadro 1).Por otra parte, en relación con los créditos presupuestarios públicos de I+Dpor objetivo socioeconómico los roles se invierten siendo el sector másbeneficiado la producción y tecnología agrícola (23 %) seguido por la pro-ducción y tecnología industrial (15 %) (cuadro 2). De este modo podemos concluir que dichos objetivos son en los que más seha invertido durante las gestiones kirchneristas dejando en un segundoplano otros como exploración y explotación de la tierra, infraestructuras yordenación del territorio, control y protección del medio ambiente, protec-ción y mejora de la salud humana, producción distribución y utilización deenergía, estructuras y relaciones sociales y exploración y explotación delespacio. De esta forma, se pone en consonancia esta reflexión con el objeti-vo mismo del MINCyT “contribuir a incrementar en forma sostenible la com-
petitividad del sector productivo, sobre la base del desarrollo de un patrón de
producción basado en bienes y servicios con mayor densidad tecnológica” 9.En adición a esta línea de análisis se podrían mencionar los nuevos fondos

Cuadro 1. Gasto en I+D por objetivo socioeconómico

Fuente: elaboración propia sobre Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología -Iberoamericana
e Interamericana – RICYT

2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010
1. Exploración y explotación
de la Tierra 

3,39 2,78 3,21 2,67 3,36 3,48 4,36 5,28 4,52

2. Infraestructuras y orde-
nación del territorio 

1,93 1,93 2,58 2,02 2,18 2,09 2,58 2,48 2,79

3. Control y protección del
medio ambiente 

4,23 3,53 5,04 3,74 4,15 4,04 4,74 5,01 5,40

4. Protección y mejora de la
salud humana 

14,17 13,94 13,90 14,89 13,59 15,65 13,71 13,13 13,35

5.Producción, distribución y
utilización de energía 

2,85 2,87 2,22 2,46 2,93 2,90 3,32 3,84 4,13

6. Producción y tecnología
agrícola 

16,99 18,95 18,25 17,61 19,57 17,60 18,16 18,99 16,55

7. Producción y tecnología
industrial 

26,32 27,49 29,86 27,13 26,70 26,60 26,50 22,25 22,96

8. Estructuras y relaciones
sociales 

5,70 4,83 4,85 6,16 6,51 8,27 8,23 9,21 9,98

9. Exploración y explotación
del espacio 

2,38 2,76 2,75 2,48 3,46 4,27 4,44 4,12 4,73

10. Investigación no orien-
tada 

15,19 14,59 11,91 13,77 12,63 8,71 7,86 10,30 9,21

11. Otra investigación civil 5,87 5,70 4,88 5,87 3,81 5,87 5,66 4,96 5,55

12. Defensa 1,00 0,62 0,57 1,20 1,12 0,51 0,43 0,43 0,83
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sectoriales implementados por el MINCyT, siguiendo la experiencia de otrospaíses de la región -particularmente Brasil-. Sin embargo, a diferencia de losfondos sectoriales brasileños, que tienen un origen en el sector privado, elMINCyT acudió a un nuevo préstamo del BID para el lanzamiento de unalínea de financiamiento destinada a cuatro sectores definidos como estraté-gicos (agroindustria, energía, salud y problemática social), a la vez que subs-cribió un préstamo con el Banco Mundial para una línea de financiamientode tres tecnologías de propósito general: TIC, biotecnología y nanotecnología.De esta forma, esta información también nos permite reflexionar sobre cuá-les son las actividades y sectores de la economía que se pretende enfocarhacia el futuro. 
Comparación entre períodos de convertibilidad y 
posconvertibilidad     Si comparamos las etapas bajo estudio en base al gasto en Ciencia y

9 Ley 26.338

Cuadro 2. Créditos presupuestarios Públicos de I+D por objetivo socioeconómico

Fuente: elaboración propia sobre Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología -Iberoamericana
e Interamericana – RICYT

2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010

1. Exploración y explotación de la
Tierra 

4,95 3,91 3,70 3,56 3,58 4,79 4,60 6,61 6,86

2. Infraestructuras y ordenación del
territorio 

0,65 0,54 0,51 0,49 0,46 0,66 0,62 0,84 0,79

3. Control y protección del medio
ambiente 

3,57 3,46 3,23 3,02 2,95 2,35 2,43 3,02 3,35

4. Protección y mejora de la salud
humana 

7,90 11,27 11,17 10,79 10,39 11,66 11,47 9,36 9,37

5.Producción, distribución y utiliza-
ción de energía 

1,62 4,49 4,40 4,29 4,22 4,27 4,55 4,91 5,97

6. Producción y tecnología agrícola 20,82 21,86 23,57 24,90 28,27 26,50 27,04 25,55 23,90

7. Producción y tecnología industrial 17,78 15,70 16,56 16,22 14,81 16,17 14,81 13,41 13,31

8. Estructuras y relaciones sociales 1,18 1,53 1,57 1,61 1,53 5,89 5,46 5,26 5,30
9. Exploración y explotación del espa-
cio 

3,54 3,80 4,31 4,13 5,31 6,76 7,56 6,55 6,56

10. I+D financiada con fondos de uni-
versidades

17,05 13,79 11,90 9,21 7,98 6,99 5,70 4,78 4,17

11. Investigación no orientada 13,88 14,60 13,96 16,56 15,50 11,66 13,59 17,75 18,52
12. Otra investigación civil 6,09 4,49 4,63 4,79 4,53 1,98 1,88 1,34 1,32
13. Defensa 0,96 0,53 0,47 0,45 0,47 0,34 0,31 0,64 0,58
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Tecnología en relación al PIB de Actividades Científicas y Tecnológicas10(gráfico 7) podemos sostener que, en promedio, el período de la convertibi-lidad (1990-2001) fue del 0,45 %, mientras que durante los años de poscon-vertibilidad en análisis (2002-2010) fue del 0,48 %. Dicha diferencia de un0,03 % no parecería tener gran relevancia en la contrastación de ambas eta-pas. Sin embargo, si analizamos esta inversión en CyT en términos absolutos yrelativos, obtenemos los gráficos 8 y 9.A partir de los gráficos 8, 9, 10 y 11 se observa que, desde 1990 hasta1997, la inversión en CyT aumenta, hasta que, en ese año, se estanca paraluego descender. En el período de la gestión kirchnerista la línea es sóloascendente y con mayor intensidad que la primera etapa de la convertibili-dad. De esta forma, se observa un comportamiento muy disímil entre losperíodos en cuestión, a diferencia de lo sucedido con el gráfico 7 del por-centaje del PIB destinado a CyT.Al analizar el gasto en CyT por habitante se corrobora también este últimoanálisis. Por lo tanto, al tener en cuenta que, en promedio, el porcentaje delPIB destinado a esta área no difiere en gran medida entre los períodos bajo
10 I+D no es posible compararlo ya que faltan datos para los años comprendidos entre 1990 y1996.

Gráfico 7. Gasto en ciencia y tecnología en relación con el PIB

Fuente: elaboración propia sobre Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología -Iberoamericana
e Interamericana – RICYT
Nota: ACT: Corresponde a Actividades Científicas y Tecnológicas; I+D: Corresponde a
Investigación y Desarrollo - incluye formación de investigadores y servicios científicos y tec-
nológicos
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Gráfico 8. Gasto en ciencia y tecnología (US$)

Fuente: elaboración propia sobre Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología -Iberoamericana
e Interamericana – RICYT 
Nota: ACT: Corresponde a Actividades Científicas y Tecnológicas; I+D: Corresponde a
Investigación y Desarrollo - incluye formación de investigadores y servicios científicos y tec-
nológicos

Gráfico 9. Gasto en ciencia y tecnología (PPC)

Fuente: elaboración propia sobre Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología -Iberoamericana
e Interamericana – RICYT 
Nota: ACT: Corresponde a Actividades Científicas y Tecnológicas; I+D: Corresponde a
Investigación y Desarrollo - incluye formación de investigadores y servicios científicos y tec-
nológicos; PPC: Corresponde a Paridad de Poder de Compra. Las estimaciones en Paridad de
Poder de Compra fueron obtenidas aplicando los factores de conversión del Banco Mundial
sobre la información en moneda local provista por cada país.
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Gráfico 10. Gasto en ciencia y tecnología por habitante (US$)

Fuente: elaboración propia sobre Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología -Iberoamericana
e Interamericana – RICYT
Nota: ACT: Corresponde a Actividades Científicas y Tecnológicas; I+D: Corresponde a
Investigación y Desarrollo - incluye formación de investigadores y servicios científicos y tec-
nológicos

Gráfico 11. Gasto en ciencia y tecnología por habitante (PPC)

Fuente: elaboración propia sobre Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología -Iberoamericana
e Interamericana – RICYT
Nota: ACT: Corresponde a Actividades Científicas y Tecnológicas; I+D: Corresponde a
Investigación y Desarrollo - incluye formación de investigadores y servicios científicos y tec-
nológicos; PPC: Corresponde a Paridad de Poder de Compra. Las estimaciones en Paridad de
Poder de Compra fueron obtenidas aplicando los factores de conversión del Banco Mundial
sobre la información en moneda local provista por cada país.
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estudio, podemos concluir que el gran aumento en inversión en CyT en valo-res relativos y absolutos durante la posconvertibilidad se da simultánea-mente con el proceso de aumento del PIB a partir de la reactivación de la eco-nomía argentina. Este último proceso se puede afirmar a partir del gráfico
12 de crecimiento del PIB en US$ a precios actuales y a precios constantes.Los investigadores Lugones, Peirano y Gutti (2005) a partir de un trabajode campo con empresas sostienen que el nuevo régimen macroeconómicovigente desde mediados de 2002 es considerado positivo para éstas ya que eltipo de cambio alto, las retenciones a las exportaciones, el superávit fiscal yla recuperación ininterrumpuda del mercado interno permitieron en lamayoría de los casos, ampliar el volumen de producción y recomponeringresos. Sin embargo, según estos autores el nuevo esquema macroe-conómico no parece haber estimulado suficientemente un replanteo de lastendencias de especialización de las empresas hacia un mayor contenido deconocimiento, manteniéndose el perfil anterior, fuertemente cargado hacia
commodities y productos de bajo contenido tecnológico. En este sentido, no encontraron cambios significativos respecto de la situa-ción previa a la devaluación. Plantean que estas empresas, aprovecharonuna reducción de la presión competitiva como resultado de la conjunción dedos elementos principales: la protección que implica el tipo de cambio altofrente a competidores externos y la expansión del mercado interno, acom-pañados por la mortandad de competidores que arrojó la profunda recesión

Gráfico 12. Crecimiento del PIB en US$ a precios actuales y constantes

Fuente: elaboración propia sobre datos del Banco Mundial
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que marcó el final de la convertibilidad. Así, en 2005 no percibieron planesorientados a avanzar hacia eslabones más sofisticados de las cadenas y, porende, a redefinir el contenido tecnológico de la producción. La mayoría de lasexportaciones están constituidas por la de bienes similares a los de finales delos noventa (Lugones, Peirano y Gutti, 2005).En una línea similar, Azpiazu y Schorr (2010: 26) sostienen que “la vigen-
cia de un “dólar alto” a partir de la devaluación contribuyó a profundizar gran
parte de los rasgos de una estructura de especialización de escaso dinamismo
a escala mundial, con limitados efectos locales en términos de empleo y enca-
denamientos virtuososos hacia crecientes estadios en materia de productivi-
dad e incorporación de progreso técnico”. Para estos autores, el patrón deespecialización que se ha venido consolidando en la posconvertibilidad difí-cilmente permita que la Argentina ingrese en un sendero de desarrollo concrecientes niveles de inclusión económico-social. Sumado a esto, sostienenque la vigencia del dólar alto como eje ordenador de la política industrial escondición insuficiente para una modificación positiva en la inserción nacio-nal en los flujos mundiales del intercambio comercial manufacturero. Por otra parte, los autores de CENDA (2010), plantean que las rupturas dela etapa de la posconvertibilidad en relación con la convertibilidad tienenmayor peso que las continuidades, poniendo de relieve la dificultad de latransformación de ciertos patrones económicos a partir de 30 años de polí-ticas neoliberales de “desindustrialización”. De todas formas, comparten conlos anteriores la necesidad imperiosa de lograr en el futuro una transición dela estructura productiva hacia sectores y productos de mayor valor agrega-do, contenido tecnológico e intensidad de eslabonamientos en el entramadoproductivo local.A pesar de la situación de la estructura productiva caracterizada por estosautores considero que durante la posconvertibilidad sí se produjeron cam-bios en las políticas de ciencia y tecnología específicamente. Algunos de losargumentos para establecer esta afirmación fueron los cambios institucio-nales descriptos anteriormente. Otros son los datos cuantitativos estudiadosdurante el desarrollo de la investigación como gasto en ACT e I+D, númerode investigadores, etc. Para ilustrar esta intención que sostengo que tuvieronlas gestiones kirchneristas en aumentar la capacidad tecnológica del paíspodemos analizar el gráfico 13.
A partir del gráfico 13 podemos observar el comportamiento de la varia-ble de las exportaciones de los productos de alta tecnología11. De esta forma,se puede analizar la diferencia de rendimiento en este tipo de exportacionesdurante la etapa de la convertibilidad y la posconvertibilidad. En este sentido,a pesar de registrarse una caída en 2008-2009, hay una clara tendencia a un
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crecimiento pronunciado en las exportaciones de alta tecnología desde 2002hasta 2010. En 2008 se alcanza un pico de exportaciones que supera pormás del doble el máximo de la serie de la etapa de la década de 1990.Por último, otro indicador a tener en cuenta en este trabajo para evaluar laspolíticas de CyT de la posconvertibilidad será la cantidad de publicacionescientíficas durante ambos períodos, lo cual puede analizarse a partir del grá-
fico 14.Según los datos de la serie podemos inferir el gran crecimiento que seregistró en las publicaciones científicas en Science Citation Index (SCI) lle-gando en 2010 a cuadriplicar las cantidades a principios de la década de los’90. De todas formas no se visualiza un cambio de comportamiento entreambos períodos sino que se puede sostener que siguieron un camino simi-lar. Podemos destacar que existe una tendencia creciente entre 1992-1993hasta 2000-2001, cuando se produce un amesetamiento hasta 2003, ungran crecimiento entre 2004 y 2008, un estancamiento en 2009 para volvera crecer en 2010.    
Conclusiones generales

11 Según la definición de productos de alta tecnología del Banco Mundial: “High-technologyexports are products with high R&D intensity, such as in aerospace, computers, pharma-ceuticals, scientific instruments, and electrical machinery” http://databank.bancomun-dial.org/data/views/reports/chart.aspx. 

Gráfico 13. Exportaciones de productos de alta tecnología (US$ a precios actuales)

Fuente: elaboración propia esobre datos del Banco Mundial
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Para finalizar este trabajo intentaré realizar una conclusión general delperíodo bajo estudio teniendo en cuenta los múltiples aspectos vinculadoscon las políticas de CyT desarrollados en la investigación.Dentro de los logros de las gestiones de Nestor Kirchner y CristinaFernández de Kirchner, como de las autoridades de la SECyT primero y delMINCyT después, se puede mencionar, en primer lugar, el aumento en inves-tigadores que se registra desde el año 2003. Este incremento se desarrollócumpliendo los cálculos que sustentaban el plan con una cifra anual de milquinientos becarios y un ingreso anual de quinientos nuevos investigadoresal CONICET. El comportamiento de este indicador, como pudimos analizarlodurante la investigación, fue de un quiebre con la década de 1990 ya que lascifras de investigadores se redujeron durante dichos años.  En segundo plano, durante la posconvertibilidad se registró un crecimien-to muy superior a la convertibilidad en la exportación de los productos dealta tecnología. Tanto es así que, en 2008, se alcanzó el pico histórico de laserie cercano a los 2.000 millones de dólares que supera por más del dobleel máximo de la serie de la etapa de la década de 1990.Por otra parte, durante el período bajo estudio se produjo un aumento enlas publicaciones científicas representado en las presentadas en ScienceCitation Index (SCI). De todas formas en este campo no se visualiza una rup-tura con la etapa anterior ya que durante ella también se mantuvo una ten-dencia creciente.Por último, en cuanto a los datos cuantitativos evaluados durante la investi-

Gráfico 14. Publicaciones en Science Citation Index (SCI)

Fuente: elaboración propia sobre Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología -Iberoamericana
e Interamericana – RICYT
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gación, también se concluye que sí hay un cambio en relación con la inver-sión destinada a la CyT en ambos períodos. Esto se da en términos absolu-tos como en términos relativos por el poder de compra, generando una ten-dencia creciente mucho mayor durante la posconvertibilidad que en el dece-nio anterior y logrando recuperarse de la fuerte caída sufrida entre 1999 y2002. De todas formas, como se ha mencionado, en lo relacionado con elPIB, según los datos investigados, el porcentaje destinado a esta área nodifiere entre los períodos bajo estudio. De la misma forma el porcentaje del

Gráfico 15. Gasto en ciencia y tecnología como porcentaje del PIB 2010

Fuente: elaboración propia sobre Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología -Iberoamericana
e Interamericana – RICYT)
Nota: ACT: Corresponde a Actividades Científicas y Tecnológicas; I+D: Corresponde a
Investigación y Desarrollo - incluye formación de investigadores y servicios científicos y tec-
nológicos
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PIB destinado a CyT está lejos del 1 % recomendado por la UNESCO(Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y laCultura) sobre todo a los países en desarrollo y fijado como objetivo en losplanes de distintos gobiernos. En el gráfico 15 podemos apreciar la lejanía en cuanto al porcentaje deinversión en ACT e I+D no sólo con países desarrollados como Alemania,Japón y Estados Unidos, sino que también a una gran distancia de la mediaregistrada para América latina y el Caribe, lo cual indica que resta muchopor hacer para seguir el camino del desarrollo y la aplicación de tecnología ala estructura productiva del país.En otro aspecto, también se pudo analizar que, en cuanto al gasto en I+D,la producción y tecnología industrial es la más beneficiada promediando susvalores entre 24 % y 25 %. A este objetivo le sigue el de producción y tecno-logía agrícola promediando alrededor del 17 % para todo el período. Por otraparte, en relación con los créditos presupuestarios públicos de I+D por obje-tivo socioeconómico los roles se invierten siendo el sector más beneficiadola producción y tecnología agrícola (23 %) seguido por la producción y tec-nología industrial (15 %). De la misma forma, a partir de las líneas de finan-ciamiento externo también pudimos reflexionar acerca de cuáles fueron sec-tores definidos como estratégicos por las autoridades, los cuales fueronagroindustria, energía, salud y problemática social a partir de una línea definanciamiento (BID) y TIC, biotecnología y nanotecnología por la otra(Banco Mundial). A este análisis podemos sumarle la reflexión de las declaraciones de losempresarios consultados sobre su vinculación tanto con la SECyT como conel MINCyT12. La misma, como ya se ha dicho, consiste en la absoluta valori-zación positiva de la ayuda otorgada por el gobierno -ya sea a través de cré-ditos o subsidios- para la realización de cada proyecto tecnológico.Por último, en el plano cualitativo e institucional se podría mencionar queel otorgamiento de rango ministerial a la SECyT habría sido una ruptura dis-tintiva en la política de CyT en la época de la posconvertibilidad. Sin embar-go, la creación del MINCYT no supuso una innovación en cuanto a las gran-des pautas y a los instrumentos de la política científica. Por lo contario, éstasiguió las orientaciones generales que se venían llevando a cabo desde laantigua SECYT. Este aspecto se refuerza por el hecho de que la participaciónrelativa dentro del presupuesto para el área ha permanecido estable luego dela creación del Ministerio como pudimos corroborar con los datos obtenidosdurante la investigación. De todas formas, esto no es del todo negativo yaque significa que se mantuvieron muchos de los instrumentos que se pusie-
12 Dichas entrevistas no han podido ser incluidas en este artículo, pero forman parte de un tra-bajo de investigación anterior.
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ron en marcha durante la gestión de Del Bono -que significó un importanteintento de hacer un plan a largo plazo- y éstos aún siguen vigentes luego dela creación en 2007 del MINCyT. En el mismo sentido, en relación con las autoridades que llevaron a cabo lagestión de las políticas de CyT en la posconvertibilidad, a pesar de habersetratado de una gestión de perfil bajo frente a la opinión pública, ha transcu-rrido sin mayores conflictos, apoyada en el buen desempeño del CONICET yen los resultados que los grupos de excelencia pudieron mostrar en áreascomo la biotecnología, la nanotecnología y las TIC. Según diferentes autores,esta objetiva situación de continuidad, estabilidad y baja conflictividad se hadado pocas veces en las últimas décadas, lo cual es un mérito no desdeñableque permite sentar las bases para la determinación de objetivos de largoplazo. 
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El autor afirma que el análisis marginalista tradicional, en sus diferentes ver-
tientes, da por sentado que la inflación se produce por exceso de demanda.
La escasez de capital es la que daría inicio al aumento sostenido del nivel de
precios aunque ciertas relaciones empíricas para el caso argentino reciente
permiten echar un manto de duda sobre los argumentos convencionales.
También indica que se piensa que apenas las tasas de utilización de la capa-
cidad instalada se aproximan a la capacidad disponible el capital pasa a ser
una restricción para el crecimiento económico.

El trabajo intenta refutar algunas hipótesis que el articulista -como se
señaló-  atribuye a la corriente marginalista sobre las causa de la inflación
en la Argentina, dejando la explicación del fenómeno en sí para futuras
investigaciones.

La descripción teórica que aquí se formula puede estimular un interesante
debate acerca de la vigencia del planteo efectuado.  
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Los Apéndices I y II se publican en sitio iade:
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Inflation by demand excess on the side of capital: the
recent Argentine case 

The author affirms that traditional marginalist analysis, in its different approach-
es, takes for granted that inflation is produced by excess of demand. Capital scarci-
ty would be the one to begin the sustained rise of prices although certain empiri-
cal relations for the recent Argentine case allow to cast a doubt over conventional
arguments. It also signals the thought that as soon as utilization rates of installed
capacity approach available capacity, capital goes on to be a restriction to eco-
nomic growth. 

The article aims to refute certain hypotheses which the author -as it was pointed
out- attributes to the marginalist movement about the causes of inflation in
Argentina, leaving the explaination of the phenomenon itself for future research. 

The theoretical description here formulated can promote an interesting debate
about the validity of the presented ideas. 

Keywords: Utilization of installed capacity - Inflation - Effective demand 
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1. Inflación por exceso de demanda en la ArgentinaEn los últimos años, desde 2007, en la Argentina se ha observado un pro-ceso inflacionario crónico. Si bien se suele argumentar que este fenómenoes “multicausal”, en general, las explicaciones que priman son por el lado dela demanda frente a una oferta rígida (marginalistas), es decir, que el proce-so se debe a un exceso de demanda. Esta explicación, enmarcada en una pers-pectiva de economía cerrada, se puede dividir en tres variantes:1. Un exceso de gasto público y/o de consumo.2. La emisión monetaria que financia el déficit fiscal.3. La inflación oligopólica.Las tres se podrían reducir a la inflación por exceso de demanda. El meca-nismo a través del cual se desata el fenómeno inflacionario se podría enten-der de la siguiente manera: el consumo o gasto público en exceso, financiadoo no con emisión1, repercute en el sector productor de bienes por lo que losempresarios no logran responder con aumento de la producción (oferta rígi-
da), y por lo tanto deciden subir los precios. Las variantes pueden ser tantoen el corto como en el largo plazo2.Para el caso de la inflación oligopólica, las empresas, cada vez más con-centradas y centralizadas, motivadas por aumentar su rentabilidad, eligensubir precios aumentando los márgenes de rentabilidad unitarios. La reti-
cencia inversora, proceso por el cual las firmas invierten menos de lo espe-rado de acuerdo con su rentabilidad, es una de las principales explicacionesa este tipo de inflación. Bajo este punto de vista, los componentes monopóli-cos de la industria local serían muy relevantes, tanto que los empresarios,frente a aumentos de la demanda, no aumentarían su producción (no utili-zarían nuevos turnos, ni se invertiría en nuevo stock de capital físico), comosería esperable si se cumpliera el principio del acelerador.Estas explicaciones son coherentes bajo un marco teórico en el cual lademanda agregada es la que se adapta a la capacidad productiva (Serrano,1995) por lo que el crecimiento económico es sólo explicado por el lado de la
oferta. Al considerar el capital como un factor escaso y al tener la posibili-dad de producir con infinitas técnicas, la flexibilidad que le da la sustituciónfactorial, esta teoría puede asegurar en el largo plazo un equilibrio con plenautilización del capital instalado (Milgate, 1982). En este caso, obviamente,hay ausencia de problemas keynesianos, es decir, no hay insuficiencia dedemanda efectiva (Garegnani, 1978; Petri, 2004), en otros términos, se cum-
1 En el caso de Milton Friedman (1976, p. 32), el proceso será inflacionario sólo si los gastospúblicos son financiados con emisión.2 Friedman (1976, p. 40) descarta que “hay un tope rígido en la producción, por encima delcual es imposible seguir aumentándola una vez que se llega al máximo”. 
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ple la versión robusta de la ley de Say (Snowdon & Vane, 2005).
2. Utilización de capacidad instalada normal: 
el caso argentinoTanto la teoría marginalista tradicional como la teoría clásica, tambiénconocida como enfoque del excedente, comparten el mismo método: el ´longperiod method´ (LPM). Este método está basado sobre la noción de posicio-nes de largo plazo en donde los precios de mercado (efectivos) gravitan entorno de los precios de producción. Las posiciones de largo plazo son mag-nitudes teóricas, posiciones en donde el sistema económico se caracterizapor una tasa uniforme de ganancias (Garegnani, 1976). Bajo estas dosteorías se reconoce la existencia de una utilización normal de la capacidadinstalada. Si bien esta posición normal es inobservable, el promedio de las posicio-nes efectivas desestacionalizadas de la utilización de capacidad instalada enla industria manufacturera, que es observable, podría llegar a ser una esti-mación válida. Para el caso argentino, desde enero de 2002 a mayo de 2015,la tasa de utilización de la capacidad instalada en la industria manufactureranunca superó el 84,1%. En la serie de tiempo, se puede observar la recupe-ración económica que logró la Argentina luego de la crisis de 2001 (figura

1).Uno de los objetivos de este trabajo es comprobar empíricamente si la uti-lización de capacidad instalada en la industria manufacturera tiende o no auna posición normal. A través de múltiples tests econométricos, entre los

Figura 1. Utilización de la capacidad instalada (INDEC). 

Fuente: elaboración propia sobre datos del INDEC
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que se encuentran Dickey-Fuller Aumentado (DFA), Dickey-Fuller MínimosCuadrados Generalizdos (DF-MCG), Phillips-Perron (PP), Kwiatkowski-Phillips-Schmidt-Shin (KPSS), Elliot-Rothenberg-Stock (ERS), Ng-Perron(NP), la existencia de una reversión a la media en la utilización de capacidadinstalada puede ser testeada. Los resultados obtenidos se encuentran en la
figura 2.Si se analizan los datos de INDEC desestacionalizados, se puede concluirque los resultados econométricos no son homogéneos3, indicando que la uti-lización de capacidad  instalada en la Argentina es una variable que no nece-sariamente revierte a su posición normal. Sin embargo, si se considera queen el marco de la teoría la posición normal puede cambiar (Ciccone, 1986;Kurz, 1986; Trezzini, 1995; White, 1989), el promedio de las posicionesefectivas desestacionalizadas puede sufrir quiebres estructurales (QE). Encaso de realizar un análisis con quiebres estructurales, es decir, suponiendoque la media es la que puede variar por períodos largos de tiempo, las varia-ciones en la media (según la metodología Bai & Perron - L+1 vs. L globallydetermined breaks-, 1998, 2003a, 2003b) se dan en los siguientes meses:diciembre de 2002, octubre de 2003, enero de 2005, diciembre de 2009 ymayo de 20124, respetando la tendencia, dentro de cada uno de estos perío-dos, a revertir a la media bajo todos los tests econométricos enunciados ante-riormente (utilizando los criterios Schwarz y Hannan-Quinn).
3.1. La relación entre utilización y preciosEn los sectores industriales, las empresas no trabajan al tope de su capaci-dad de producción, sino que dejan un margen ocioso por diferentes moti-vos5. Este hecho estilizado se observa en todas las economías capitalistas del

Figura 2. Tests econométricos sobre utilización de la capacidad instalada industrial. 
Utilización de capacidad instalada en la Argentina

Fuente: elaboración propia sobre datos del INDEC

DFA DF-MCG PP KPSS ERS NP
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No 
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Estacionaria Estacionaria
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No 
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Estacionaria Estacionaria Estacionaria Estacionaria Estacionaria Estacionaria

3 Para mayor detalle ver Apéndice I.4 Para mayor detalle ver Apéndice II.5 Deliberadamente, los productores dejarían capacidad instalada excedente por varias razo-nes: simplemente por la incertidumbre existente sobre el nivel, composición, y fluctuacio-nes de la demanda. En este caso, como dice Steindl (1952), “the producer wants to be in on
a boom first”. Los empresarios no quieren perder mercados por no tener la capacidad de
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mundo y ha sido demostrado econométricamente para el caso argentino enla sección anterior.Una vez demostrado que la utilización de capacidad revierte a su media ylas posiciones observadas (efectivas) gravitan en torno de una posición nor-
mal, se podría deducir, en línea con la teoría marginalista, que los picos (efec-tivos) de utilización de la capacidad instalada por arriba de la utilización nor-mal (UCI - UCIn) deberían relacionarse positivamente con la inflación6 (p) sies que es válida la explicación de la inflación por exceso de demanda por el
lado del capital.

p = f(UCI - UCIn)>0abastecer los picos de demanda, o bien inesperados o bien estacionales. En segundo lugar, aliniciar un negocio, la perspectiva es permanecer en él, por lo que el hacerse de clientes llevaun tiempo, lo que hace que el crecimiento del mercado sea función del tiempo. Entonces,¿por qué no expande la planta paso a paso? Es imposible a causa de la indivisibilidad(Serrano y Freitas, 2015) y la durabilidad de la inversión (tanto en plantas como en equi-pos). En tercer lugar, por los altos costos de operación a altas tasas de utilización de capaci-dad instalada.6 El autor agradece al Centro de Estudios Scalabrini Ortiz por la provisión de los datos utiliza-dos.

Figura 3. Cambios en la utilización de la capacidad instalada (normal = 0) y cambios
en el nivel de precios (diciembre de 2002 – mayo de 2015).  

Fuente: elaboración propia sobre INDEC y Centro de Estudios Scalabrini Ortiz.
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7 Sin incorporar quiebres estructurales la relación también es negativa.8 “Más específicamente, si bien la correlación simple entre utilización de capacidad y el índi-ce de precios al consumidor es virtualmente cero (0,02 para ser exactos) para la muestraque cubre el período 1967-1995, la correlación entre utilización de la capacidad y acelera-ción del índice de precios, excluyendo alimentos y energía, es notablemente positiva (0,53)”(Corrado y Mattey, 1997, p. 155, traducción propia).9 Sin quiebres estructurales, la relación, a diferencia de ser negativa, es cero.

Sin embargo, para el caso argentino reciente esta relación no se cumple yel signo esperado no coincide con el observado7, ya que la relación es nega-tiva como se observa en la figura 3.Esta evidencia empírica, sin embargo, no es suficiente para rechazar laexistencia de la inflación por exceso de demanda. Corrado y Mattey (1997)reconocen que esta relación negativa, incluso bajo la perspectiva margina-lista, puede ser cierta por competencia imperfecta o por rendimientos cre-cientes a escala. La explicación que los autores sugieren es que acelera lainflación8. Sin embargo, la evidencia empírica, en la Argentina, muestra queel aumento de utilización por arriba de la normal no solo no es inflacionario,sino que tampoco acelera la inflación, como se puede ver en la figura 49.

Figura 4. Cambios en la utilización de la capacidad instalada (normal = 0) y acelera-
ción del nivel de precios (diciembre de 2002 – mayo de 2015). 

Fuente: elaboración propia sobre INDEC y Centro de Estudios Scalabrini Ortiz.
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Si es un hecho estilizado que nunca se llega a la utilización máxima de lacapacidad productiva instalada y, por lo tanto, en este caso no se necesitareducir el consumo para aumentar la inversión porque la flexibilidad de laproducción a los cambios en la demanda implica que el aumento en el con-sumo puede ir acompañado con un aumento en la inversión, todo lo que senecesita es que la utilización de la capacidad aumente en respuesta a unincremento en la demanda agregada (Petri, 2013); esto es lo que será anali-zado de manera descriptiva en la sección siguiente.

3.2. La relación entre utilización e inversiónEl diferencial de utilización de capacidad instalada efectiva con respecto delnormal (UCI - UCIn) es una de las explicaciones principales del nivel de inver-sión (Serrano, 1995), respetando el principio del acelerador de la inversión.
I = f(UCI - UCIn)La influencia de un aumento de la actividad económica sobre esta variableiría en dos sentidos. Por un lado, en el corto plazo frente a aumentos ines-perados en la demanda, aumentaría el grado de utilización de capacidad ins-talada. Por otro lado, la dualidad de la inversión, que en el corto plazo esdemanda, en el largo plazo deprime la UCI ya que opera el efecto ampliaciónde la capacidad (Domar,10 1947). Esta noción es bien remarcada por Eatwell(1983), ya que la inversión es asumida como la variable independiente,pero, a su vez, la variación en la inversión es el mecanismo a través del cualla capacidad se ajusta a la demanda efectiva. Esto, en parte, es lo que dificultóel desarrollo de una teoría de largo plazo de la demanda efectiva (Serrano,1995). Para el caso argentino, esta relación tiene un signo positivo como seobserva en la figura 5, aunque su estudio en términos formales se realizaráen un próximo artículo.

4. ConclusiónEn la teoría marginalista tradicional hay tres formas por las cuales puedesurgir el exceso de demanda en el marco de una economía cerrada. Por unlado, la existencia de un producto potencial exógeno; en segundo lugar, porla existencia de una tasa natural de desempleo (NRU o NAIRU); y, por último,la existencia de una tasa natural de capacidad instalada que acelera la infla-ción (NICU o NAICU). En este trabajo se intentó echar luz sobre el fenóme-no inflacionario argentino con el objetivo de debatir el último de estos pun-
10 Según Domar (1947, p.35) “the dual character of the investment process; that is, with thefact that investment not only generates income but also increases productive capacity “ (Elcarácter dual del proceso de inversión, esto es, el hecho de que la inversión no sólo generaingreso sino también aumenta la capacidad productiva – traducción propia).
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tos.Poder afirmar que la utilización de la capacidad instalada tiende a una posi-ción normal de equilibrio, dada por la planificación por parte de los empre-sarios para poder responder a los picos de demanda, permite dilucidar quelos aumentos en la utilización de la capacidad por arriba de la capacidad nor-mal no necesariamente devienen en aumentos de precios sino, probable-mente, en aumentos de las cantidades producidas para no perder porción delmercado, vía el mecanismo del acelerador. Es por este motivo que no seencuentra una relación positiva entre los desvíos de la utilización de capaci-dad instalada efectiva por arriba de la utilización estimada como normal res-pecto de los cambios en el nivel de precios.En sintonía con la teoría marginalista, las explicaciones posibles para elfenómeno inflacionario argentino irían por el lado del producto potencial(donde el debate sobre su endogeneidad estaría presente en autores comoNelson y Plosser, 1982; no significativo estadísticamente en Trajtenberg et
al., 2015), o por el lado de una tasa natural de desempleo (o curva de Phillips)para lo cual algunos autores, como Palumbo (2008), sostienen una explica-ción alternativa desde el enfoque del excedente. En definitiva, el enfoque de la

Figura 5. Cambios en la utilización de la capacidad instalada (normal = 0) y nivel de
inversión (desestacionalizado). 

Fuente: elaboración propia sobre Orlando J. Ferreres y Asociados y Centro de Estudios
Scalabrini Ortiz. 
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inflación por el lado de los costos no debería ser descartado (Bastos, 2002),en particular para el caso argentino reciente cuando el precio internacionalde los alimentos aumentó significativamente a partir del año 2007.Por lo tanto, es posible afirmar que el paradigma convencional o mainstre-
am genera profundas limitaciones a la hora de analizar el comportamientodel sistema capitalista, y que en su lugar, enfoques como, por ejemplo, el delexcedente (Sraffa, 1960) son más explicativos. Tal vez, sería útil y condu-cente, desde el desarrollo de las Controversias del Capital de Cambridge(Lazzarini, 2011) en adelante, retomar el pensamiento de los clásicos suma-do a los contundentes aportes del principio de la demanda efectiva de Keynes(1936) y Kalecki (1971) para intentar explicar el comportamiento de unaeconomía de mercado en términos objetivos.
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actividades realizadasactividades realizadas11 Y 12 DE MARZO DE 2017
Realidad Económica participó en el stand de publicaciones del IMFC y en el deAlimentos agroecológicos de COOPERAR en la Feria de Economía Solidaria yAgroecología realizada en la Facultad de Agronomía de la UBA.

29 DE MARZO DE 2017Presencia de Realidad Económica acompañando la charla “La Agroecología:
único camino para la Soberanía Alimentaria”, a cargo de Miguel
Altieri. Actividad organizada por las Cátedras Libres de Soberanía Alimentaria delas Facultades de Agrarias y de Medicina de la  UBA.

actividades a realizaractividades a realizar3 Y 4 DE ABRIL DE 2017
Congreso Chaqueño de Ciencia Política

Presentación  del artículo 
La Industria Chaqueña en el Siglo XXI: estructura productiva y
mercado de trabajo Publicado en Realidad Económica 304, de los autores: 

Cristian Bonavida, Lucas Borda, Lautaro González Obregón, 
Camila Monzón, Luciano Moser.

Exposición
La representación política y la protesta social  
bajo el gobierno de Cambiemos

Marisa Duarte, Directora de R.E. y Presidenta del IADE.
Organiza: Escuela de Gobierno de la Provincia del Chaco y Sociedad Argentina de Análisis Político.



4 Y 5 DE ABRIL DE 2017Presencia de Realidad Económica en la Fiesta del Libro en la sede de laUniversidad de Belgrano. CABA
7, 21, 28 DE ABRIL Y 5 DE MAYO DE 18 A 20 HS.

Taller de Economía para Periodistasdestinado a Comunicadores sociales,  locutores, periodistas, directores y producto-res de radio y televisión. Docente: Martín Kalos. Economista y periodista, docente de la UBA
aula Gral. Mosconi, 5to piso, IADE,  Hipólito Yrigoyen 1116. CABA

19 DE ABRIL DE 2017 – 18 HS
Presentación de Realidad Económica 304 y 305
Las limitaciones del régimen de acumulación en la ArgentinaExposición de los artículos Régimen de acumulación durante el ciclo de gobier-
nos kirchneristas de Pablo Manzanelli y Eduardo Basualdo Comenta: Augusto Costay Más de dos décadas de expansión de la producción cerealera y
oleaginosa en la Argentina de Nicolás Arceo. Comenta: Carlos León
Organizan: FLACSO e IADEaula Gral. Mosconi, 5to Piso, IADE, Hipólito Yrigoyen 1116. CABA

28 DE ABRIL DE 2017
Presentación de Realidad Económica 303 en Ramallo

La cuestión tributaria en relación con la economía de la regiónArtículo: Elementos para una reforma tributaria progresiva en la
Argentina de Pablo Caruso.Comenta: Alejandro Cimiotta, Subsecretario Promoción Social, Municipalidad de ZárateModera: Roberto Pineda, Fundación RUMBOS

Organizan: Fundación RUMBOS e IADE-Salón Finisterre del Camping Club Paraná
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Orientaciones para los autores

La Dirección y el Comité Editorial de la revista Realidad Económica y el Instituto Argentino para elDesarrollo Económico (IADE) están interesados en publicar en forma permanente artículos que abordendistintos aspectos de la realidad económica, política y social de la República Argentina, de América latinay del mundo en general.  Con el objeto de facilitar la consideración y publicación de los trabajos, se indican las orientaciones ge-nerales para su presentación.  Los textos deben ser inéditos, en caso de tratarse de artículos que hubieren sido presentados con anteri-oridad en jornadas, congresos, seminarios, paneles, etc., debe consignarse a pie de página dicha situación.La recepción del artículo la realiza el Coordinador del Comité Editorial, luego pasa por un proceso  deevaluación  externa.  Los  artículos  se  envían a  tres  árbitros  con  el  nombre  del autor  y  su  filiación.Una  vez  evaluado,  el  Coordinador  recibe  el  informe  de  los  árbitros  y comunica el dictamen a laDirección de la Revista y al autor, sin detallar el nombre de los árbitros (evaluación "ciega").  Se  considera  apto  para  publicación  todo  artículo  que  obtenga  dictamen  favorable  de,  al menos,dos árbitros. La evaluación de los artículos puede tener como resultado la aceptación   sin   cambios,   laaceptación   sujeta   a   correcciones   o   el   rechazo,   pasando   por recomendaciones   sobre   el   con-tenido,   la   forma   o   los   métodos   utilizados.   Tanto   las recomendaciones   de   los   árbitros   comolas   propuestas   de   los   autores   pueden   ser consideradas por el Coordinador del Comité Editorial y/opor el Director de la Revista.  La evaluación por parte del Comité Editorial no puede ser recurrida ante la dirección de la Revista ni anteninguna otra instancia de evaluación.  Los trabajos deben enviarse con el título y un resumen en español y en inglés, preferentemente no másde 1.000 caracteres y 4 ó 5 palabras clave (también traducidas) consignar además nombre y nacionalidaddel autor, con un breve currículum académico y profesional. Esto podrá obviarse o actualizarse cuando sehayan publicado trabajos anteriores del mismo autor.  La extensión de los trabajos puede variar según eltema desarrollado, estimándose que no debe exceder las veinte (20) páginas, a razón de 3.200 caracterespor página, incluidos espacios. Si el Comité Editorial lo considera pertinente, podrán aceptarse, excep-cionalmente, trabajos de mayor extensión.  Las propuestas de artículos deben enviarse por correo electrónico a realidadeconomica@iade.org.ar,indicando título del artículo, autor, archivos que acompañan el envío y forma de contactarse (correo elec-trónico y teléfono). Los trabajos deben presentarse en formato electrónico, en procesador de textos Word.Acompañar las ilustraciones o gráficos en sus programas originales (Excel o Illustrator) y en el caso deimágenes, en .jpg o .tif. Se recomienda para los gráficos evitar el uso de color para diferenciar variables (la
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revista se publica en blanco y negro). En lo posible, no enviar materiales en pdf o PowerPoint, ya que lacalidad de las imágenes extraídas de esos programas es baja.  Para la elaboración de las referencias se debe seguir las Normas APA y tener en cuenta que deben orga-nizarse de manera alfabética por la primera letra del apellido. En caso se tengan dos o más apellidosiguales, se procede a organizar de manera alfabética por las letras del nombre. En caso sean varias refe-rencias del mismo autor, se ordenan cronológicamente, es decir por el año –de menor a mayor-.Libro con autor: Apellido, A. A. (Año). Título. Ciudad, País: Editorial.Libro con editor – capítulos escritos por varios autores: Apellido, A. A. (Ed.). (Año). Título. Ciudad, País:Editorial.Libro en versión electrónica Online: Apellido, A. A. (Año). Título. Recuperado dehttp://www.xxxxxx.xxx�Capítulo de un libro: cuando el libro donde se ha sustraído el capítulo a referenciar de un libro que es coneditor, es decir, de un libro con varios autores,debe referenciarse de la siguiente manera: Apellido, A. A., yApellido, B. B. (Año). Título del capítulo o la entrada. En A. A. Apellido. (Ed.), Título del libro (pp. xx-xx).Ciudad, País: Editorial.Publicaciones periódicas: Artículos científicos: Apellido, A. A., Apellido, B. B., y Apellido, C. C. (Fecha).Título del artículo. Nombre de la revista, volumen(número), pp-pp.Artículo online: Apellido, A. A. (Año). Título del artículo. Nombre de la revista, volumen(número), pp-pp.Recuperado de https://www.xxx.xxxVariación de acuerdo a los autoresUn autor: Apellido, A. A. (Fecha). Título del artículo. Nombre de la revista, volúmen (número), pp-pp.De dos a siete autores: cuando se tienen entre dos autores y siete, se escriben todos los autores como seha visto anteriormente y antes de escribir el ultimo, se colocará “y”.Ocho o más autores: cuando se tienen de ocho a más autores, deben listarse los primeros seis seguidosde puntos suspensivos y, posteriormente, se escribirá el nombre del último autor.Periódico: Forma básica: Apellido A. A. (Fecha). Título del artículo. Nombre del periódico, pp-pp.Online: Apellido, A. A. (Fecha). Título del artículo. Nombre del periódico. Recuperado de http://www.Otros tipos de texto: Informes Autor corporativo, informe gubernamental: Nombre de la organización.(Año). Título del informe (Número de la publicación). Recuperado de http://www.xxxxxx.xxxSimposios y conferencias: Autor, A., & Autor, A. (Fecha). Título de la ponencia. En A. Apellido del presi-dente del congreso (Presidencia), Título del simposio o congreso. Simposio o conferencia llevado a caboen el congreso Nombre de la organización, Lugar.Tesis y trabajos de grado: Autor, A., & Autor, A. (Año). Título de la tesis (Tesis de pregrado, maestría odoctoral). Nombre de la institución, Lugar.La Dirección de la revista se reserva el derecho de efectuar los cambios formales que requieran losartículos, incluyendo sus títulos, previa consulta con el autor.  Los autores tienen derecho a tres (3) ejemplares del número de Realidad Económica en que aparezcapublicado su artículo. 



Do c umen to  8M

¿Por qué paramos?
Why do we go on strike? 6-15El espacio Ni Una Menos convocó a un paro nacional y movilización que se llevó a cabo el día 8 de marzoúltimo, Día Internacional de la Mujer, fecha  en que se  recuerda un hecho emblemático como fue la muer-te de obreras textiles en Nueva York y  por el que se conmemora mundialmente la lucha de las mujerespor sus derechos sociales y  laborales. En la Argentina  Ni Una Menos es un colectivo que se caracterizapor su diversidad y transversalidad de género,  que ha crecido significativamente en los dos últimos años,y se ha constituido en uno de los movimientos más dinámicos y participativos. El  27 de noviembre de2016 convocó a una jornada que se expresó en numerosas movilizaciones en varias ciudades de nuestropaís, también fueron  multitudinarias en los continentes americano y europeo  con el objeto de hacer visi-ble la creciente violencia de género que viene elevando  los índices de femicidios, el negocio de la trata depersonas y otras formas de violencias patriarcales y capitalistas, de allí surgió la consigna Vivas nosQueremos. El espacio continuó trabajando asambleariamente  decidiendo  el  paro del  día 8 de marzo,propuesta que trascendió las fronteras de la Argentina hacia el movimiento internacional de mujeres.
Realidad Económica publica en este número el documento del 8M que consta de ocho ejes y sintetiza losmotivos y reclamos que aúnan el movimiento y que fue leído en la Plaza de Mayo por el comité organiza-dor.
The Ni una menos ("Not one less") movement called for a national strike and demonstration which was car-
ried out the past 8th March, International Women's Day, date of commemoration of an emblematic event
as was the death of female textile workers in New York and the reason why women's fights for their social
and work rights are internationally recognized. In Argentina, Ni una Menos is a collective characterized by
its gender diversity and mainstreaming which has grown significantly in the past two years and has taken
up the place of one of the most dynamic movements in our country. 27th November 2016 was a day of
numerous mobilizations in several cities of our country, they were also massive in the American and
European continents and had the aim of making the increasing gender violence that is elevating femicide
rates, human trafficking and other forms of patriarchal, capitalistic violence visible; this is where the Vivas
nos Queremos ("We Want Ourselves Alive") slogan comes from. The movement continued to work through
assemblies deciding on the 8th March strike, a proposal which went further than the Argentine borders
towards the women's international movement. Realidad Económica publishes, in this issue, the 8M docu-
ment which comprises eight core ideas and summarizes the reasons and demands that brings the movement
together, which was read at Plaza de Mayo by the organizing committee.

Fu ndamen to s  c o n c e p tu a le s

Pensamiento y obra de Arturo E. Sampay

Thinking and work of Arturo E. Sampay 16-46JORGE FRANCISCO CHOLVISDel pensamiento y obra de Sampay surge que el anhelo de Justicia es inherente a la índole humana, pesea la terca resistencia de los derechos adquiridos, y que en la infraestructura sociológica de la Constituciónsubyace la lucha por el predominio político y pugnan los ideales que surgen del pueblo por unaConstitución mejor contra el empeño oligárquico en resistir su transformación. Estaba firmemente per-suadido de que finalmente el proceso sociopolítico llevaría a que la Argentina consagre un avanzado textoconstitucional. El pensamiento de Sampay adquiere actualidad en nuestro tiempo contemporáneo y habráde potenciar el accionar mayoritario de los sectores populares en su pugna por lograr transformar laConstitución real que aún predomina en el país. Ese marco posibilitará el necesario y elevado debate quepermita efectivizar en esta segunda década del siglo XXI, con la más amplia participación popular, una futu-ra Asamblea Constituyente que sancione una nueva Constitución escrita para hacer efectivo el anheladoobjetivo de la Justicia Social, o sea el “buen vivir” de nuestro pueblo. 

Sumario



From the thinking and work of Sampay it stems that the desire for Justice is inherent to human nature, in
spite of the stubborn resistance of the achieved rights, and that the sociological infrastructure of the
Constitution is where the fight for political predominance lies and where the ideals stemming from the peo-
ple for a better Constitution struggle against the oligarchic will to resist its transformation. He was firmly
convinced that the socio-political process would finally lead Argentina to establish an advanced constitu-
tional text. Sampay's thinking acquires validity in our contemporary times and shall potentiate most
actions of the popular sectors in their struggle to achieve a real transformation of the Constitution that still
prevails in this country. This work frame will enable the necessary, in-depth debate that allows to create, in
this second decade of the 21st century and with the broadest popular participation, a future Constituent
Assembly to rule a new Constitution written in order to realise the long-awaited aim of Social Justice, that
is, the "well-being" of our people.

D i s t r i b u c i ó n  de l  i n g r e s o

El impacto asimétrico de la aceleración inflacionaria en 
la Argentina (2015-2016)

The asymmetric impact of inflationary acceleration in Argentina (2015-2016) 47-76DEMIAN TUPAC PANIGO - SERGIO ROSANOVICH -  FERNANDO GARCÍA DÍAZ - PILAR MONTEAGUDOEl objetivo de la presente investigación consiste en examinar el impacto distributivo del proceso inflacio-nario generado por el cambio de paradigma macroeconómico en la Argentina. Desde fines de septiembrede 2015 a febrero de 2016 se han combinado: 1) expectativas devaluatorias (que generaron remarcacio-nes incluso antes del cambio de régimen), 2) devaluación efectiva de la moneda, 3) eliminación o reduc-ción de derechos de exportación (según el producto), 4) liberación de cupos de exportación para ciertosbienes clave de la canasta básica (como la carne bovina), 5) desarticulación de facto -aun manteniendo dejure- del programa Precios Cuidados, y 6) aumento de tarifas de servicios públicos. Todo ello no sólo hagenerado una de las tasas de inflación más elevadas desde 2002 sino que también ha transformado sensi-blemente la dinámica de los precios relativos, en desmedro del poder adquisitivo de la población conmenores recursos y con un impacto sólo marginal sobre la capacidad de compra de empresarios y traba-jadores de altos ingresos.
The aim of the present paper is to examine the distributive impact of the inflationary process generated by
the macro-economic paradigm change in Argentina. Since the end of September 2015 up untilFebruary
2016 the following elements have combined: 1) evaluation expectations (which produced price changes
even before the regime change), 2) effective devaluation of domestic currency, 3) elimination or reduction
of export duties (depending on product-type), 4) release of export quotas for some key goods of basic bas-
ket (such as beef), 5) de facto disarticulation - while maintaining de jure - of the Regulated Prices Program,
and 6) rise of public service prices. This has not only led to one of the highest inflation rates since 2002 but
also appreciably transformed relative price dynamic, against purchasing power of low-income families and
with a marginal impact on buying power of entrepreneurs and high-income employees.

E s ta do s  p r ov i n c i a le s

Ajuste en épocas de crisis: el caso de Entre Ríos (Argentina) 
durante la Gran Depresión
Adjustment in times of crisis: the case of Entre Ríos (Argentina) 
during the Great Depression 77-103MARIO MATHIEU - LEANDRO RODRÍGUEZ - VICTORIA LAMBRUSCHINILa profundidad y duración de la crisis mundial de la década de los ’30 finalmente provocó la reacción delGobierno argentino, que ensayó medidas de intervención estatal y regulación económica de amplio alcan-ce. Pero la depresión y la segunda gran guerra también interpelaron a los Estados provinciales, que debie-ron transitar una situación compleja con instrumentos teóricos y fácticos muy precarios. El presente artí-culo aborda la forma en que el Gobierno entrerriano enfrentó este problema, especialmente cómo manejó



la contradicción que se produce en todas las grandes crisis: el debilitamiento de la situación fiscal delEstado en un contexto de necesidades y demandas crecientes por parte de los distintos sectores sociales.Ello supone tomar decisiones políticas sobre la distribución de los costos de la crisis y los beneficios de laintervención estatal. ¿Quién paga la crisis? es la pregunta que el Estado debe responder. La forma en quelo hizo en Entre Ríos en los años ’30 es el objeto de este artículo, basado sobre las Memorias del Ministeriode Hacienda, Justicia e Instrucción Pública de la época como fuente de análisis principal.
The depth and duration of the global crisis of the 1930's ultimately caused the reaction of the Argentine
Government, which tested measures of State intervention and comprehensive economic regulation. But
depression and the Second World War also interpellated the provincial governments, who had to navigate
a complex situation with very precarious theoretical and factual instruments. This article discusses how the
Entre Ríos government faced this problem, especially its management of the contradiction that occurs in all
major crises: the weakening of the fiscal position of the State in a context of growing needs and demands by
the various social sectors. This involves making policy decisions about the distribution of the costs of the cri-
sis and the beneficiaries of state intervention. 'Who pays for the crisis?' is the question that the State should
respond. The way in which it was done in Entre Ríos in the 1930's is the subject of this article, based on the
memoirs of the Ministry of Finance, Justice and Public Instruction of the time as a main source of analysis.
. 

C o n c e p to  y  m é to do

El valor agregado en origen como política de desarrollo 
agroalimentario y agroindustrial

Added value at its source as agri-food, agri-industrial development policies104-129ANDRÉS CASTELLANO - MERCEDES ELIDA GOIZUETAEl presente artículo identifica y describe las diferentes dimensiones conceptuales del Valor Agregado (VA),desde su versión “en origen”, a los efectos de facilitar la puesta en común de las distintas estrategias deintervención en el territorio traccionadas desde los organismos públicos con injerencia en el SistemaAgroalimentario y Agroindustrial, particularmente aquellas desplegadas desde el Instituto Nacional deTecnología Agropecuaria (INTA). Las dimensiones descriptas hacen foco en: i) lo distributivo y lo redis-tributivo de cada iniciativa de agregado de valor; ii) el rol del sector privado y el público en la gestión deinnovaciones; y iii) los sujetos productivos sobre los cuales gravitan estos procesos de desarrollo. Comopropuesta integradora se ofrece una matriz de iniciativas de agregado de valor, en la cual se definen seiscategorías, ejemplificadas con casos de estudio.Finalmente, se pone a consideración la necesidad de armonizar la divergencia de objetivos de políticapública que promueven el VA y que enfatizan la sustitución de importaciones, la soberanía alimentaria yeconómica, el desarrollo local y la priorización de ciertos complejos productivos.
In the current paper, the different dimensions related to the concept of added value (AV), in its “initial” ver-
sion, are identified and described. The purpose is to facilitate disciplinary dialogues among the various
intervention strategies in the area, managed from public organizations that intervene in the agri-food and
agri-industrial system, particularly those deployed in the National Agricultural Technology Institute (INTA).
The above-mentioned dimensions focus on the following aspects: (i) the distributive and redistributive
aspects of added value; (ii) the role of the private and the public sectors in the management of innovation;
and (iii) the productive subjects over which these development processes gravitate. As an integrative pro-
posal, a matrix of value addition initiatives is proposed, in which six categories are defined, each of which is
exemplified with case analyses. Finally, the need to harmonize the divergence of public policy objectives
that promote AV and emphasize the replacement of imports, food and economic sovereignty, local develop-
ment, and the prioritization of certain productive complexes is put into consideration.

An á l i s i s

Política científica y tecnológica en la posconvertibilidad (2002-2010)

Scientific and technological policies during post-convertibility (2002-2010) 130-154BRUNO PEREZ ALMANSIPara la construcción de un país capaz de desplegar en su totalidad los recursos y talentos disponibles, esta-blecer una estructura productiva industrializada y compleja, generar ventajas comparativas dinámicas,



agregar valor a sus recursos naturales e instaurar relaciones simétricas con el orden mundial (Ferrer,2002), es fundamental contar con un sistema científico y tecnológico desarrollado (Sábato, Mazzucato,Albornoz). En este sentido, el presente artículo forma parte de una investigación destinada a analizar losucedido en la política científico-tecnológica desde la dictadura militar hasta 2010. El trabajo contemplael período de la posconvertibilidad entre los años 2002 y 2010 conectando y analizando datos de C&T eI&D en diferentes rubros y tendencias de inversión. A la vez, se compara esta información con la etapa dela convertibilidad, intentando plantear continuidades y rupturas. De esta forma, se formulan conclusionesacerca de las políticas científico-tecnológicas de la última década, como también disparadores sobre elrumbo de las mismas en el futuro.  
In order to build a country able to develop the whole available sources and talents, establish an industrial-
ized, complex productive structure, generate dynamic comparative advantages, add value to its natural
sources and set up symmetric relations with the world order (Ferrer, 2002), it is necessary to have a devel-
oped scientific and technological system (Sábato, Mazzucato, Albornoz). In this sense, the article is part of
an investigation of the scientific-technological policy from the military dictatorship process up until 2010.
The period of post-convertibility between 2002 and 2010 is considered, connecting and analyzing C&T and
I&D data in different items and investment trends. At the same time, this information is compared with the
stage of convertibility, trying to establish continuities and ruptures. In this way, the study tries to reach con-
clusions about the scientific-technological policies of the last decade, and also to set keys for future direc-
tions.

D i s c u s i o n e s

Inflación por exceso de demanda por el lado del capital: 
el caso argentino reciente
Inflation by demand excess on the side of capital: the recent Argentine case 155-166SANTIAGO J. GAHNEl autor afirma que el análisis marginalista tradicional, en sus diferentes vertientes, da por sentado quela inflación se produce por exceso de demanda. La escasez de capital es la que daría inicio al aumento sos-tenido del nivel de precios aunque ciertas relaciones empíricas para el caso argentino reciente permitenechar un manto de duda sobre los argumentos convencionales. También indica que se piensa que apenaslas tasas de utilización de la capacidad instalada se aproximan a la capacidad disponible el capital pasa aser una restricción para el crecimiento económico.  El trabajo intenta refutar algunas hipótesis que el arti-culista -como se señaló-  atribuye a la corriente marginalista sobre las causa de la inflación en la Argentina,dejando la explicación del fenómeno en sí para futuras investigaciones. La descripción teórica que aquí seformula puede estimular un interesante debate acerca de la vigencia del planteo efectuado.  
The author affirms that the traditional marginalist analysis, in its different approaches, takes for granted
that inflation is produced by excess of demand. Capital scarcity would be the one to initiate the sustained rise
of prices although certain empirical relations for the recent Argentine case allow to cast a doubt over con-
ventional arguments. It also signals the thought that as soon as utilization rates of installed capacity
approach available capacity, capital goes on to be a restriction to economic growth. The article aims to
refute certain hypotheses which the author -as it was pointed out- attributes to the marginalist movement
about the causes of inflation in Argentina, leaving the explaination of the phenomenon itself for future
research. The theoretical description here formulated can promote an interesting debate about the validity
of the presented ideas.
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